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SEÑOR PRESIDENTE (Pardiñas).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 28) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda da la bienvenida a la delegación de la 
Federación Uruguaya de Cooperativas de Vivienda por Ayuda Mutua, FUCVAM, integrada por el Presidente, 
señor Diego Bonilla; el Secretario General, señor Fernando Zerboni, y el Tesorero, señor Sebastián Oliveira. 


SEÑOR ZERBONI.- Agradecemos el tiempo que nos dedica la Comisión. 


La preocupación que nos trae hasta aquí es que en esta Rendición de Cuentas no se ha incluido ninguna 
modificación en el presupuesto asignado a vivienda. 


Cuando esta Administración designó como prioridad el tema de la vivienda aplaudimos la iniciativa. La 
verdad es que esperábamos que estuviera respaldada por los recursos necesarios para concretar el proyecto. 
¿Qué pasó desde que asumió esta Administración, que designó la vivienda como tema de emergencia 
nacional y como prioridad del Gobierno? Una cantidad de familias, a lo largo del país, se sintieron apoyadas 
por la decisión que desde el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente se hizo 
conocer en el sentido de que iba a priorizar la construcción de vivienda a través del movimiento cooperativo, 
que no es FUCVAM. A veces se piensa que cuando hablamos de movimientos cooperativos nos referimos 
solo a la Federación, pero hay tres Federaciones antiguas: FECOVI, COVIPRO y FUCVAM. Además, hoy 
existen cooperativas en lo que se llama el Plan de Vivienda Sindical. 


Cuando surge esta situación, una cantidad de familias a lo largo de todo el país conforman cooperativas; se 
crean cooperativas en los lugares más recónditos del país donde las Federaciones nunca pensaron que se iban 
a formar como es el caso de San Gregorio de Polanco, Baltasar Brum, Cerro Chato, lugares con poca 
población donde hasta hace poco no existían cooperativas de vivienda. En otros lugares como, por ejemplo, 
Río Branco, casi de la noche a la mañana surgen once cooperativas que nuclean a trescientas cincuenta 
familias. Esto lleva a que solo nuestra Federación hoy tenga unas diez mil familias esperando para construir. 
A eso habría que sumarle la realidad que se configura a partir de esta situación en todas las demás 
Federaciones. Como contrapartida, vemos que el presupuesto que se designa para satisfacer toda esa 
demanda no es mucho mayor al presupuesto que se dispuso en otras Administraciones; si bien es superior, no 
es sustancialmente mayor. Por eso pensábamos que a través de las diferentes Rendiciones de Cuentas del 
quinquenio se iban a buscar recursos para respaldar esta decisión que consideramos muy positiva. 


Sabemos también que un punto importante en todo el proceso de construcción es disponer de tierras y 
tenemos una cartera de tierras pero tampoco se han designado recursos suficientes para proveerla de los 
terrenos necesarios para construir viviendas. 


Antes que esta situación entre en un embudo nos pareció necesario plantearlo en esta Comisión para ver de 
qué forma se pueden asignar recursos directos o indirectos para concretar esta propuesta. 


Somos conscientes que en una Administración no es posible satisfacer toda esta demanda, lo cual nos 
introduce en un segundo tema y es que esta Administración, además de dar cierta satisfacción al problema de 
la vivienda, debería encauzar, mediante medidas legislativas, una política a largo plazo. 


Este es el centro de nuestra preocupación. 


SEÑOR OLIVEIRA.- Actualmente en todo el país hay entre veinte y veinticinco mil familias 
organizadas en el sistema cooperativo, cualquiera sea su modalidad. Según los planes del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, en los tres años y medio de Ejercicio que faltan 
se otorgarían préstamos para nueve mil familias. Esto es lo que arrojan los números según la 
reglamentación del Ministerio para formar una cooperativa, luego de tener la tierra y de hacer todos 
los trámites. Felicitamos y aplaudimos que hoy los trámites sean mucho más cortos y sencillos y que 
haya plazos estipulados. Esto es algo que venimos pidiendo desde hace mucho tiempo y, gracias a 
nuestros reclamos, ahora se demora alrededor de un año y medio. 


En realidad, el Ministerio solo puede otorgar 3.000 préstamos por año y hoy, tomando en cuenta todas las 
federaciones y las cooperativas no federadas, tenemos alrededor de veinticinco mil. Nuestra preocupación 
radica en que la reglamentación establece que una cooperativa, por ejemplo, debería presentarse al sorteo en 


junio de este año y obtener su préstamo en junio del año siguiente. Se va a generar un embudo porque, en la 
medida que se vayan presentando las cooperativas que cumplieron con todos sus trámites, habrá más 
demanda que capacidad de préstamo del Ministerio. 


Esto es lo que pasaría hoy pero, a este ritmo de crecimiento que se está generando en las cooperativas porque 
la vivienda ha sido el buque insignia de este Gobierno, se siguen formando permanentemente. Entonces, en 
un plazo menor a tres años, esto va a generar un problema grave. Nuestra idea es pensar hacia futuro. 


Aclaro que esto no solo lo planteamos en nombre de las diez mil familias que forman FUCVAM, sino por 
todas las familias que se están organizando en cooperativas. 


SEÑOR GANDINI.- El tema que plantean es importante. Como decían, el Presupuesto Nacional 
prioriza -entre sus áreas- la vivienda y se ha declarado la emergencia habitacional. Hay dificultades 
para concretar algunos de los programas establecidos como el Plan Juntos, que todavía no tiene marco 
suficiente. De todos modos, hay recursos importantes dispuestos en la Ley de Presupuesto y no en esta 
Rendición de Cuentas porque no trae recursos extra. 


Este crecimiento de las familias interesadas y de las cooperativas constituidas ¿a qué se debe? ¿A que hay 
una necesidad incrementada? ¿A que se generó una expectativa que empujó la constitución de estos grupos 
familiares? ¿O a ambas cosas? Si bien entiendo, va a haber un cuello de botella. Digo esto porque en cierto 
momento va a haber un montón de cooperativas que vencidos los dos años adquirieron el derecho. Creo que 
la disposición dice que luego de los dos años tienen derecho al crédito. Pero si hay más cooperativas que 
posibilidad de crédito, en algún momento vamos a tener un problema. Entonces, la pregunta es por qué 
explotó esa demanda del sector. ¿Por qué aparecieron tantas cooperativas? 


SEÑOR RADÍO.- No participé en la sesión del miércoles pasado, pero tengo entendido, de acuerdo con 
una inquietud del señor Diputado Groba, que este asunto está en la cabeza del Ministerio y no solo 
vinculado a un tema de recursos. 


Es cierto que en la Rendición de Cuentas no se aumentan los recursos, pero el aumento de recursos para la 
vivienda que se plantea en el Presupuesto es sustantivo. Creo que la Administración tiene un crédito 
interesante y que se mantiene en la medida de sus posibilidades. Algo diferente sucede con el Plan Juntos. La 
expectativa que tiene uno en el sentido de que se avance en el tema de la vivienda no tiene como punto de 
partida el Plan Juntos sino otras cuestiones. El aumento de recursos que el Gobierno estableció en el 
Presupuesto fue importante; la cuestión es cómo se ejecuta. 


Esto parcialmente explica el aumento y la explosión en la demanda porque no había sido una prioridad el 
tema de vivienda en las Administraciones anteriores, en particular en la última y, por tanto, no se habían 
realizado construcciones. De todas maneras, creo que este tema está presente en la cabeza del Gobierno y 
estamos en la etapa del crédito. Creo que cuando la gente se anota para acceder a una vivienda es porque la 
necesita. 


SEÑOR ABDALA.- Quisiera agregar una pregunta a las ya formuladas que va por el mismo camino. 


Es notorio que el Gobierno ha marcado una prioridad en la instancia de la elaboración y discusión de la Ley 
de Presupuesto del año pasado, que generó consenso, pues nosotros la acompañamos y, por cierto, resultó 
positiva. 


La señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente estuvo en esta Comisión esta 
semana presentando la Rendición de Cuentas correspondiente al Ejercicio 2010, es decir, a un escenario 
presupuestal anterior. Nos habló de un nivel de ejecución altísimo, superior al 98% y, entre otras cosas, 
explicó esa ejecución presupuestal en la financiación del sistema cooperativo. 


El año 2011 implica la entrada en vigencia del Presupuesto con el nuevo esquema presupuestal y con este 
refuerzo que todos aplaudimos y votamos gustosos. La consulta es si, desde el punto de vista de FUCVAM, 
esto no ha representado un cambio cualitativo y cuantitativo, fundamentalmente porque se supone que en 
estos seis meses que llevamos, casi siete, del Ejercicio presupuestal del 2011, se entiende que estamos 


cumpliendo un programa o un proyecto de viviendas bien distinto de lo que estaba programado y proyectado 
antes. Quisiera saber si a lo largo de este año ustedes han advertido que ese refuerzo presupuestal se ha 
trasuntado en mejores resultados desde el punto de vista de la financiación del sistema cooperativo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Quiero plantear más que nada una simple pregunta. 


Sé que muchas de las iniciativas de FUCVAM se basan en la adjudicación de tierras, incluso, por parte de la 
Intendencia Municipal de Montevideo. Me gustaría conocer cómo está este asunto que, quizás, no esté muy 

vinculado con la Rendición de Cuentas, pues se trata de cuestiones financieras y económicas pero hacen a lo 
que es vuestra tarea. 


Como sabrán, el Estado siempre tiene terrenos fiscales que a veces no utiliza o mal utiliza. Hace unos días se 
publicó una noticia en la prensa que aclaraba cuántos son los terrenos pertenecientes a la Intendencia de 
Montevideo que se utilizaban o mal utilizaban. Si no recuerdo mal, el total de las tierras es de ciento treinta y 
tres hectáreas. Reitero que quisiera conocer lo que refiere a la adjudicación de tierras, que es una parte 
importante dentro de la construcción de viviendas. 


SEÑOR GROBA.- En primer lugar, no sé si será posible que la delegación se lleve el acta si no la tiene, 
de la comparecencia del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, ya que 
este tema fue abordado en la última etapa. Sería bueno que la delegación sepa todo lo que se preguntó 
sobre los planes de viviendas y la importancia que se da a las cooperativas, sobre todo para insumo y 
análisis de este tema. Así podrán advertir que la construcción de viviendas es fundamental para los 
planes del Gobierno y, naturalmente, en materia social, cumplen un rol muy importante. 


Por tanto, el tema está presente —como bien se dijo aquí-, y las etapas de crédito habrá que discutirlas, 
sortearlas y por parte de la bancada de gobierno también ver -en función de lo que nos ha dicho la directiva 
de FUCVAM y, seguramente, según las conversaciones que tengamos a posteriori- para esta Rendición de 
Cuentas y para otras, cómo ajustar algunas cosas. 


Me parece que la tradición en la ayuda mutua y el cooperativismo en materia de viviendas en nuestro país - 
además del buque insignia que aquí bien se manejaba-, pesa mucho en el nucleamiento de gremios, sindicatos 
y vecinos a los efectos de una solución habitacional, como ha sido durante muchos años. Aquí se dijo que se 
iba a transformar en un cuello de botella y que a FUCVAM concurrían organizaciones a plantear las 
posibilidades de formar una cooperativa para esa cartera de tierras y así en un futuro obtener préstamos para 
acceder a la vivienda. Me gustaría conocer si la directiva de FUCVAM piensa que para el pueblo uruguayo 
sigue teniendo vigencia la ayuda mutua como forma de acceder a una vivienda. 


SEÑOR ZERBONI.- Voy a contestar algunas preguntas y otras las responderá el señor Tesorero. 


Creo que dijimos desde el principio que aplaudimos la posición con respecto a la vivienda en general, tomada 
por esta Administración. Parte de los cambios que hubo de acceso a la vivienda se gestaron en el Gobierno 
anterior, en el que aparece una reglamentación que nosotros denominamos "Reglamentación 2008" relativa a 
la adjudicación de préstamos. En ese año se terminó de aprobar por parte del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y se hizo un cambio sustancial a todo el proceso que llevaba a 
la adquisición de un préstamo para la adquisición de viviendas. Ello significó establecer plazos estrictos para 
las cooperativas que se presentaban y, también, plazos estrictos para los organismos del Estado que, de 
alguna manera, tenían que estudiar esas solicitudes reduciendo largos procesos de seis, siete meses o un año 
de viajes, trilles por todas las oficinas del Estado. Lo consideramos muy ventajoso; se mantiene y se 
incrementa con la actual Administración. 


Una de las preguntas que aquí se nos planteó es si esa mejora la hemos notado. Sí; la hemos notado. Durante 
este año -no debemos pensar que no va a ser así; ya están dadas todas las condiciones- el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente asignará al movimiento cooperativo en general -a 
todas las cooperativas federadas o no y en las diferentes modalidades- por lo menos dos mil trescientas 
viviendas, un cambio que consideramos no menor. 


No es que esto no lo tengamos en cuenta o que lo desechemos sino que se nos da lo otro que preguntaba el 
señor Diputado Gandini. ¿Fruto de qué es este crecimiento? No sé si equivocadamente pero la Federación no 
ha realizado nunca dos cosas. Una, salir a hacer "marketing" diciendo: "Forme una cooperativa de vivienda 
de ayuda mutua y tendrá la posibilidad de acceder a una vivienda". En general eso ha sucedido por el boca a 
boca por cooperativistas que han obtenido sus viviendas por ese camino y lo han comentado con otras 
personas. Pero la Federación no ha hecho campaña en ese sentido, porque ya suficiente tenía con dar salida a 
todo lo que se solicitaba. Llegaban a nosotros cooperativas para pedir un préstamo y solo el respaldo a esas 
cooperativas era lo que consumía gran parte del esfuerzo que hacíamos. 


Lo otro que nunca hemos hecho fue dedicarnos a crear cooperativas. Por la Federación pasaban y pasan una 
cantidad de familias que nos dicen que quieren formar una cooperativa. En general, lo que hacíamos era 
decirles: "Estas son las cooperativas que están en formación. Acercate a alguna, integrá la lista de espera". 
Eso cambió sustancialmente a principios de este año. Desde el 1” de enero al 1% de marzo, mil familias se 
presentaron en la Federación pidiendo formar una cooperativa. De alguna manera, nos vimos motivados a dar 
salida a esa situación, agrupando a las familias de a cuarenta o cincuenta y diciéndoles: "Bueno, esto es una 
cooperativa y estos son los pasos a seguir". 


¿Cuál es la razón de esa situación nueva que se genera, que aparecen cooperativas a lo largo de todo el país? 
Cabe acotar que el compañero Sebastián estuvo en Río Branco donde había trescientas cincuenta familias 
interesadas en formar cooperativas. A su vez, me llamó un vecino de San Ramón para decirme que había 
alrededor de ciento cincuenta familias que querían saber cómo formar una cooperativa. Creo que la demanda 
existe y existía con anterioridad a este Gobierno, porque hace años que sabemos que existe un déficit 
habitacional que, según como se mida, puede dar sesenta o cien mil viviendas; tomemos el número más 
chico. 


Aunque la Federación, a través de los estudios de Benjamín, sabe que son ochenta mil familias, pensemos en 
sesenta mil familias. O sea que esa demanda insatisfecha existía. Lo que pasa ahora es que, con la 
designación de la vivienda como un objetivo de esta Administración y teniendo en cuenta las afirmaciones de 
cuáles pueden ser los caminos para obtenerlo, las familias que hasta ayer pensaban en acceder a una vivienda 
a través de una cooperativa, debiendo esperar diez años, hoy lo pueden hacer a corto plazo; entonces se 
agrupan y lo intentan. Creemos que se ha despertado una esperanza importante y no desconocemos que el 
tema está presente en el Ministerio. 


Como dijo Sebastián, nosotros sabemos que, después de presentarnos en tres sorteos y perder, en el cuarto, la 
adjudicación tiene que salir sí o sí. En algún momento, pensamos que eso iba contra el número de viviendas 
que en ese sorteo se asignaba. El otro día, la Directora Nacional de Vivienda dijo: "No, de ninguna manera, 
eso va por fuera”. 


Nosotros estamos alertando sobre lo siguiente: insistimos en que, si bien hubo un aumento en el Presupuesto, 
nos parece que es insuficiente frente a toda la expectativa que se ha despertado, por lo que tenemos que 
canalizarla de otra manera. Yo, por lo menos, veo dos maneras de canalizarla, en el quinquenio. Por un lado, 
hay que ver cómo nos hacemos de mayores recursos para dar salida a la mayor cantidad de vivienda. Por el 
otro, insisto en que no hay posibilidades de que la vivienda sea parte de una política de Estado. No existe la 
posibilidad de decir: "El Estado tiene instrumentos para resolver el tema de la vivienda en tal plazo y son 
estos". 


Antes, estaba el Fondo Nacional de Vivienda de asignación directa, y uno podía saber con cuánto se contaba 
en cada año de Presupuesto. Eso desapareció, y nos parece que es un error. Debería existir un Fondo 
Nacional de Vivienda de asignación directa, más allá de que una Administración en particular diga: "Además, 
nosotros vamos a asignar tantos millones de pesos adicionales para empujar el tema de la vivienda". Pero la 
existencia de una asignación directa -puede ser un impuesto u otro mecanismo- asegura una determinada 
cantidad de dinero permanente, por lo que uno puede planificar y, si bien no digo prometer, por lo menos, 
puede encauzar esa esperanza en un número limitado de tiempo. No se puede depender de cuánto se vota, 
porque si se vota más, fenómeno, y si se vota menos, estamos en el horno. Entonces, hay que sortear esa 
situación. 


Lo mismo puede pasar con posterioridad a la asignación de recursos. Hoy, los nuevos reglamentos incluyen 
algo por lo que la Federación ha peleado durante muchos años y es la posibilidad de contar con un subsidio a 


la cuota. Nos parece que es lo único justo; lo demás, es indiscriminado. Eso se da por reglamentación. Un 
plan a largo plazo debería determinar por ley ese subsidio. 


Entonces, nos parece que hay que empezar a pensar en esto. Alguien puede decir que si en 2011 se va a dar 
satisfacción a una buena cantidad de familias, por qué plantearlo, y la respuesta es que nos parece que es fácil 
resolver y prever antes de que el cuello de botella se dé. Es una de las motivaciones de la Federación, no 
porque pensemos que el tema de la vivienda se haya tratado en forma injusta en este año 2011. Sabemos que, 
de mantenerse esta situación, el cuello de botella se va a dar, y creemos que el Poder Legislativo y el Poder 
Ejecutivo deberían pensar en cómo encauzar esta situación. Nosotros, como Federación, aprovechamos esta 
sensibilidad que hay sobre el tema de la vivienda para ver cómo encauzar definitivamente la solución de 
vivienda en el país. 


Por otra parte, no nos pasó inadvertida la propuesta de la actual Administración, que nosotros llamamos 
"Reglamentación 2011", la última aprobada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente para la adjudicación de préstamos. La diferencia sustancial con la "Reglamentación 2008" está en 
la cantidad de recursos destinados por vivienda para la construcción. Nosotros planteamos en su momento 
que lo que contemplaba la "Reglamentación 2008" era un valor de tasación por vivienda demasiado alto con 
respecto a lo que considerábamos nosotros. Aplaudimos -así lo hicimos saber en su momento- que la 
"Reglamentación 2011" ajuste esos valores de tasación a lo que nuestro movimiento y otras federaciones han 
invertido para construir durante la mayor parte de los últimos años. Eso es positivo, porque nos permite 
utilizar mejor los recursos del Fondo Nacional de Vivienda. Ese proceso también lo consideramos positivo y 
creemos que apoya la posibilidad de resolver la situación de más núcleos familiares, porque hace menor el 
susbsidio que se tenga que destinar posteriormente, en el caso que deba existir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedaría por responder lo relativo a la cartera de tierras. Se agradece a la 
delegación que haga la economía de tiempo necesaria porque estamos excedidos largamente lo 
acordado. 


SEÑOR OLIVEIRA.- Por un lado, se habla de ciento cuarenta y cinco mil soluciones habitacionales en 
el Presupuesto, de las cuales, lo que tiene que ver con construcción de vivienda nueva anda en el 
entorno de las dieciocho o diecinueve mil, incluyendo MEVIR, PIAI, Sistema Cooperativo y otros. El 
resto de los fondos están destinados a conexiones al saneamiento, regularización de deuda, aspectos de 
tenencia y cosas por el estilo, pero no a construcción de vivienda nueva. 


Otro tema que tenemos pendiente es que el crédito es para familias con ingresos superiores a los $ 32.000, 
tienen seguridad laboral y otras cuestiones. Nuestro sistema no está dirigido a esas familias. Si nuestras 
familias se presentan en un banco, les dicen: "Suerte en pila, venga otro día, cuando tenga un trabajo más o 
menos". Nosotros no podemos entrar en eso. Entonces, estamos diciendo que hay un aumento real de las 
viviendas construidas por el sistema cooperativo. Eso es verdad, y lo aplaudimos. Hoy hay una salida para las 
familias, pero esta solución puede llegar a tener problemas en dos o tres años. ¿Por qué? Porque, como se 
decía, una familia, a los dos años, tiene el préstamo sí o sí. Hoy, se dice que van por fuera, pero no hay 
ningún decreto o ley que diga que se garantiza de acá para adelante. Hoy, son poquitas familias, alrededor de 
doscientas, pero donde sean quinientas, mil o mil quinientas, ¿cómo hacemos? 


Son cuestiones que debemos poner sobre la mesa, porque el presupuesto aumentó en pesos, y eso no siempre 
acompaña el valor de la construcción. Los pesos no siempre van de la mano con los costos de la 
construcción, sobre todo, cuando estamos ante un "boom" del sector y muchos productos -como el hierro y 
demás- son importados y muy poco se produce. Tenemos que valorar esas cuestiones. 


Por otro lado, se habló de 130 hectáreas de tierras vacías en Montevideo. Ese dato es cierto; surgió de un 
estudio de la Facultad de Arquitectura que nosotros leímos. No todas las tierras son municipales ni estatales; 
hay de todo tipo. El problema es que el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
generó una cartera de tierras que todavía no está en funcionamiento. Muchas Intendencias tienen tierras, pero 
no se han generado las carteras correspondientes. En el caso de Montevideo, la cartera no se ha renovado 
desde 2008; estamos en 2011, pero aún no ha habido renovación. Hay una licitación en marcha, pero ya han 
pasado tres años y todavía no se ha concretado. 


Para nosotros, sería importante que se concretara porque solo en Montevideo hay 35 grupos nuevos sin tierra. 
La tierra asegura, por lo menos, que la gente pueda pararse en un lugar, mirar al horizonte y decir: "A partir 
de ahora, voy a construir mi futuro". 


Estas son las cuestiones que nos estamos esforzando por concretar. Aclaro que no estamos pidiendo una 
solución inmediata con respecto a la cantidad de viviendas que necesitamos; lo que planteamos es que se 
mire hacia delante. Quizás, en esta Rendición de Cuentas no venga un peso, pero podríamos obtenerlo en 
cualquiera de las siguientes, si se tuviera presente que esta situación se va a generar. Lo decimos, porque solo 
FUCVAM tiene 10.000 familias y, según los números que el propio Ministerio incluye en el Presupuesto, se 
generan 3.000 viviendas por año y hay más de 20.000 familias esperando una solución. 


A nosotros nos urge poder pararnos frente a nuestros compañeros y decirles exactamente cuál es la situación 
a la que nos enfrentamos, ya sea positiva o negativa; la cuestión es que cada familia pueda evaluar si sigue o 
no en el sistema. Tenemos que poder poner sobre la mesa las situaciones concretas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la información que han brindada, que ha sido sustantiva. 
Quedamos a vuestras órdenes. 

SEÑOR BONILLA.- Muchas gracias. 

(Se retira de Sala la delegación de FUCVAM) 

(Ingresan a Sala representantes de la Asociación de Funcionarios del Plan Agropecuario, AFIPA) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Damos la bienvenida al señor Pablo Ferreira y a los ingenieros agrónomos 
Carlos Molina y Francisco Dieguez, quienes concurren en representación de la Asociación de 
Funcionarios del Plan Agropecuario, AFIPA. 


SEÑOR MOLINA.- Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido nuevamente. El año pasado 
estuvimos aquí por los mismos motivos que nos traen en esta oportunidad. 


El Plan Agropecuario es una persona pública no estatal que se dedica a la extensión, capacitación y difusión 
de conocimientos a pequeños productores ganaderos del país. Nosotros no integramos la Junta Directiva; 
somos integrantes de la Asociación de Funcionarios y es en ese rol que estamos aquí, para plantearles la 
misma problemática que nos afectó el año pasado. 


Voy a hacer una breve historia del Plan, porque es bueno que se conozcan los motivos que nos han llevado a 
estar en esta situación y que, lamentablemente, parece que vuelven a repetirse. El problema radica en que el 
presupuesto del Plan Agropecuario ha estado fijo en pesos uruguayos -aunque parezca mentira- desde 2000 
hasta 2010, sin siquiera ajustarse por el índice de la inflación pasada. Sin duda, esto trajo de la mano enormes 
dificultades de funcionamiento y un deterioro salarial muy importante, que es lo que más nos preocupa. 


¿Por qué decimos que los motivos que nos llevaron a la situación que planteamos el año pasado vuelven a 
repetirse? Porque si bien el presupuesto del Plan Agropecuario fue ajustado a valores de 2009 en la Ley de 
Presupuesto aprobada el año pasado por el Parlamento, nuevamente, dejó de preverse el ajuste de las 
partidas, y ni siquiera las que se gastan en remuneraciones salariales están contempladas. Todos conocemos 
la situación que han vivido los trabajadores del país en los últimos años, sobre todo, en lo que hace a la 
recuperación del salario real, que ha rondado el 20%. Pero a los trabajadores del Plan Agropecuario no nos ha 
tocado vivir eso; inclusive, en 2002, nuestro salario fue rebajado y se despidió a una cantidad de compañeros. 


Es cierto que esto es historia, pero no podemos quedarnos callados si nos parece que la situación puede 
volver a repetirse, sobre todo, por lo que les comenté: no se prevé ningún ajuste de partidas del presupuesto, a 
pesar de que eso había sido comprometido por el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca en una 
reunión que mantuvimos con él en setiembre del año pasado. Concretamente, se nos señaló que en la 
Rendición de Cuentas se incluiría una previsión de ajuste del presupuesto para empezar a cubrir recuperación 
salarial y, sobre todo, la inflación anual. 


Esto no ocurrió. Nosotros revisamos el proyecto de Rendición de Cuentas que envió el Poder Ejecutivo, y no 
hay ninguna mención al presupuesto del Plan Agropecuario. 


Es cierto que, como ha trascendido en la prensa en algunas oportunidades, el presupuesto del Plan 
Agropecuario se ha incrementado en un 70%, y quizás a alguien que no esté metido en el tema ese número lo 
nubla un poco. La cuestión es que ese 70% lleva el presupuesto a valores de lo que se gastaba en 2009, o sea 
que ya quedamos atrás con la inflación de 2010, y nos está pasando lo mismo con la de 2011. Como es 
sabido, el índice de inflación anual está entre el 7% y el 8%; si sacan cuentas, pueden advertir cuánto dinero 
estamos perdiendo y cuánto déficit genera el Plan. Este déficit no permite que tengamos recuperación 
salarial. Los incrementos salariales siguen rigiéndose por la inflación del año anterior. 


Esto es lo que nos trae aquí; esto es lo que nos preocupa y lo que pretendemos que empiece a revertirse. 
Estamos hablando de valores que, si bien son importantes porque se trata de recursos que la sociedad asigna, 
en términos relativos, resultan absolutamente insignificantes. Estamos hablando de cifras que están en el 
entorno de los $ 10:000.000, apenas US$ 500.000. En un presupuesto nacional anual que ronda los 

US$ 9.500:000.000, hablamos de medio millón de dólares para cubrir la recuperación salarial, con respecto a 
la que -repito- no hemos tenido la misma suerte que el resto de los trabajadores uruguayos. 


Asimismo, la idea es empezar a hacer sustentable a la institución en la que trabajamos desde el punto de vista 
presupuestal. Sin duda, una institución que tiene un presupuesto anclado en pesos es poco sustentable desde 
el punto de vista presupuestal, y no queremos pasar nuevamente por el problema de no tener incrementos 
salariales o, inclusive, de sufrir reducciones de sueldos. Nosotros nos comparamos con instituciones 
parecidas al Plan Agropecuario, de las que en el ámbito agropecuario hay unas cuantas. En 1996, cuando 
arrancó el Plan, comenzó a funcionar como persona jurídica, los salarios que se percibían eran parecidos a los 
de los trabajadores de esas otras instituciones -como el INIA, el INAC, etcétera-, pero hoy estamos un 30%, 
40% y hasta 50% por debajo. 


Entonces, pretendemos que en esta Rendición de Cuentas se incorpore una partida presupuestal para atender 
estos reclamos, que si bien creemos que son menores, en términos relativos, en el Presupuesto Nacional, 
resultan centrales para los trabajadores del Plan Agropecuario a efectos de mantener la sustentabilidad de 
nuestra fuente de trabajo y poder dar tranquilidad a nuestras familias, y, sobre todo, para poder seguir 
desarrollando una actividad que consideramos que es bien importante, especialmente, porque el público al 
que el Plan dirige sus acciones de extensión, capacitación y difusión de tecnología ganadera, generalmente, 
no puede pagar asesoramiento técnico o a un profesional que lo asesore para tomar decisiones mejor 
informado con relación a sus predios familiares, con información objetiva para obtener mejores ingresos para 
su familia. 


Entonces, creemos que esta es la oportunidad en que se debe llevar a cabo. Como decía, esos $ 10:000.000, 
que para nosotros son fundamentales, en términos relativos, son de poca monta con relación al Presupuesto 
Nacional. 


Por otra parte, hicimos algunos análisis a efectos de transitar un camino de cofinanciamiento entre los 
productores y el Estado, porque cada cinco años se vuelve a discutir toda la partida del Plan Agropecuario y 
nos parece que eso da poca sustentabilidad desde el punto de vista presupuestal a nuestra fuente de trabajo. 
Se han hecho estudios al respecto, y por el escaso presupuesto que el Plan Agropecuario tiene -de 
aproximadamente $ 35:000.000 anuales-, con una muy escasa redistribución de lo que se recauda por el 
IMEBA -por ejemplo, con lo que se recauda para el INIA, que son $ 14:000.000 anuales aproximadamente-, 
se podría lograr una institución más sustentable. Si se ata el presupuesto del Plan Agropecuario con lo que se 
recauda a través del IMEBA, resultará menos oneroso para las arcas del Estado -porque la propuesta que 
haríamos sería cincuenta-cincuenta- y dotará de más cantidad de recursos al Plan Agropecuario para 
recuperar salarios y hacer que sean más acordes con las actividades que se realizan, así como lograr un mejor 
funcionamiento general, lo que permitirá realizar con más claridad aún las actividades de extensión, 
capacitación y difusión de tecnología para esos pequeños y medianos productores ganaderos, que son la 
mayoría de la población rural de nuestro país. 


Agradecemos la atención que nos brindaron para presentar esta situación, que resulta angustiante para 
nosotros y para nuestra familia. Pensamos que este problema se resolvería en esta Rendición de Cuentas, pero 
no vimos cláusula alguna en ese sentido. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero formular un par de consultas puntuales. 


Efectivamente, recuerdo la presencia de los funcionarios del Plan Agropecuario en la instancia presupuestal 
del año pasado. 


En primer lugar, quiero saber si la asociación que representan ha apostado todas sus fichas -para decirlo mal 
y pronto- a esta instancia presupuestal, o si ha cumplido otras gestiones de algún tipo como organización 
gremial, con relación a su autoridad o superior jerárquico y al Gobierno, en su sentido más amplio. Lo 
planteo, porque lo que nosotros conocemos es la instancia que se dio hace un año y esta que se presenta 
ahora; por lo menos, quien habla no ha tenido noticias con relación a este asunto y, obviamente, no se 
solucionó en el Presupuesto. 


En segundo lugar, quiero hacer una pregunta doble. ¿Cuántos funcionarios son? ¿Cuál es el sistema de ajuste 
de los salarios? Hablamos de recuperación salarial, pero quiero saber si ajustan en la misma oportunidad y en 
las mismas condiciones que los funcionarios públicos, o si lo hacen de una manera diferente. 


SEÑOR MOLINA.- Nosotros solicitamos una entrevista al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca antes de la elaboración del proyecto de Rendición de Cuentas, en setiembre del año pasado, 
fuimos recibidos, y tuvimos su compromiso verbal de que lo relativo a la recuperación salarial y al 
ajuste de la partida por inflación sería contemplado en el proyecto. Con ese compromiso, solicitamos 
una entrevista que, hasta el día de hoy, no nos fue concedida. 


También tuvimos una instancia con la Junta Directiva del Plan Agropecuario, que está integrada por 
productores y por un delegado del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Planteamos allí esta 
inquietud y, por lo que nos dijeron, solicitaron una entrevista al señor Ministro, pero tampoco fueron 
recibidos. 


Con respecto al ajuste de salarios, lo recibimos junto con los funcionarios públicos y sobre la base de la 
inflación pasada. O sea, en el mes de enero de cada año, la Junta Directiva, de acuerdo con los recursos que 
tiene, ajusta por la inflación pasada; es la norma. Es la única oportunidad en que recibimos aumento salarial. 


Somos treinta y cinco funcionarios, entre técnicos y administrativos. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Simplemente, quiero dejar una constancia. 


En la Cámara de Representantes recién se aprobó el proyecto de readecuación de las normas que regulan el 
funcionamiento del Instituto del Plan Agropecuario y, como tuvo algunas modificaciones, volvió al Senado. 
En ese proyecto, no solo se ajusta y se cambia la integración del Consejo Directivo, sino que se da la 
posibilidad de financiamiento para las tareas que tendrá que encarar de difusión, transferencia y capacitación. 
Eso generará un marco, a futuro, en el que se podrá incluir, como en todo proyecto de financiación, la cuota 
parte de obras técnicas que implica la tarea. Creo que tendrán que avanzar en la discusión con el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, porque la Cartera tendrá mayor peso en esa Junta Directiva y, por lo tanto, 
mayores responsabilidades en ese sentido. 


Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de Funcionarios del Plan Agropecuario, AFIPA. 
(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Plan Agropecuario, AFIPA) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social -AFMIT-) 


La Comisión da la bienvenida a la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, integrada por la señora Iris Fregossi, los doctores Sebastián Comesaña y Hernán 
Bello, el licenciado Marcelo Terevinto y el señor Alvaro Asti. 


SEÑORA FREGOSSI.- Gracias por recibirnos. Imagino que venimos a plantear la misma situación 
que todos los funcionarios públicos. Tomamos conocimiento de la Rendición de Cuentas cuando la 


bajamos por Internet de la página de Presidencia. Antes de la Rendición de Cuentas, quisimos plantear 
algunos temas sobre el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para coordinar algunos puntos que 
considerábamos necesarios, pero no tuvimos la oportunidad. Por tal motivo, venimos a la Comisión a 
plantear los puntos que consideramos más importantes. 


Queremos destacar que el 25 de abril pedimos la realización de una mesa de negociación para hablar sobre 
esto y sobre otros puntos, pero recién se nos otorgó anteayer, después que todo el procedimiento de la 
Rendición de Cuentas estaba pronto. En los tres meses en que costó lograr la realización de esa mesa, se nos 
dijo que había temas que eran solo de negociación de rama por un convenio que se violó, por lo que 
correspondía que COFE negociara. En esa instancia, nosotros dijimos que ese solo era un tema y que el resto 
de los asuntos que queríamos tratar correspondían a la Comisión bipartita porque tenían que ver con la 
Rendición de Cuentas. Anteayer, logramos la realización de la mesa, pero todos los temas ya están 
planteados. 


Queremos solicitar una partida por inequidades, porque dentro del Ministerio hay mucha desigualdad salarial. 
Según el piso en el que se trabaja, es el sueldo que se tiene. Tampoco se aplica lo de "a igual tarea, igual 
remuneración", y nosotros reivindicamos eso. Además, en 2012, según lo que se nos informó por parte de las 
autoridades, vendrá el proceso de reestructura del Ministerio y necesitaríamos esa partida para generar 
igualdades y evitar inequidades. Por ejemplo, desde 2010 hay un grupo de alrededor de doscientos 
trabajadores que vio su salario reducido al aumentar el horario, y no se produjo una redistribución salarial. 
Hoy, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no hay diferencias escalafonarias, porque un 
administrativo, un chofer, etcétera, gana exactamente igual que un profesional, teniendo la misma carga 
horaria; todos están ganando el mismo sueldo. Tampoco hay un escalafón claro. En ese sentido, pedimos la 
partida por inequidad. 


Cuando trasladamos esto anteayer, se nos dijo que el presupuesto tiene gasto 0, pero en virtud de que hay 
otros Ministerios que han solicitado dinero y de que el próximo año viene la reestructura, venimos a plantear 
nuestra preocupación. 


Otro tema que nos preocupa es la aplicación de lo que ya se asignó al Ministerio. Por medios de prensa, las 
autoridades del Ministerio dijeron que se destinó un 1,3% del gasto que se le asignó para rubros destinados al 
tema edilicio. Esto parece una buena Administración, pero nos preocupa porque hay secciones del Ministerio 
que han sido clausuradas por malas condiciones de trabajo y por inundaciones. La última fue la semana 
pasada y se tuvo que proceder a la clausura. Estos temas nos preocupan. 


SEÑOR TEREVINTO.- Trabajamos en el edificio que está sobre la calle 25 de Mayo, donde funciona 
la negociación colectiva pública y privada. Estos problemas serios se vienen arrastrando desde el 
momento en que nos mudamos al edificio, en 2006, porque no estaba en condiciones. Hay problemas 
con el ascensor; los días de lluvia cae el agua como si estuviéramos afuera y nos desalojan porque 
podemos correr el riesgo de electrocutarnos. Las salas donde funcionan las negociaciones son cerradas, 
con paredes de yeso y vidrio, por lo cual no hay circulación de aire; estamos reunidos tres, cuatro O 
cinco horas en esas condiciones. Las paredes linderas a los otros edificios están verdes y negras de 
humedad. En esas salas también se trabaja. Ahora, se clausuraron dos baños porque las cañerías no 
están en condiciones: el de atención al público y otro del primer piso. Dos por tres hay cortes de 
electricidad por sobrecarga; se nos hace bastante cuesta arriba trabajar en condiciones medianamente 
razonables. 


Varias veces concurrió una inspección que nosotros mismos solicitamos. En alguna oportunidad, hubo una 
posible clausura del local por la situación en la que estábamos trabajando. Recién en el año 2010, con el 
señor Romero, se hizo un presupuesto para el edificio de negociación colectiva; se me solicitó a mí que lo 
elaborara. Los años anteriores, se manejaban con la caja chica para los arreglos del edificio. De todas formas, 
a pesar de tener un presupuesto, las condiciones siguen incambiadas. 


SEÑORA FREGOSSI.- Reitero que se aplica un 1,3% del presupuesto en ese tema. 


En 2008, hubo una epidemia de tuberculosis en los compañeros mediadores, negociadores, por la mala 
ventilación. 


Lo que se considera como una buena Administración, para nosotros no lo es, ya que vivimos situaciones 
graves. Valoramos -aunque recién en 2010- que existiera voluntad por parte del Director Nacional de Trabajo, 
que pidió dinero en el presupuesto, pero la situación sigue incambiada. 


También tenemos otra preocupación salarial. 


SEÑOR BELLO.- Voy a trasmitir un par de planteamientos que hemos hecho llegar, como sindicato, a 
las autoridades. Lamentablemente, no hay ningún margen de negociación; así lo ha trasmitido la 
Directora General del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


También queremos referirnos al no pago de partidas de funciones específicas a quienes les corresponde, de 
forma equitativa, tanto en Montevideo como en el interior. Esta partida se debería pagar a los funcionarios 
que realizan funciones extraordinarias por encima del cargo que ocupan. Esto se incrementa sobre todo en el 
interior, ya que allí los funcionarios realizan la totalidad de las tareas. Por eso queremos hacer hincapié en la 
situación de los funcionarios del interior. Dije que la partida tenía que ser equitativa porque algunos 
funcionarios la cobran, pero otros, lamentablemente, por razones que desconocemos, no la perciben, ya que 
se han negado a otorgársela. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿A qué partidas se están refiriendo? 


SEÑOR BELLO.- A partidas por funciones específicas, y que se le otorgan a funcionarios que cumplen 
tareas que no les corresponden. 


SEÑOR GANDINI.- La partida a que ustedes hacen referencia, ¿es la que se establece en el 
artículo 582 de la Ley de Presupuesto, por medio de la cual se otorga $ 1:000.000? Este artículo dice: 
"Increméntase en $ 1.000.000 (un millón de pesos uruguayos) el crédito presupuestal del grupo 0 
"Servicios Personales", objeto del gasto 042.520 "Compensación Especial por Cumplir Funciones 
Específicas", con cargo a la financiación 1.1 "Rentas Generales", en la unidad ejecutora 001 
"Dirección General de Secretaría" del Inciso 13 "Ministerio de Trabajo y Seguridad Social". 


SEÑOR BELLO.- Es así como dice el señor Diputado. 


Por otro lado, queremos referirnos a los tiques alimentación. En diciembre de 2010 se acordó salarizarlos, 
pero en 2008, 2009 e, inclusive, 2010, esos tiques no tuvieron ajustes, lo que sí pasaba antes de 2008. Eso fue 
planteado a las autoridades por el gremio y las autoridades del gremio anterior, a quienes se les dijo que eso 
no se negociaba más y que dicha partida no iba a tener ningún ajuste. En realidad, esta partida recibió un 
ajuste en 2011, que fue el ajuste salarial, ya que pasó a ser parte del salario; pero quiero que quede claro que 
en 2008, 2009 y 2010 esa partida de tique alimentación -que hoy en día forma parte del salario- no tuvo 
ningún reajuste, y es uno de los reclamos que los compañeros han realizado más de una vez en las asambleas 
correspondientes. 


SEÑOR GANDINI.- ¿Eso está vinculado a la habilitación que se aprobó para el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social en el artículo 578 del Presupuesto, que establece una partida de $ 50:577.465 con 
destino al pago de una compensación mensual por alimentación para los funcionarios del Inciso y de 
otras reparticiones que presten efectivamente funciones en él? 


SEÑOR BELLO.- Usted está en lo cierto, pero quiero aclarar que, lamentablemente, a los funcionarios 
que tienen un régimen contractual, por ejemplo, un contrato temporal de derecho público, no se les 
otorga, con el argumento -esto lo dijo la Directora- de que solo deben cobrar lo que está establecido en 
el contrato, aunque exista una ley presupuestal. 


SEÑOR ASTI (don Álvaro).- Nuestra mayor preocupación refiere a una contradicción que se da en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, ya que no logramos mantener una negociación verdadera 
con las autoridades. Todas las veces que la Dirección General nos ha convocado -que no han sido 
muchas- lo ha hecho para informarnos sobre situaciones como la que planteó el compañero Bello, 
referente a los tiques alimentación. En realidad, cuando se nos convoca es simplemente para 


informarnos lo que resolvieron las autoridades, y en ningún caso hemos podido conversar ni discutir 
estos u otros puntos. Hace poco llegamos a mantener un conflicto bastante complicado por no haber 
podido conversar con las autoridades. Además, en ocasiones nos enteramos de alguna resolución a 
través de las carteleras, aunque a veces se nos informa directamente. De todos modos, quiero decir que 
una negociación real no hay. 


En algunos casos las negociaciones han pasado al ámbito de COFE, quien las ha tomado como organización 
central de la administración, pero tampoco en esos casos se ha generado el ámbito correspondiente de 
negociación. 


Esa es una de las cosas que estamos reclamando, y este ámbito nos pareció adecuado para hablar del tema, 
para ver si podemos sentarnos a conversar, porque los funcionarios tenemos mucho para decir sobre aspectos 
que la Dirección resuelve, sin consultar a ningún funcionario y a ninguna repartición. 


Como dijo la compañera, el año que viene se realizará una reestructura, y se tratará de cambiar y mejorar 
mucho el funcionamiento del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, y nosotros creemos que los 
funcionarios tenemos mucho para aportar con respecto a esa reestructura. Estamos hablando de un Ministerio 
que debería ser el ejemplo en cuanto a la negociación colectiva, porque es parte de la negociación colectiva 
de los demás ámbitos. Sin embargo, cuando tiene que negociar con sus propios funcionarios, esa negociación 
no es real; se convierte en una reunión en la que una persona habla y los demás tenemos que escuchar. 


SEÑOR COMESAÑA.- Nosotros queremos dejar constancia de que cuando venimos aquí no solo 
hablamos de partidas que no existen, sino que también hacemos énfasis en aquellas que sí pero 
entendemos que no fueron bien utilizadas. 


Una de las partidas que no existe es, como se dijo, la referente a la solución de inequidades, que es algo que 
se estableció en la ley de Presupuesto, aprobada para otros Incisos, a los que se les entregó, como forma de 
preparar la reestructura y solucionar los problemas de inequidad salarial entre los funcionarios. Entonces, 
nosotros entendemos que al Ministerio de Trabajo le correspondería aplicar una partida similar. 


En otros casos, el dinero se otorgó, por ejemplo, para las reformas edilicias, aunque no se utilizó. Asimismo, 
en el caso de los tiques alimentación el dinero estaba previsto en la Ley de Presupuesto, pero nosotros 
entendemos que no fue utilizado como correspondía, porque los tiques, como explicó el compañero, no se 
actualizaron. Y nosotros no decimos que esa actualización debía hacerse porque sí, sino porque estaba 
acordada desde hacía algunos años, y en 2008, por alguna razón, se dejó de hacer. Vale agregar que ese año 
se pusieron al día, porque había un atraso de tres o cuatro años. 


Desde nuestro punto de vista, eso demuestra una clara falta de negociación porque, en realidad, aquello que 
se acuerda tampoco se cumple; no solamente no se negocia lo que se puede llegar a cumplir, sino que cuando, 
aparentemente, se logra negociar algún punto, después se incumple constantemente. Y en este sentido, 
tenemos casos claros, no solo el de los tiques alimentación. Por ejemplo, en la sección donde se atienden los 
convenios colectivos y se hace la negociación colectiva, en el año 2008 se celebró un acuerdo entre las 
autoridades y los funcionarios específicamente representados por COFE sobre el régimen horario, cómo se 
iba a tomar en cuenta el excedente de horas trabajadas y cómo se iban a compensar. Si bien es cierto que en 
ese convenio se tomaron las horas extras como simples -a pesar de que todo el mundo sabe que son dobles-, 
tampoco se cumple. No se debe olvidar que a través de un Decreto los funcionarios pasaron a cumplir un 
horario mayor, sin ningún tipo de compensación salarial o de licencia, tal como estaba pactado, sino que 
cuando se hace más de seis horas diarias, esas horas no se toman en cuenta en ningún sentido. 


Además, ustedes recordarán que hace un tiempo -no muy lejano- hubo un conflicto en el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social por la redistribución de determinados funcionarios. Para salir de ese conflicto se 
celebró un convenio en el que se estableció que las autoridades se iban a sentar con el sindicato y los 
representantes sindicales -como COFE- a negociar la posibilidad del reintegro de esos funcionarios, ya que 
nosotros siempre entendimos que no solo no eran excedentes, sino que eran necesarios. Ese convenio 
tampoco se cumplió, y debido a su incumplimiento COFE lo ha tomado como una reivindicación propia para 
la negociación de rama. No obstante eso, la negociación de rama tampoco se está citando. Además, 
claramente se puede apreciar que lo que nosotros dijimos en cuanto a que los funcionarios no eran excedentes 
es cierto. Por ejemplo, en la parte de audiencias, de donde se sacaron cuatro funcionarios porque, 


aparentemente, eran excedentes, es en el único lugar del Ministerio que se pidió una extensión horaria para 
mejorar el servicio, ya que las audiencias se estaban otorgando con más de cuarenta y cinco días de 
diferencia, inclusive, violando la ley del nuevo proceso laboral, que establece que no se pueden dar con más 
de treinta días de diferencia. Es de destacar que antes de que se sacaran esos funcionarios las audiencias se 
estaban dando con un promedio de quince días. A su vez, quería decir que, en su momento, intentamos que se 
redistribuyera a esos funcionarios que iban a ser sacados del Ministerio en otros lugares dentro de la propia 
Cartera, pero se nos dijo que no se podía, porque no había espacio físico, lugar o función para ellos. Nosotros 
sabíamos que en la parte de colectivo se necesitaba personal. Se nos manifestó que esas personas, por ser 
abogados, no cumplían con el perfil establecido, ya que buscaban contadores o economistas. No obstante 
ello, hoy en día estas tareas que iban a ser realizadas por contadores y economistas, las están haciendo 
abogados, por falta de personal. 


En cuanto a lo que decía el compañero Bello sobre los contratados, nosotros queremos manifestar que 
tenemos claro que la Oficina Nacional del Servicio Civil ha expresado que las personas que tienen contrato 
temporal de Derecho Público son considerados funcionarios, con la diferencia de que no tienen derecho a 
carrera funcional, no son presupuestados y son amovibles. No obstante, nosotros entendemos que los tiques, 
las partidas por función específica -como algún otro beneficio que pueden percibir específicamente los 
funcionarios- no tienen por qué ser restringidos a los contratos, a pesar de lo cual constantemente tenemos 
una negativa que no tiene una explicación. Simplemente se nos dice "no" o que no hay plata, a pesar de que 
la puede haber. 


SEÑORA FREGOSSI.- Quiero aclarar que los convenios son colectivos. 


SEÑOR ABDALA.- En los últimos tiempos es notorio -todos lo hemos visto, inclusive en el ámbito de la 
Comisión de Legislación del Trabajo se puso de manifiesto- que la relación de los funcionarios del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con las jerarquías ha sido, objetivamente, conflictiva, más 
allá de los fundamentos de cada una de las partes. 


En el marco de lo que aquí se ha venido presentando, quisiera hacer una consulta vinculada con la 
negociación colectiva, y otra referida al convenio colectivo. 


En cuanto al incumplimiento de los convenios colectivos, hace algunas semanas -casualmente, en la misma 
ocasión en la que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social presentaba los resultados de la ronda salarial y 
de los acuerdos salariales- hubo una protesta muy manifiesta de parte de los funcionarios en cuanto a que el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social incumplía el convenio colectivo. Mi consulta es si ese convenio 
colectivo está referido exclusivamente a lo que recién se mencionó en cuanto al tema de la redistribución de 
los funcionarios o incluye también -en todo o en parte- algunos de estos aspectos de naturaleza salarial u 
otros. 


La segunda consulta tiene que ver con un aspecto que surge de la ley de negociación colectiva y que se 
vincula con la Rendición de Cuentas. 


La Rendición de Cuentas del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social es muy escueta, y eso no es bueno o 
malo en sí mismo -es escueta-, pero de los tres artículos hay dos que están referidos a la creación de dos 
entidades que se van a insertar en la estructura administrativa del Ministerio. Eso, por sí mismo, no tiene por 
qué afectar la carrera administrativa de nadie -no lo sé- pero, de cualquier manera, mi pregunta es si, de 
acuerdo a lo que establece la ley de negociación colectiva, los funcionarios fueron notificados. No digo que 
eso fuera necesariamente objeto de negociación, pero la ley obliga a, por lo menos, presentar la Rendición de 
Cuentas a los trabajadores antes de enviarla al Parlamento. Pregunto si eso se confirmó o no. Ya se nos dijo 
que no conocían la Rendición de Cuentas pero, para que conste en la versión taquigráfica, quisiera saber si la 
creación de estas Unidades en algún momento fue motivo, aunque más no fuera, de notificación a los 
funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR BERNINI.- Escuché atentamente algunos de los planteos formulados por la delegación del 
sindicato y hay uno que me quedó repicando en la cabeza y me dejó muy preocupado, a tal punto que 
salí para tratar de buscar información: el que tiene que ver con las condiciones de trabajo, sobre todo 
en el edificio 25 de mayo, en cuanto a que se llueven las paredes. Quisiera preguntarles si esto es, 


básicamente, producto de la construcción de un edificio al lado, pegado a la Oficina, denominado 
"Imperial Building", que provocó una crisis en la estructura del local del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. Me dicen que, entre otras cosas, destruyó la azotea y que las filtraciones de agua son 
producto de esa construcción. Asimismo, me han informado que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social tiene un juicio en trámite contra esa empresa, que ofertó un dinero para evitar que se 
continuara con él, pero que se valoró que era insuficiente, de acuerdo a los daños provocados a la 
estructura del Ministerio por parte de esa construcción "inteligente", como le llaman. Quiero saber si 
esto es así porque, por lo menos desde mi punto de vista, es un elemento sumamente importante a la 
hora de informar. 


En segundo término, también he logrado acceder a información -les pido que me digan si es así o no- en 
cuanto a que ya se afectó al Ministerio de Transporte y Obras Públicas esa partida para las refacciones. No 
me han confirmado si ya se firmó o si se está por firmar el convenio para que dicha Cartera realice las 
refacciones. Creo que también es importante que destaquemos esto, en la medida de que sea así. 


En tercer lugar, algo que también me dejó muy preocupado es que creí entender que se hacía referencia a una 
epidemia de tuberculosis, producto de las condiciones de trabajo. Obviamente, para que sea una epidemia, 
tiene que ser definida por los técnicos de sanidad. Si esto es así, es gravísimo, por lo que me gustaría saber en 
qué se basan para afirmarlo: si hay un número importante de trabajadores afectados, si se ha hecho la 
denuncia ante el Ministerio de Salud Pública, si esta Cartera lo ha caracterizado como una epidemia o, si en 
definitiva, pudo haber algún caso -lo que es dramático- pero no se puede caracterizar como una epidemia. Yo 
creo que esto es muy grave como para, por lo menos, aclararlo, porque inmediatamente vamos a hablar con el 
Ministerio de Salud Pública en la medida de que esto sea así. 


SEÑOR GANDINLI.- En primer lugar, me quiero referir a las manifestaciones iniciales de la delegación 
relativas al tema de los contratos necesarios y demás. 


Simplemente me fijé en la Ley de Presupuesto, en el Inciso correspondiente, y encontré que para la Dirección 
de Secretaría, para la Dirección Nacional de Trabajo, para la Dirección Nacional de Empleo y para la 
Dirección de Relaciones Laborales se dispuso de $ 35:000.000 -US$ 2:000.000- por año para contrataciones 
imprescindibles, hasta que se apruebe la reestructura. Llama la atención que este es uno de los Ministerios 
que más recursos ha tenido para este objetivo y que, al mismo tiempo, se nos esté informando que hay 
dificultades en esa materia. 


En segundo término, en esta Comisión se ha saludado mucho frente a algunas delegaciones la creación de 
sindicatos, como en el caso del sindicato policial, o la negociación que se ha podido dar en algún ámbito. 
Aquí tenemos exactamente la preocupación contraria. Creo que más allá de las cuestiones edilicias, sí debe 
ser preocupante -como dice el dicho, "en casa de herrero, cuchillo de palo"-, que se nos diga que en el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social -que es el que muchas veces termina interviniendo o mediando en 
los ámbitos de la negociación- el tema está planteado a nivel general en COFE, que no hay negociación de 
ninguna naturaleza, que no la hubo antes de un conflicto y que se acordó por acta una negociación, que 
tampoco hubo. No hay negociación colectiva, tal cual está planteado en la ley de negociación colectiva, pero 
tampoco hay negociación después de que se firmó un acta con el propio Ministerio. El problema es que aquí 
el mediador es la parte. Entonces, si los funcionarios tienen ese problema, el mediador debería ser el 
Parlamento -no hay otro-, porque es como cuando el problema es con la Justicia: la Justicia no puede ser 
Justicia y parte. Me gustaría que se nos diera algún elemento más, porque es muy preocupante que se nos 
diga que en el Ministerio, que debe dar el ejemplo, no hay negociación colectiva con sus propios 
trabajadores. 


También quisiera saber si hay más de un sindicato en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


SEÑOR ASTI (don Alfredo).- He escuchado los planteos de la delegación. Hay algunos temas que son 
propios de esta Comisión, porque tienen que ver con temas de la Rendición de Cuentas, pero hay otros 
que, obviamente, son propios -creo que la mayoría de los que han planteado- de las relaciones 
laborales. Por lo tanto, sugeriría que pasáramos esta versión taquigráfica a la Comisión de Legislación 
del Trabajo de la Cámara de Diputados para que también tome en cuenta las consideraciones 


realizadas en Sala y que la delegación pueda tener contacto con la Comisión que, precisamente, trata 
estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Así se hará. 


SEÑOR GROBA.- Naturalmente que lo que aquí se ha mencionado no cae en saco roto. Esta versión 
taquigráfica la enviaremos, como aquí se dijo, a la Dirección del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social y nosotros también procuraremos la aclaración correspondiente sobre esta situación. 


Por otra parte, por suerte estamos hablando de negociación colectiva, de convenios y de contratos. Me agrada 
mucho que todos quienes estamos en esta Sala valoremos las negociaciones y los convenios colectivos que 
durante un tiempo fueron menoscabados y retirados del área del tripartismo. En el año 2005 en el Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social no existían ni siquiera esos tabiques a que se hacía mención para promover la 
discusión tripartita o bipartita de la negociación colectiva. 


A nosotros nos preocupa esta situación puntual, pero debo decir que en materia edilicia hubo que 
instrumentar una cantidad de oficinas, que se habían desmantelado -incluso luego de muchos años de haberse 
reconstruido la vida democrática-, por el reconocimiento de los sindicatos y de la negociación colectiva. O 
sea que hay una especie de crisis edilicia en función de la promoción de las relaciones laborales en el 
Uruguay, que empezó hace seis años, que había sido menoscabada durante muchísimo tiempo. Es más: 
quienes fuimos promotores de la negociación colectiva a partir del año 1985 saludamos el esfuerzo hecho por 
la sociedad. En ese momento empezaron a armarse los tabiques en función de la nueva realidad de la 
convocatoria a los Consejos de Salarios. Luego, como sabemos todos quienes estamos aquí, en la década del 
noventa, una de las cosas que se desarmó, y muy mal, fue el ámbito de negociación colectiva privada, y ni 
hablar de la pública. 


Por lo tanto, me parece que si bien hay que prestar atención a la reconstrucción de esos lugares, de esos 
tabiques y de esos techos que se llueven, es de hacer notar que como resultado del trabajo de ustedes hay 
801.000 trabajadores de la actividad privada con convenios colectivos. 


Por supuesto que hay que prestar atención a las mejoras edilicias, ¡ni qué hablar! Reitero que no cae en saco 
roto lo que ustedes aclaran, porque vamos a hacer las consultas respectivas y veremos las posibilidades de 
que esto se corrija. 


SEÑORA FREGOSSI.- Compartimos totalmente lo manifestado por el señor Diputado Groba. 
Saludamos lo que significa la negociación colectiva y como sindicalistas la apoyamos porque 
entendemos que es la única forma de manifestación que tiene la clase obrera para poder llegar a 
acuerdos con las empresas, que generalmente son más fuertes y son los que resuelven y negocian. Para 
nosotros es fundamental la negociación colectiva; estamos de acuerdo con que siga vigente y la 
valoramos enormemente. Pero si no aplicamos la negociación colectiva es lo mismo que si no existiera, 
que es lo que nos está pasando. 


En lo que respecta a los convenios que se estaban negociando y que salieron en la prensa, hay dos convenios 
que se están violando. Uno es el de negociación colectiva por horarios, salarios, redistribución de jornadas, 
etcétera, que fue el que salió en la televisión. Nos enteramos por ese medio que el señor Ministro considera 
que este convenio es ilegal porque maneja determinada cantidad de horas, que excede las establecidas por el 
decreto de Presidencia. Sin embargo, ese convenio lo firmó el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 
Nosotros estamos dispuestos a negociar el aumento de la carga horaria -entendemos la resolución-, pero no 
hemos tenido oportunidad; desde diciembre estamos planteando renegociar el convenio, pero siempre se nos 
contesta que se está consultando qué se va a hacer. Reitero, lo planteamos en diciembre: estamos en agosto, 
se sigue incumpliendo y además ya se incumplía desde antes. 


El otro convenio que se está violando trata de la redistribución de los funcionarios. Se fueron porque, 
supuestamente, no había necesidad de ese personal; sin embargo, hay redistribuciones internas. Hay gente 
dentro del Ministerio, que son tan funcionarios como los que se fueron. Entonces, en vez de llamar a los de 
afuera, se llama a los de adentro para que ocupen el lugar de la gente que se fue. 


Nosotros venimos a esta Comisión con planteos económicos específicos. Hay gastos que entendemos que no 
se están aplicando de forma correcta. 


En cuanto a las condiciones de trabajo y los funcionarios que padecieron tuberculosis, hay un expediente en 
Salud Pública y en la Inspección Nacional de Trabajo. Hubo varios compañeros -no sé específicamente el 
número; creo que no lo tenemos- afectados de tuberculosis. Este es un problema de ventilación. Es verdad 
que hay un problema a raíz de la construcción del edificio de al lado que hizo caer puertas y movió partes de 
la construcción. De todos modos, la tuberculosis apareció en el año 2008, y en ese momento no estaba el 
edificio. 


En lo que concierne a la Comisión, hay un presupuesto para esos gastos aunque, según lo que se publicó en la 
prensa -tampoco se nos informó-, es verdad que se aplicó solo un 1,3%. Se ha mejorado la pintura, etcétera, 
pero hay problemas de base que nos preocupan y que afectan las condiciones de trabajo, que realmente nos 
llaman la atención. 


Nos preguntaban si habíamos tenido la posibilidad de saber que se iban a crear Direcciones. Como dijimos al 
principio, nos enteramos de la Rendición de Cuentas cuando la bajamos de Internet. Lo único que supimos 
desde antes era que el gasto iba a ser cero porque esa era la orden; no sabíamos que se creaban Direcciones 
ya que no se nos informó. 


En cuanto a los sindicatos, hay tres: AFMIT, AFINDA y el de inspectores, que se llama AITU. AFMIT es el 
más representativo en el sentido de que abarca a la mayor cantidad de funcionarios; hay funcionarios de 
AFINDA y de AITU que pertenecen a AFMIT. 


SEÑOR ASTI (don Álvaro).- Nosotros no ponemos en duda la voluntad de negociación hacia el resto de 
la sociedad civil; como movimiento sindical creemos que es uno de los avances más grandes que hubo 
en los últimos años en materia laboral. Nos preocupa que cuando se habla de negociación hacia la 
interna, no sea tan clara como con el resto, sobre todo, con el mercado privado. 


Si ustedes leen el convenio que se hizo para salir del conflicto, verán que las dos unidades del Ministerio en 
las que hubo más conflictividad fue en la de convenios colectivos y convenios individuales y en la Dirección 
Nacional de Empleo, que atiende a población que todavía no ha llegado a conseguir un empleo formal. En 
esos dos lugares se trabaja con gente que ha quedado sin trabajo y que va a ver cómo hace para reclamar a su 
ex patrón, con los sindicatos que van a negociar con sus patrones y con personas que están tratando de 
trabajar; también se encamina y colabora con gente que tiene dificultades para acceder al empleo. Las 
unidades que se crean -que tienen que ver con los jóvenes y con la gente que regresa del exterior- también 
están en este paquete. Acá fue donde se dieron los conflictos más complicados; nos enteramos de qué 
compañeros seguían trabajando y cuáles no el mismo día en que dejaban de trabajar. Esto no se comunicó en 
tiempo y forma; fue el día 31 de marzo a las dos de la tarde que los compañeros se enteraron quién seguía 
trabajando y quién no. Todos saben que el 31 de marzo era la fecha límite. 


Sabemos que capaz que no es pertinente plantear algunos de estos temas en esta Comisión; en realidad, 
estamos buscando el lugar apropiado para hacerlo, pero no es fácil encontrarlo. Estamos dispuestos a ir a la 
Comisión que sea y hablar con quien sea para tratar de encontrar una solución a esto. Que quede claro: este 
sindicato quiere construir y mejorar las relaciones laborales y, fundamentalmente, la negociación colectiva. 
Nosotros mismos trabajamos como mediadores en esa negociación. 


SEÑOR TEREVINTO.- No tenemos dudas de la importancia que tiene la negociación colectiva. 
Nosotros también somos trabajadores y pretendemos trabajar en condiciones razonables. Atendemos 
trabajadores -que también nos preocupan- con los cuales mantenemos reuniones que duran tres o 
cuatro horas. 


En varias oportunidades hemos demostrado buena voluntad para con las autoridades. Hicimos una 
contrapropuesta respecto a la partida especial de $ 3.000 que nos iban a dar durante el período en que 
funcionaran los consejos de salarios, es decir, julio, agosto y setiembre. En Asamblea decidimos donar la 
primera tanda de tres meses a efectos de cooperar con la Administración para ayudar a solucionar los 
problemas edilicios. Ustedes dirán que no es mucho dinero, pero nosotros queríamos demostrar a la 
Administración que queríamos ser partícipes de esas mejoras. 


Respecto al edificio, no somos arquitectos como para opinar; sí sabemos desde que estamos en ese edificio en 
2006, antes de la construcción del Imperium Building, que el edificio no estaba en condiciones. El Imperium 
Building perjudicó aún más la estructura y las paredes, pero sigue habiendo otros problemas serios como las 
salas cerradas con yeso y vidrio que no permiten la circulación de aire como corresponde. 


Hubo una inspección llevada a cabo por la Comisión de Salud Pública que en su momento declaró que se 
estaba trabajando en condiciones insalubres. 


Desconocemos el avance del juicio y los acuerdos que haya con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
para solucionar determinados problemas. La pregunta que nos hacemos es si tenemos que esperar a que 
termine el juicio para recién entonces empezar a pensar en arreglar el problema edilicio. Habiéndose utilizado 
solamente el 1,3% del presupuesto, ¿no tenemos dinero suficiente como para ir solucionando los problemas 
desde ahora? 


SEÑOR COMESAÑA.- Es cierto que en la Ley de Presupuesto está prevista una partida de dinero 
específica para contratar personal necesario hasta tanto se concretan las reestructuras; es una de las 
tantas partidas que fueron asignadas y que entendemos no fue utilizada de la mejor manera. Nosotros 
fuimos contratados con esa partida. 


El problema con el Ministerio arrancó por declararnos excedentes. Nosotros ofrecimos varias salidas. 
Estábamos de acuerdo en que no se puede ser juez y parte, por lo tanto, vinimos a la Comisión de Legislación 
del Trabajo y pedimos su intervención como mediadora, teniendo en cuenta que en este caso nos faltaba 
mediador porque el Ministerio era la parte contraria. Los integrantes del Ministerio se negaron rotundamente 
-figura en la versión taquigráfica de la Comisión-: señalaron que ellos no aceptaban la mediación de la 
Comisión debido a que estaba mediando COFE. Eso es algo sin sentido: COFE no mediaba, sino que era 
parte, como el Ministerio, pero del otro lado. 


A su vez, como forma de solucionar ese conflicto, solicitamos aumentar el horario. Con el nuevo decreto, que 
limitaba el horario de apertura de las oficinas públicas entre la hora 9 y la hora 17, se restringía el horario en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, que siempre funcionó desde la hora 7 y 30 hasta la hora 18 y 30. 
Se nos dijo que no, que eso no se podía porque el horario estaba establecido y no podían adecuar a los 
funcionarios que tenían y les sobraba. Adjuntamos el decreto por el cual en la única sección del Ministerio 
donde se aumenta el horario desde la hora 8 y 14 hasta la hora 17 y 30. Eso es lo que nosotros pedimos para 
poder solucionar aquel conflicto. No obstante, a pesar del aumento de horario, no solo no se nos notificó -nos 
enteramos por otras vías-, sino que nunca se nos llamó para ver qué se podía hacer con los funcionarios que 
están cumpliendo una función fuera del Ministerio. 


Además, solicitamos ir a prestar tareas en el edificio de conflictos colectivos. El propio Director Nacional de 
Trabajo nos dijo que por ningún concepto iba a seguir poniendo gente en ese edificio, que prácticamente 
estaba en condiciones de inhabilitación; había una queja constante del sindicato por las condiciones de 
trabajo en la que estaban los empleados que allí prestaban tareas, por lo cual no iba a seguir agregando gente. 
Ellos tienen claro que ese edificio no está en condiciones. 


Respecto al juicio con el Imperium Building, en el momento de su construcción, por tener cerca de cinco 
pisos en el subsuelo, motivó el movimiento de la estructura, pero no fue el que generó los problemas. 
Simplemente agravó los que ya existían. 


Nos preocupa que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a través de su jerarca, diga que el convenio 
colectivo que firmó con sus empleados es ilegal. ¿Qué dejamos para los trabajadores privados si de ahora en 
adelante aceptamos que al patrón se le ocurra que un convenio es ilegal y violamos todos los principios del 
derecho laboral? Me refiero, por ejemplo, a que una norma posterior no puede menoscabar los derechos de 
los trabajadores. 


Entendemos que esto parte de la base de no entender a los funcionarios públicos como trabajadores. Nosotros 
somos tan trabajadores como cualquier trabajador privado y se deben respetar los derechos que hemos 
adquirido a lo largo de años de peleas y de luchas. Por tanto, decir que un convenio colectivo, que firmó la 
propia Administración, es ilegal no nos parece un buen punto de partida. 


Con respecto a lo que decía el señor Diputado Groba, comparto absolutamente que desde hace unos años a 
esta parte, la negociación colectiva ha tenido un avance importantísimo. No solo lo compartimos, sino que lo 
saludamos. Lo que simplemente pedimos es que se siga en la misma línea porque entendemos que lo que la 
Administración hace hoy de no negociar con sus trabajadores y de llamarlos a negociar simplemente para 
informarles que se negó a todo, "Muchas gracias y hasta luego", es dar un paso atrás. Creemos que sería 
bueno que se aplicara la Ley de Negociación Colectiva para los públicos que se aprobó en el Parlamento, que 
claramente establece los puntos a negociar -incluso es hasta más amplia que la ley_ de negociación colectiva 
de los privados porque es más clara en cuanto a qué puntos se deben tratar y sobre qué se debe negociar-, y 
no que la Administración argumente que los tiempos son muy largos y simplemente nos informe de lo 
decidido, sin posibilidades de cambiar nada. Es el caso de esta rendición de cuentas; si bien se nos tendría 
que haber informado para colaborar, simplemente se nos dijo: "Gasto cero" y nada más. 


Pedimos que el Ministerio se comporte con nosotros de la misma manera que le exige a los empresarios 
privados. Creemos que esa tarea la está haciendo muy bien: uno mira la cantidad de convenios colectivos 
privados que se lograron lo demuestra; no obstante, entendemos que tiene un discurso distinto para sus 
funcionarios que lo que predica hacia los trabajadores privados. 


SEÑOR BERNINI.- Los desencuentros respecto a una negociación de convenio colectivo son parte de 
las contradicciones que siempre pueden existir y, obviamente, uno puede tener un juicio de valor 
respecto a eso. Nuestro rol es tratar de articular para que se logren los mejores ámbitos de negociación. 
Este no es el ámbito, pero como legisladores, lo vamos a considerar. 


Por otra parte, hay algunas afirmaciones que hizo la delegación que, en lo personal, me dejaron alarmado. 
Informar que hay una epidemia de funcionarios con tuberculosis, producto de las condiciones de trabajo, es 
algo que objetivamente es escandaloso. Esto implicaría una alarma nacional; por eso traté de averiguar qué 
estaba pasando. 


Cuando hice las preguntas, nuevamente se habló de "los funcionarios". Quiero decir algo para que conste en 
la versión taquigráfica. Se me ha informado que, efectivamente, hubo un caso de una funcionaria con 
tuberculosis y que no se puede adjudicar -por lo menos a priori- a las condiciones de trabajo. Tanto es así que 
se nos planteó que hubo una inspección de la Inspección General del Trabajo y que los funcionarios 
voluntariamente se hicieron el famoso examen de la cutirreacción que nos hacíamos en la escuela. Se nos dijo 
que en ese marco no se detectó ningún caso. También se nos informó que la Comisión Honoraria para la 
Lucha Antituberculosa ha dado charlas al personal. Me alegro si hay un expediente de Salud Pública. 


Una cosa es que se afirme que hay funcionarios afectados y que hay una epidemia como producto de las 
condiciones de trabajo, y otra diferente es que se haya dado un caso, que se hayan hecho las inspecciones, 
que la Comisión Honoraria para la Lucha Antituberculosa haya hecho los análisis al funcionariado y que, 
además, se den charlas y se trabaje para tratar de resolver las condiciones de trabajo, que no necesariamente 
son las que provocan esta enfermedad que es muy grave. 


Por otra parte, se asumen también las condiciones del edificio. Yo fui dirigente sindical durante veinticinco 
años y llegué a negociar en los Consejos de Salarios en una obra, en la calle Treinta y Tres y Rincón: como 
las oficinas para la negociación colectiva estaban todas cerradas, los últimos estertores de la negociación en 
el ámbito del Consejo de Salarios los dimos en un edificio que para entrar, había que pasar por encima de los 
tablones, y me indignaba. Por lo tanto, los comprendo. 


Se dijo que hay un presupuesto que no se está aplicando y yo me acabo de informar -algo que ustedes no 
sabían- que se firmó el convenio con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas -falta la firma del señor 
Presidente de la República- y ya se afectaron los fondos para realizar la obra. 


El juicio que se está llevando adelante con el edificio de al lado -que, de acuerdo con lo que me han 
informado, es lo que provoca la lluvia adentro- está en proceso y no se aceptó una oferta de la empresa 
porque se consideró absolutamente ruinosa al lado del daño objetivo; con esto se defiende el patrimonio del 
Estado. 


Se nos dijo que como paliativo al encierro se pusieron purificadores de aire, pero que muchos funcionarios no 
los utilizan. 


También se habló de la electricidad, pero nos acaban de decir que se han hecho las reparaciones del caso. 
¿Qué quiero decir con esto? No quiero decir que ustedes están en las mejores oficinas para desarrollar 
dignamente su trabajo. No lo sostengo; me pongo en el lugar de ustedes y acompaño la preocupación. El 
problema es cómo se puede encarar esto en el futuro inmediato. 


Es más: me comprometo a hacer un pedido de informes para conocer más sobre la situación de la enfermedad 
que se acusa, provocada por las condiciones de trabajo. Insisto: estos temas son muy delicados. Una cosa son 
las contradicciones como producto de la defensa de intereses legítimos de los trabajadores y otra es que se 
puedan haber dado situaciones de esta magnitud. Por lo tanto, no voy a detenerme un segundo hasta 
confirmar cuál es la situación; no me voy a quedar con la información que me dan. 


Quería que quedara constancia en la versión taquigráfica la información que me acaba de dar el señor 
Ministro vía mensaje de texto. Aclaro que está yendo para Rivera y cuando vuelva va a pedir una reunión. 


SEÑOR RADÍO.- En cualquier caso queda claro que el tema de la negociación colectiva se parece a la 
extensión del derecho de huelga: es bueno para los demás; cuando me toca a mí parece que no es tan 
bueno. 


Quiero hacer una consideración con respecto a la epidemia. En realidad, el concepto de epidemia tiene en 
cuenta la prevalencia y la incidencia de una patología. Cuando la incidencia de una patología es 
significativamente superior a la esperada, hablamos de epidemia. En una comunidad libre de determinada 
enfermedad, un caso es una epidemia, lo cual no quiere decir que pueda atribuirse a las condiciones 
ambientales o laborales. Por lo menos, me parece una afirmación osada que habría que confirmar desde el 
punto de vista técnico. La tuberculosis implica contagio y otras cosas que no necesariamente se explican por 
las condiciones laborales. 


SEÑORA FREGOSSI.- Entonces, como no somos médicos y no manejamos una definición clara, para 
evitar la discusión podemos retirar la palabra epidemia y establecer que hubo un contagio importante. 
Inclusive, la señora Vicepresidenta del sindicato fue una de las afectadas. 


(Diálogos) 


SEÑOR ABDALA.- Quiero trasmitir tranquilidad a la delegación porque parto de la base de que lo 
que se dijo fue con buena intención y buena fe. En lo que a mí respecta, no tengo ninguna duda. De 
manera que aquí no vamos a condenar a nadie ni a considerar que alguien es un difamador -supongo 
que no está en el ánimo de ninguno de los integrantes de la Comisión-, porque se haya utilizado esa 
palabra. 


De todos modos, más allá de lo terminológico, estamos frente a un asunto problemático y que seguramente es 
de entidad, algo que debe merecer y motivar nuestra preocupación. Por algo el señor Ministro está dispuesto 
a venir nuevamente a la Comisión, y me alegro. Además, tenemos que hablar de todo con el señor Ministro. 
Tenemos que hablar de los aspectos presupuestales, de la falta de negociación colectiva con relación a la 
Rendición de Cuentas -que es una obligación legal que, por lo visto, está incumpliendo el Ministerio- y de la 
presunta -aunque, diría, bastante clara- violación de los convenios colectivos vigentes. Por lo menos, sería 
bueno que el Ministerio explique a qué se ha debido su silencio porque fue notorio que hubo una denuncia de 
la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en el sentido de que los 
convenios no se cumplen. Aquí se reafirmó que hay dos, con relación a dos temas distintos, que han merecido 
por parte del Ministerio una conducta de quebrantamiento de lo que acordó. Ahora bien, en este ámbito, en la 
Comisión de Legislación del Trabajo ni públicamente, el señor Ministro ni ningún jerarca del Ministerio 
atisbaron la más mínima explicación o pronunciamiento con relación a esto. Por lo tanto, creo que no 
tenemos que trasladar el foco de la cuestión. 


Si se utilizó un término que no era el más adecuado, puede ser, pero desdramaticémoslo porque ya hubo 
casos de tuberculosis. Además, ahora nos enteramos de que un solo caso puede representar una epidemia. 
Con la explicación del señor Diputado Radío, con más razón me parece que tenemos que aprovechar mejor el 
tiempo y lo vamos a hacer cuando venga el señor Ministro. En esa ocasión, le vamos a preguntar sobre la 
palabra "epidemia" y también por la expresión "convenio colectivo" y "negociación colectiva". 


Por lo tanto, quiero trasmitir tranquilidad a la delegación de funcionarios del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social porque no han cometido ningún atentado. Solo se han pronunciado y si utilizaron un 
término que estrictamente podría no ser el que representa la situación, lo vamos a saber entender. 


SEÑOR BERNINI.- No acepto que interpreten lo que uno dice. 


(Interrupción del señor Representante Abdala.- Respuesta del orador) 


En ningún momento acá se habló de mala fe; acá nadie habló de que se haya utilizado un término con 
mala fe. Por lo tanto, no acepto que alguien lo interprete de esa manera. Simplemente, detectamos una 
denuncia que nos pegó en el alma y tratamos de profundizar en ella. 


Cada uno es libre de decir lo que quiera. Pero tampoco vamos a "talentear" entre legisladores a partir de la 
mención de una realidad, sin profundizarla, para definir qué es epidemia. Agradezco mucho a los que tienen 
la profesión de médico, pero por la importancia del tema, creo que merece seriedad y va más allá lo que 
podamos "talentear". Entonces, no se trata de adjudicar intencionalidades; por lo menos, en ningún momento 
estuvo en mi ánimo hacerlo, y lo digo por las dudas. 


Las actas no reflejan la mala o la buena intención sino lo que se dice. Y muchas veces tienen la frialdad que 
ni siquiera se puede identificar en el acta el énfasis o el estado emocional de quien las dice, por más que los 
taquígrafos son muy buenas a la hora de poner los signos de admiración y los comentarios. Por lo pronto, lo 
referido constaba en actas que son vistas por la prensa, y si dice lo que dice, es un problema hasta de 
responsabilidad tratar de aclarar la situación. Es simplemente eso, y para nada hablamos de mala o buena fe, 
¡por favor! Como el tema era de tal gravedad nos obligó a tratar de averiguar. Esta fue la intención; 
simplemente eso. 


(Dialogados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Ya se resolvió pasar este asunto a la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑOR GROBA.- Como con el señor Diputado Abdala jugamos casi de memoria, tal vez lo que voy a 
decir evite que él vuelva a hacer una intervención. 


Debemos asegurar que aquí no hay mala voluntad por parte de nadie. El señor Diputado Bernini cumplió con 
su trabajo y lo hizo muy bien, pues salió a averiguar. También creo que la intención del señor Diputado 
Bernini es la que todos tenemos. Quedamos no sé si impactados pero sí preocupados ante la posibilidad de 
que se contrajera una enfermedad dadas las condiciones de trabajo. Creo que esa fue la preocupación que 
existió. Reitero que el señor Diputado Bernini, cumpliendo con su trabajo, averiguó este asunto. 
Independientemente de lo que aquí se diga, yo también voy a tratar de investigar. 


En definitiva, no sé si esta Comisión es el ámbito adecuado para discutir las relaciones laborales. Por este 
motivo decía que es conveniente contar con la presencia del señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social. 
En un momento me pareció que la delegación exploraba alguna posibilidad de dónde plantear estos temas. 
Me parece que sería bueno que rápidamente se incorporara este asunto al orden del día de la Comisión de 
Legislación del Trabajo, donde también el señor Diputado participa y ha participado como delegado de sector 
—en las Comisiones puede participar cualquier legislador-, a los efectos de encaminar o encauzar estas 
relaciones entre el capital y el trabajo. Para ello hay que buscar formas de coordinación y articulación. Crisis 
entre el capital y el trabajo siempre han existido y van a seguir existiendo. Lo que hay que hacer es mejorar 
los instrumentos y aceitar los mecanismos, para lo que estamos dispuestos. 


Quizás con lo que acabo de manifestar ayude a la tranquilidad con la delegación que ha venido a visitarnos y 
entre los señores Diputados. El verdadero interés es resolver el tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa ya tomó nota y se resolvió enviar las actas al Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social y a la Comisión de Legislación del Trabajo. 


SEÑOR GARINO GRUSS.- Quiero hacer una pequeña mención con respecto a lo dicho en cuanto a 
retirar o modificar palabras. Me parece que esto no es una buena práctica. Muchas veces acá se habla 
de determinadas circunstancias de salud o de arquitectura. Una cosa es lo que dice una delegación de 
trabajadores y, otra, lo que se dice en un informe de arquitectura o un expediente judicial por un 
reclamo entre una empresa privada y un Ministerio en defensa del patrimonio del Estado, como bien 
dijera el señor Diputado Bernini. Sin embargo, acá no contamos con el expediente y no podemos tener 
una información más acabada para interiorizarnos sobre una situación de salud. Damos por 
descontado de que debe existir alguna información técnica pertinente. 


Como se habló de retirar palabras, quiero aclarar que acá no se adjudica mala intención a nadie; todos 
venimos de buena fe a hablar de determinadas circunstancias. Las cosas que vienen a plantear las 
delegaciones jamás se considera que es la verdad única; simplemente se considera como su punto de vista, 
sus inquietudes que se trasladan a la Comisión. Me parece que no corresponde venir a hablar y después 
solicitar que se retiren palabras del acta. En todo caso se podría rectificar o ratificar palabras o términos, pero 
no adjudicar malas intenciones. 


Reitero que cuando recibimos a una delegación entendemos que viene a dar su punto de vista. Lo mismo 
consideramos cuando habla un legislador: siempre es el punto de vista de un legislador. Nunca será la única 
verdad. Creo que solicitar retirar palabras del acta es peligroso. Precisamente, contamos con taquígrafos que 
hacen el esfuerzo para asentar en actas lo que se dice; y lo dicho, dicho está. Jamás se entiende que hay malas 
intenciones sino que lo que se dice son puntos de vista de cada uno. 


La información con respecto a situaciones puntuales referidas a la salud, a la arquitectura o a expedientes 
judiciales, se tendrán que profundizar según el caso. 


SEÑOR ABDALA.- Quiero dejar una constancia; presumo que sería innecesario hacerlo, pero por las 
dudas lo voy a hacer. 


Cuando hablé de mala fe, que quede claro que no me referí a ningún colega porque, además, ello sería una 
deslealtad de mi parte. Mucho menos me referí al señor Diputado Bernini quien sabe el concepto que tengo 
de él y el particular respeto que me inspira su persona. Es más: creo que el señor Diputado Bernini ha hecho 
una gestión que ha sido positiva para el trabajo de la Comisión, y la información aportada a todos nos 
enriquece. Hice esa mención porque me dio la impresión de que la delegación podría haberse sentido 
malinterpretada y desde ese punto de vista haberse sentido en esa misma situación de ser interpretada como 
que actuaba de manera deshonesta. Fue una interpretación mía; no se la atribuyo ni al Diputado Bernini ni a 
nadie. Traté de transmitir tranquilidad; quiero decir esto con absoluta claridad porque me parece bueno que se 
sepa también cuál fue mi estado de ánimo. 


Creo que las cosas quedan claras en cuanto a que todos los elementos, los datos y las informaciones que aquí 
se han volcado, a los legisladores y a la delegación nos va a permitir encauzar esto de la mejor manera para 
todos. 


SEÑOR BERNINI.- ¡Estoy de acuerdo! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación que va a tener la oportunidad de 
asistir a la Comisión pertinente a fin de exponer estos temas. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social) 


(Asiste una delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, AFGAP) 


———Damos la bienvenida a una delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca —AFGAP— , integrada por su Presidente, señor Hermes Mattos; su Vicepresidente, 
señor Pablo Caratti; su Secretario, señor Raúl Negro; su Tesorera, señora Celeste Saravia; las vocales, 


señoras Alma Yorio y Anahí Artigas, y el suplente, señor Jorge Seoane, a quienes cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR MATTOS.- En la noche de ayer les remitimos nuestra versión de la Rendición de Cuentas. 


Nosotros somos una Directiva nueva; hace dos meses que asumimos y uno de los grandes temas que 
quisimos poner sobre la mesa era el salarial y por eso hacemos hincapié, fundamentalmente, en la primera 
parte del articulado en este punto. Inclusive, estamos presentando un aditivo que entendemos es de justicia, al 
que luego pasaremos a fundamentar. No solo nos quedamos en el aspecto reivindicativo salarial sino que 
hacemos alguna puntualización desde el punto de vista político programático. 


Para aprovechar el poco tiempo que tenemos, íbamos a leer el articulado y luego ampliar o hacer una 
aclaración sobre lo que estamos planteando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como ustedes entregaron ese material que quieren leer y la Comisión luego 
lo va a estudiar, creo que sería bueno que trataran de fundamentar lo que no figura por escrito o hacer 
las aclaraciones que entiendan del caso. De lo contrario, usarían su tiempo para leer algo que nosotros 
vamos a estudiar con posterioridad. 


SEÑOR MATTOS.- Muy bien. 


La fundamentación de este pedido es la siguiente. El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene una 
gran inequidad en su masa salarial. Distribuye alrededor de US$ 7:000.000 entre lo que son tareas prioritarias 
y dedicación especial en forma totalmente indiscriminada. O sea que se distribuye en una forma de premios y 
castigos y es una disposición con la que no estamos de acuerdo. En las negociaciones entre COFE y el Poder 
Ejecutivo se ha definido una tabla tipo. Estamos de acuerdo con esta tabla y con el correr del tiempo 
esperamos llegar a los valores que se indican en ella. Por supuesto que no nos es ajeno el costo que supone 
arribar a esa tabla. En una instancia de negociación con nuestras autoridades, aspiramos a tener la posibilidad 
de acercarnos a esa tabla en la medida de lo posible. 


Desde que asumimos hemos cursado cuatro pedidos de entrevista con el señor Ministro, pero ninguno fue 
contestado. Simplemente se nos recibió por parte del Director General en las primeras semanas como forma 
de presentación, pero no hubo ningún tipo de discusión respecto del articulado presentado por el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca ante el Ministerio de Economía y Finanzas ni tampoco en lo que tiene que 
ver con las reivindicaciones. O sea que no hubo instancia alguna de negociación con el sindicato sobre lo 
presentado en la Rendición de Cuentas. Es más: hasta ahora no hemos tenido acuse de recibo del pedido de 
entrevista, aunque se han excusado por mail, fax y todas las vías de comunicación que la modernidad 
permite. 


Estamos preocupados por lo que también preocupa al Gobierno: la redistribución de la riqueza. Entendemos 
que ciertamente se está distribuyendo mal la riqueza. Por eso adjuntamos un gráfico, que creo muy claro, de 
la evolución del PBI agropecuario, del PBI agroindustrial y del salario de una parte de los funcionarios del 
Ministerio, que son los compañeros de Industria Animal, con los aumentos de los ajustes de Gobierno. A 
nivel gremial estamos montando un observatorio del salario. En poco tiempo tendremos un estudio sobre la 
evolución del salario de todo el funcionariado del Ministerio desde el año 2000 a la fecha, pero lo que 
muestra el gráfico sobre estos compañeros es representativo en términos de la pérdida sufrida. Es muy claro 
el despegue del Producto Bruto Agropecuario y el del Agroindustrial con respecto al salario de los 
trabajadores del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


¿Por qué es importante esto? Por el siguiente tema. El Ministerio funciona en base a proventos. A partir de la 
Administración del doctor Batlle, el Ministerio dispone del 100% de los proventos. Y por el artículo 162 de la 
Ley N? 17.930, establece que también se puedan utilizar los proventos en el salario. Pero, ¿qué pasa? Que no 
hay ningún crédito. Entonces, eso es solo declarativo. Lo que tratamos de hacer con esta propuesta es crear el 
crédito para que eso pueda hacerse efectivo. Una vez que termina el Ejercicio, el excedente de proventos pasa 
a Rentas Generales. El año pasado se volcó a Rentas Generales alrededor de $ 250:000.000. No pedimos todo 
eso sino una parte para adecuar las inequidades que se producen hoy en nuestro Ministerio, por supuesto, en 
acuerdo con las autoridades que lo dirigen. 


Esto es algo que se obtiene por productividad porque el Ministerio recauda por el trabajo que realiza. O sea 
que a mayor trabajo, habrá mayor recaudación. Es por eso que hablamos de productividad. Entonces, 
pretendemos que el Ministerio esté de acuerdo en que parte de esos excedentes de proventos que van a 
Rentas Generales pasen a integrar un bolsón que sirva para eliminar las inequidades que existen. 


Cuando el Presidente Mujica fue Ministro, se preocupó por unidades que estaban relegadas en esta Cartera. 
Dedicó un programa radial a esto y dijo que pasó la gorra por los Programas ricos del Ministerio y que, por 
problemas burocráticos, no había podido solucionar el problema. Es cierto que los proventos son manejados 
por cada una de las Unidades que los generan. Lo que pretendemos es crear una caja o bolsa en la que sean 
reunidos y puedan redistribuirse en todo el Ministerio, porque hay Programas que no los generan. De ese 
modo, podríamos levantar las inequidades en el aspecto salarial. A ese artículo le asignamos fundamental 
importancia, porque entendemos que estamos relegados en el tema salarial, sobre todo si consideramos el 
despegue del Producto. 


La preocupación que tiene todo el país pasa por una mejor distribución del ingreso. La forma que los 
trabajadores tienen de participar de la riqueza del país es a través del salario; no hay otra manera. En este 
caso, estamos planteando la posibilidad de que eso se concrete. Esa es la fundamentación del aditivo que 
pretendemos incorporar. 


Vamos a hacer algunas valoraciones sobre el aspecto programático. Nuestro objetivo está basado en tres 
grandes ejes fundamentales en el Ministerio: la sanidad, la información y la inspección; sobre este trípode se 
apoya la Cartera. 


En el día de ayer se publicaron en "Búsqueda" algunas apreciaciones del Presidente de la República sobre la 
existencia de un Estado paralelo. Lo que estamos haciendo es reivindicar la institucionalidad. Al día de hoy, 
la información es vital en el mundo y nuestra intención es que esta permanezca en los servicios del 
Ministerio. Queremos que se utilicen las vías de manejo de la información que existen; nos parece que eso 
implica fortalecer la institucionalidad. Por eso, en la fundamentación de los artículos explicamos las razones 
de su presentación y cuáles tienen relación con este tema. 


Es importante el planteo de la vuelta del Programa V del SIRA al Ministerio, porque entendemos que este es 
el ámbito en el que debe estar. 


Hay otro artículo relevante, que es el que tiene relación con el pasaje al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente de las áreas vinculadas con la fauna. Quiero aclarar que en la 
interna hay diferentes apreciaciones con respecto a este artículo, porque algunos compañeros tienen 
expectativas de mejorar las bajas remuneraciones que percibimos en nuestro Ministerio si pasan a otra 
Cartera. Sin embargo, fundamentamos esta reivindicación programática en la idea de que es un área que 
entendemos que debe permanecer en nuestro Ministerio, entre otras cosas, porque tiene mucho que ver con 
todo lo que se ha ejemplificado en las campañas de detección de la rabia con respecto a la importancia de la 
fauna sobre la que esta Cartera tiene competencia. 


Esta es una síntesis apretada y desordenada del planteo que está contenido en la documentación que 
entregamos a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La información ha sido muy pautada. 


SEÑOR ABDALA.- El planteo ha quedado muy claro; además, leímos muy rápidamente el aditivo y su 
justificación y entendemos que la propuesta y la forma en que se concreta en este anteproyecto son 
transparentes. 


Voy a hacer una pregunta sobre el texto y otras sobre el contexto. 


En primer lugar, quiero saber si esta solución y los montos involucrados alcanzarían a todos los escalafones 
del Ministerio y, por ende, si permitirían una reestructura salarial general; presumo que es así. 


En segundo término, me gustaría conocer la situación salarial de los funcionarios del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca en el contexto de la Administración Central, no de la Administración pública, 


sino, concretamente, en comparación con los otros Ministerios, no con respecto a las empresas públicas. 


Por último, el señor Mattos decía recién que no han podido negociar con el Ministerio y quisiera saber si se 
ha planteado una situación de conflicto. He visto en los alrededores del Palacio Legislativo algunos 
pasacalles que parecen indicarlo y me gustaría saber en qué situación estamos con relación a eso, que 
supongo que tiene que ver con lo que han venido a plantear. 


SEÑOR MATTOS.- El sindicato aún no está en conflicto; está discutiendo medidas a tomar, sobre 
todo, porque además de la plataforma que hemos planteado con respecto a la Rendición de Cuentas, 
hay otros temas que se negocian con el Poder Ejecutivo. Por ejemplo, hay una partida presupuestal de 
$ 20:000.000 para paliar las inequidades que todavía no ha sido distribuida. El Ministerio está 
discutiendo el criterio para repartirla con la Oficina Nacional del Servicio Civil, pero todavía no han 
llegado a un acuerdo al respecto. Ese es el motivo por el que el gremio todavía no se ha sentado a 
discutir con el Ministerio. 


Estamos tratando de participar a todos los compañeros de estos planteos; hemos discutido estos aspectos con 
ellos. Por supuesto, la única herramienta del sindicato es la de la movilización y estamos tratando de 
encararla. Esta es la situación. 


Con respecto a la posición del Ministerio en el ranking de salarios de la Administración pública no tenemos 
aún datos exactos. Reitero que estamos montando un observatorio de salarios que nos va a dar una clara y 
precisa ubicación al respecto. A ojo de buen cubero podría decir que estaremos por el medio de la tabla, 
aunque más bien hacia abajo, según me sopla al oído el compañero. 


Hay que tener en cuenta que estamos trabajando en un ámbito en el que el PBI ha crecido enormemente y que 
nosotros participamos de la preocupación por una mejor distribución de la riqueza. Reitero que nos parece 
válida la intención de la Administración en el sentido de una mejor distribución, y como la única forma que 
los trabajadores tenemos posibilidad de participar de la riqueza es a través del salario planteamos este aditivo. 


Quiero aclarar que esta medida alcanza a todos los funcionarios del Ministerio, en todo el país. Es así porque 
muchas veces desde el interior se nos recrimina que los sueldos de Montevideo son mejores y, como gremio, 
tomamos este tema y vamos a tratar de solucionarlo. 


SEÑOR GANDINI.- Respecto a la primera de las solicitudes en cuanto a incorporar un artículo al 
Inciso del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca en el que se establezca una habilitación 
presupuestal con destino a la adecuación salarial, revisando la legislación vigente, advierto que el 
artículo 284 de la Ley N” 16.736, establece: "[...] el Inciso 07 Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca tendrá la libre disponibilidad del 100% (cien por ciento) de los recursos extrapresupuestales que 
generen sus unidades ejecutoras." -es decir, de los recursos que genera- "[...] El 20% (veinte por ciento) 
de los mismos será destinado al Programa 001 'Administración Superior", y [...] El 80% (ochenta por 
ciento) [...]" para diversos destinos, entre los que se incluyen el mejoramiento de las condiciones de 
trabajo, retribuciones personales, gastos de funcionamiento, etcétera. O sea que la propuesta que 
hacen está entre los destinos que la ley vigente -que el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca no 
propone derogar- habilita. 


Según entendí, lo que expresaron es que en el Ejercicio anterior esos montos alcanzaron los $ 250:000.000, 
que fueron devueltos en su totalidad a Rentas Generales, porque no había crédito al que aplicarlos; si bien 
tienen una norma general, no se tiene habilitado el crédito. La delegación propone que $ 90:000.000 tengan 
un destino, es decir, habilitar una partida. Ello no generaría costo presupuestal, porque se supone que el 
Presupuesto no está contando con estos ingresos, ya que están afectados al organismo. Por lo tanto, desde el 
punto de vista formal, esto no incrementa el gasto, ya que está previsto que lo haga el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Ese es un dato importante. Veo que la delegación asiente, indicando que 
comparte esta interpretación. 


Por último, quiero preguntar con relación a la eliminación del artículo 148. Por ese medio, se trasladan los 
cometidos, el crédito y el personal indicado al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente. La delegación indica que el nuevo destino no se encargaría, como hace el actual Ministerio, del 


aspecto de la fauna, que quedaría desatendido, y que hoy en día el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca sí atiende esa materia vinculada con la sanidad animal y otros aspectos. 


Queremos entender bien este aspecto, porque, visto a la distancia, parece lógico que existiendo este nuevo 
Ministerio, esa función pase a él. Pero si advierten que hay aspectos que quedarían desatendidos o que 
generarían un vacío, queremos saberlo con más detalle. 


SEÑOR MATTOS.- Con respecto al artículo que queremos agregar -que consideramos que tiene un 
peso importante en el planteo que hacemos-, nos basamos en la interpretación que hizo el señor 
Diputado Gandini. Consideramos que, por ese motivo, la solicitud no requeriría iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Esa es la primera gran concordancia que tenemos con el análisis que hizo el señor Diputado 
Gandini. 


En cuanto al artículo 148, relativo a la fauna, quiero decir que, como viejo funcionario, he visto varios 
procesos de salida de áreas importantes del Ministerio a lo largo de su historia. Estuve en presencia del 
gremio cuando se crearon el INIA y el INAVI. El gremio tuvo participación destacada en la discusión que se 
llevó a cabo. En la discusión sobre el INIA, una mayoría importante estuvo de acuerdo en que se hiciera el 
pasaje a persona pública no estatal -hubo una discusión interna muy fuerte-, entre otras cosas, porque la 
mayoría de los funcionarios estuvo de acuerdo y porque políticamente entendíamos que el área de 
investigación debía enfocarse hacia el sector al que está destinada, que era el sector agropecuario. 
Básicamente, esa fue la fundamentación gremial que se usó en ese momento. Recuerdo mesas redondas muy 
interesantes en nuestra gremial -con la participación del actual Vicepresidente de la República, contador 
Astori, de los ex Senadores Zumarán y García Costa, y del técnico Vázquez Platero, que no recuerdo si en 
ese momento era Ministro-, en las que se discutió ampliamente. Con ese mismo espíritu, queremos instaurar 
una mesa redonda la próxima semana a efectos de discutir este asunto, porque hay compañeros que tienen 
una posición contraria, entendiendo que el área toca aspectos relacionados con el medio ambiente. En ese 
sentido, queremos dar una discusión; creemos que todos nos la merecemos. Por supuesto, vamos a invitar a 
participar a los que demuestren interés en el tema, por lo que les haremos extensiva la invitación cuando se 
instaure esa mesa redonda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia y la invitación de la delegación de AFGAP y la 
entrega del material, cuya pertinencia de incorporación a la Rendición de Cuentas será analizada. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, AFGAP) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación Nacional para el Niño Lisiado, "Escuela Franklin 
Delano Roosevelt") 


———Damos la bienvenida a la delegación de la Asociación Nacional para el Niño Lisiado, "Escuela Franklin 
Delano Roosevelt", integrada por la Secretaria, señora Consuelo Beherens; el Administrador, señor Jorge F. 
García y el doctor Jorge Mautone. 


SEÑOR MAUTONE.- En el año 1921, Franklin Delano Roosevelt contrajo poliomielitis, quedando con 
una paraplejia permanente. En el año 1938, fundó una asociación para proteger a los niños que tenían 
la misma problemática que él, fundando en Estados Unidos una cantidad de grupos que unían a 
maestros con médicos y asistentes sociales. Entre ellos, el profesor Carlson, de Boston, fue el primero 
en tener un instituto de rehabilitación en América. Uruguay tuvo la suerte de tener una bailarina 
clásica, Marisa Lusiardo, que actuaba en Estados Unidos, que fue su alumna, y que en el año 1941, en 
Uruguay, buscó implementar lo mismo que en Estados Unidos. De allí nació la Escuela Franklin 
Delano Roosevelt, que el 17 de noviembre de este año cumple setenta años. 


Este dato es importante, porque se hizo rehabilitación en una época en que en el mundo todavía no había 
avanzado en ese sentido. La rehabilitación comenzó después de la Segunda Guerra Mundial, al volver los 
soldados. Además, la rehabilitación se implementó antes de la seguridad social, a través de los trabajos de 


Beveridge, en 1942, quien implementara las bases de la seguridad social moderna, que terminó en nuestro 
país con la creación de la cobertura de Asignaciones Familiares y de DISSE. 


La Escuela cuenta con alrededor de ochenta niños. Llegan a la escuela en camioneta, todos ellos de barrios 
carenciados: Cerro, Borro, Canelones. Llegan a la hora 9 y hacen el curso curricular con las maestras 
habilitadas. Al mediodía, reciben un almuerzo, y de tarde, hacen talleres para desarrollar habilidades, a 
efectos de que se desempeñen cuando sean adolescentes o adultos. 


Tenemos un equipo que consiste en asistentes sociales y fonoaudiólogos, que son importantes, porque hay 
chicos a los que les cuesta la alimentación, tienen trastornos de deglución y para comer precisan 
permanentemente de ellos. 


En la época en que se inició esta Escuela, la mayoría de los tratamientos eran motrices, por lo que se 
dedicaba a la patología de la poliomelitis. Esta es una afección que ataca el asta anterior de las neuronas de la 
médula y da solo lesiones motoras, pero mantiene indemne la capacidad cerebral. A partir de que se 
descubrió la vacuna y de que en nuestro país empezara a desaparecer la poliomelitis, los chicos que quedaban 
con trastornos motrices eran los derivados de los trastornos del parto, por parálisis cerebral. Esos chicos, 
además del trastorno motriz, tienen trastornos psíquicos de distinta categoría y trastornos cognitivos 
importantes. Por eso, cada vez es más difícil la rehabilitación. 


De esos ochenta y un alumnos, el 80% son pacientes con parálisis cerebral, con distintos grados de trastornos 
cognitivos; el 10% son chicos con espina bífida, es decir, que el desarrollo del canal neural no cerró y 
quedaron con una paraplejia, aunque psiquicamente están en buenas condiciones; hay un grupo pequeño que 
tiene trastornos musculares y la parte mental está en buenas condiciones. 


Lo importante a resaltar es que estos pacientes, además de la discapacidad psico-física, tienen una 
discapacidad social. Se suman las dos discapacidades, por lo que creemos importante la actuación de la 
Escuela, sobre todo, porque los chicos adquieren identidad, autoestima y se sienten parte integrante de la 
sociedad. Cuando se retiran de la Escuela por haber terminado los cursos, sienten una gran desazón por 
perder el vínculo que los mantiene en contacto con la sociedad. Por eso, es importante trabajar en este tema. 


SEÑOR GARCÍA.- El tema merece una reflexión. 


En principio, plantemos que nos ampararan mediante el artículo 79 del Título IV del TOCAF de 1996. Hoy, 
venimos a plantear exactamente lo contrario. No queremos estar amparados, porque estamos al tanto de que 
las reglas de juego han sido modificadas con respecto al amparo de este artículo. Esa modificación ha llevado 
a que la Escuela deba optar entre mantener lo que recibe por el Inciso 21, o ampararse en el artículo 79 del 
TOCAF, que es una suerte que no deseamos correr por la inseguridad económica que va a producir a la 
Escuela. 


No es la primera vez que venimos a esta Cámara a hablar con ustedes, y en todas las oportunidades hemos 
sido contemplados. Creo que la Escuela es reconocida, más allá de sus setenta años, por el fin social que 
tiene, el rol que cumple y el trabajo que se hace a diario con nuestros niños. Se trata de niños que si no 
asistieran a la Escuela estarían en sus hogares, con serias carencias, en algún rincón, mirando la televisión 
todo el día, y no tendrían ninguna posibilidad de rehabilitación, de escolarización ni de socialización. 


Cuando planteamos la necesidad de ser amparados por el artículo 79 del TOCAF, lo hicimos creyendo que 
íbamos a ser atendidos de la misma manera que se atendía a la Fundación Teletón o a la Fundación Peluffo 
Giguens, es decir, el Estado no tendría que poner más dinero en organizaciones como la nuestra —dejándolo 
en manos de empresas- y el fin social sería cubierto por fondos que donarían las empresas mediante un 
mecanismo que les permitiría tener un tratamiento fiscal ventajoso. 


Si bien se aprobó en la Cámara de Representantes y en la anterior Rendición de Cuentas se elevó al Senado, 
allí fue eliminado por la sencilla razón de que se generaba una incertidumbre financiera de recaudación del 
Estado, porque fueron muchas las instituciones que quisieron ese amparo. En esta Rendición de Cuentas, el 
Mensaje del Poder Ejecutivo plantea que se debe optar por una cosa u otra y que hay que presentar proyectos. 
Nuestro proyecto tiene setenta años de antigiiedad, por lo que no buscamos plantearlo otra vez, sino que 
buscamos tener un fondo para el financiamiento de la operativa, para el día a día 


En nuestro presupuesto, el 77% corresponde a gastos de personal. Las patologías cada vez más graves hacen 
que los niños sean cada vez más dependientes y nos obligan a tener que darles de comer en la boca, 
cambiarles los pañales, sondearlos, llevarlos a la casa, traerlos, trasladarlos de un salón a otro, y eso requiere 
de personal. 


Para nosotros es inviable elaborar un proyecto puntual y salir a conseguir empresas que nos hagan 
donaciones. Además, esas empresas deberían depositar esos fondos en cuentas del Ministerio de Economía y 
Finanzas, los cuales serían administrados por el Ministerio de Educación y Cultura. Y después, con 
muchísimas suerte, luego de reglamentarse, podríamos hacernos de ellos y utilizarlos para pagar sueldos. Eso 
para nosotros es impensable; además, la incertidumbre que se generaría sería tan grande que venimos a 
plantear este cambio 


Por tanto, si bien en un principio solicitamos ser amparados por el artículo 79 del TOCAF, hoy venimos a 
pedir lo contrario. Pero no vamos a decir que no al esfuerzo que puedan hacer ustedes para apoyarnos 
económicamente, ampliando la partida que se nos otorga. 


El año pasado, cuando nos presentamos ante esta Comisión, pedimos un aumento de fondos para llegar a los 
$ 2:600.000 anuales. Y la partida que cobrábamos, que era de $ 950.000, se llevó a $ 1:250.000, por lo que 
podemos decir que fuimos atendidos por ustedes. Por lo tanto, pueden apreciar que la partida que se nos 
otorga por el Inciso 21 -figura en los documentos que les hicimos llegar - ha evolucionado, y hoy es de 

$ 1:250.000 anuales, algo más de $ 100.000 por mes. 


Quisiera comentar que la escuela cuenta con cuarenta y cinco funcionarios, quienes cobran entre $ 10.000 y 
$ 12.000 por mes; por lo tanto, para el pago de sueldos se utilizan alrededor de $ 500.000 por mes. A este 
monto, hay que sumarle los costos operativos -luz y otros componentes-, que son el 23% o 24% del total de 
gastos de la escuela. 


Entonces, nosotros venimos a solicitar una ampliación de la partida que recibimos del Inciso 21, como así 
también ser atendidos en la redistribución de los fondos que se otorgan. Decimos esto, porque sabemos que 
algunas instituciones no logran cumplir con los requisitos establecidos, tal como hacemos nosotros. Nuestra 
escuela hacer una rendición mensual y anual -con la intervención, contralor y vigilancia apropiada-, y 
presenta todas las rendiciones de gastos con informes de auditoría y revisión limitada. 


Eso siempre se hizo y lo vamos a seguir haciendo, pero como sabemos que cuando llega el fin del ejercicio 
algunos fondos no son asignados tal como estaba previsto, porque hay gente que no cumple con los requisitos 
planteados, como no queremos que se pierdan, nos gustaría participar en su distribución, a fin de contar con 
otra ayuda. Decimos esto porque, aún teniendo un presupuesto equilibrado, en junio y diciembre, momento 
en que debemos pagar los aguinaldos o los salarios vacacionales al personal, no contamos con los recursos 
suficientes. En esos momentos, se nos desequilibra el presupuesto, lo cual tratamos de emparejar con 
funciones públicas, donaciones de artistas o futbolistas, o con legados que hemos recibido y hemos vendido a 
tal fin. En los documentos que entregamos, donde figura cómo se financia la escuela, se puede apreciar lo 
que estamos diciendo; lo que allí se denomina "Recursos propios" son, ni más ni menos, que fondos que 
surgen de legados que hemos recibido, algunos, compartidos con otras instituciones, y otros, propios. Por lo 
tanto, estamos quemando activos para pagar gastos corrientes. 


Esto era cuánto quería decir aunque, por supuesto, estoy dispuesto a dar cualquier explicación que los señores 
Diputados soliciten. 


SEÑORA BEHERENS.- He venido muchas veces aquí, sin formar parte de la Cámara, a pedir por la 
escuela Roosevelt. 


Quisiera que alguno de ustedes nos visitara, porque si van a la escuela, ven a los niños y lo que se logra de 
ellos, estoy absolutamente segura de que saldrán de allí con la misma preocupación que tengo yo en este 
momento. Estoy hablando de chicos que despiertan una enorme ternura. Uno los ve cuando ingresan, que 
parecen un gusanito que se arrastra y, de pronto, se van levantando y empiezan a caminar en otra forma, con 
otro apoyo, y esos son logros que solamente se pueden conseguir en una escuela que les dedica todo, porque 
el personal es excelente, ya que todos están compenetrados en su función. 


Pero siempre estamos en la lucha del día a día, y a veces, ni podemos dejar volar la imaginación, porque hay 
que resolver los problemas inmediatos, tal como dijo el señor administrador. Yo, de pesos no hablo, porque es 
un tema que odio, pero sí del sufrimiento que determina no tener pesos. Por lo tanto, les pido a todos ustedes 
que pongan verdadera atención en nosotros. En realidad, el costo de nuestra es escuela, que atiende a todos 
esos chicos, es muy bajo. Hace unos días, leí que al Estado le cuesta muchísimo mantener a un niño en una 
escuela de tiempo completo, y nosotros tenemos mucho más que tiempo completo, porque nuestra escuela se 
hace cargo de la parte educativa, de los traslados, de la comida y de darle vida a esos chicos. Entonces, por 
favor, ayúdennos; tenemos setenta años, ya estamos viejos. 


SEÑOR IBARRA.- Efectivamente, como ustedes dicen, esta Comisión y la Cámara de Representantes, 
en oportunidad de considerarse el Presupuesto Quinquenal, incluyó a vuestra organización -que tiene 
setenta años de vida- en el artículo 79 del TOCAF, para que fuera beneficiada, al igual que otras pocas 
instituciones que también están incluidas allí. 


Sinceramente, lamento muchísimo que tengan que optar, que tengan que auto eliminarse la posibilidad de 
contar con una partida que les permita solventar y atender el trabajo que realizan, tan humano e importante 
para la sociedad, que no es algo improvisado, porque lo vienen haciendo desde hace setenta años. 


Por tanto, algunos legisladores le planteamos al equipo económico esta situación; la discusión que dimos fue 
importante, y por momentos, dura. Y si bien nosotros lo respetamos y reconocemos todo el esfuerzo que 
realiza para atender a la sociedad, al trabajo y a la producción, en este caso, creo que se equivoca, porque 
debemos hacer todo el esfuerzo económico y político para atender a las organizaciones que están incluidas en 
el artículo 255 y a ustedes. Por eso, lamento que ustedes tengan que cambiar vuestra posición. De todos 
modos, les digo que algunos legisladores vamos a intervenir en la discusión de este artículo, porque 
entendemos -así se lo dijimos al señor Ministro y a sus asesores- que el penúltimo inciso del artículo 255 no 
debería incluirse. Por lo tanto, tengo la esperanza de contar con las mayorías -primero, en mi bancada, y 
luego, en la Comisión- para que la Asociación Nacional para Niños Lisiados, Escuela Franklin Delano 
Roosevelt, esté incluida en el artículo 255, quitando el penúltimo inciso. 


En cuanto al artículo 256, no tengo ningún tipo de aprehensión, porque el conocimiento que tiene la sociedad 
uruguaya es muy grande, y el Gobierno también lo debe tener. Sin duda, el equipo económico lo tiene, 
porque sabe perfectamente bien lo que hacen determinadas organizaciones como la de ustedes; por lo tanto, 
no se puede hablar de un proyecto sí y otro proyecto no. En ese sentido, creo que nadie se puede negar a 
comprender o a aceptar -aún sin proyecto- lo que significa la Escuela Nacional para Niños Lisiados. 


Yo creo que es bueno el artículo 256 porque, de alguna manera, permite transparentar la tarea. No digo esto 
por vuestra organización, sino tal vez por otras organizaciones, para que se sepa qué es lo que realmente 
hacen y si se merecen o no ese tipo de exoneraciones. 


Esta es mi opinión, y creo que en ese sentido vamos a tener el acompañamiento de otras señoras Diputadas y 
de otros señores Diputados. 


SEÑOR GANDINI.- Conocemos el proyecto, el entusiasmo y las horas que le dedican quienes están 
aquí y otros cuantos anónimos, que desempeñan una tarea -al igual que otras organizaciones sociales- 
que debería hacer el Estado, pero que la realiza la sociedad civil. Por lo tanto, cuentan con nuestra 
simpatía y apoyo. 


Con respecto al tema puntual y concreto, el señor Diputado Ibarra está llevando adelante esta conversación 
con el Ministerio de Economía y Finanzas. Desde ya comprometemos nuestro apoyo si él logra esa voluntad 
de eliminar esta obligatoriedad de la opción. 


Ahora, también quiero dejar claro que deberíamos hacer dos cosas para que se contemplara a vuestra 
institución: eliminar esa obligatoriedad de optar y, además, incorporarlos como institución en el artículo 79, 
porque hoy no están allí. Ya hay una organización que está en los dos lados -que es el Instituto Antártico 
Uruguayo- que la ley retira del artículo 79, porque recibe subsidios y subvenciones. O sea que deberíamos 
hacer ambas cosas. La mayoría parlamentaria puede contar con nuestro apoyo, porque esta ha sido una 
voluntad que salió de la Cámara de Diputados -que retiró la Cámara de Senadores-, que habría dado apoyo a 
iniciativas de este tipo. 


Además, quisiera dejar planteado un trabajo, que no sé si dará resultado, pero habría que hacerlo, 
aprovechando que tenemos en Sala a la señora Diputada Payssé, quien siempre ha trabajado en este tema. Sin 
integrar la Comisión es quien siempre nos ha dado una mano y se ha especializado en la materia. Conoce de 
memoria -por el trabajo que ha hecho-, para un lado y para el otro, las organizaciones que reciben subsidios y 
subvenciones. Si este artículo quedara redactado como está, habría que ver si no obliga a algunas 
organizaciones que están recibiendo subsidios y subvenciones a perderlos, porque están de este otro lado. Si 
fuera así, se liberarían fondos, con los que, a lo mejor, por esta misma ley -en esta etapa o en el Senado- 
podríamos reforzar, de alguna manera, a esta institución, priorizándola, ya que es una ilusión que hemos 
tenido en el Presupuesto y que no tuvo aprobación en la otra Cámara. Creo que son dos o tres las 
instituciones que han venido a esta Cámara en esta etapa, pidiendo un apoyo de esta naturaleza. Habría que 
investigar si se mantiene el artículo tal cual está redactado y, por lo tanto, hay que optar. Habría que ver si no 
hay instituciones que estén en subsidios y subvenciones y que además estén aquí, por lo que vayan a perder 
sus subsidios y subvenciones, liberando fondos. Quizá la señora Diputada Payssé pueda ayudarnos a hacer 
esta tarea. 


Lo dejo planteado, porque puede ser un camino interesante para reasignar recursos dentro de un área similar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una aclaración. Que quede en un lado u otro es opción de las 
instituciones. Por lo tanto, el trabajo también implicaría una consulta a las instituciones, porque el 
Parlamento no sabe qué es lo que va a hacer la institución una vez promulgada esta ley; pero es de 
recibo la propuesta del señor Diputado Gandini. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Solicito autorización al señor Presidente para hacer uso de la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Puede hacerlo, señora Diputada. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Creo que es válido el planteo que se está haciendo por parte de la delegación. Es 
válido, comprensible y compartible. 


También es cierto que nosotros tenemos que hacer el trabajo de verificación de las metas cumplidas porque, 
cuando analizamos el Presupuesto, recibimos un bolsón que esta Cámara distribuyó en una primera etapa y 
que sufrió modificaciones en el Senado. Pero como también tratamos de organizar esto, que estaba bastante 
desprolijo, asignamos responsabilidades a los Incisos y exigimos documentaciones, hubo organizaciones que 
quedaron afuera del Presupuesto, porque no cumplieron con esos requisitos, por lo que habrá que ver ahora 
cómo viene el cumplimiento en el planillado, porque nosotros tenemos las potestades de redistribuir los 
dineros con los que contamos a través de la asignación presupuestal. Entonces, ese es un trabajo que también 
deberemos hacer. 


Sinceramente, lo que sí me genera dudas es el planteo que se hace en el artículo correspondiente sobre la 
posibilidad de optar, sobre cuál sería la instrumentación de esa opción, en qué momento, de qué forma y ante 
qué organismo. Deberíamos aclarar todo eso, a los efectos de que esto salga -por lo menos de esta primera 
Cámara- lo más prolijo posible y atendiendo -lo que comparto- la demanda que está realizando en este 
momento la organización que está presente. 


SEÑORA PRESIDENTE.- La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda agradece la 
presencia de la delegación, que ha sido testigo de que la Comisión trabajará para atender lo aquí 
planteado. 


(Se retiran de Sala representantes de la Asociación Nacional para el Niño Lisiado "Franklin Delano 
Roosevelt") 


(Ingresa a Sala una delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado - 
COFE-) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión tienen el agrado de recibir a la delegación de la Confederación 
de Organizaciones de Funcionarios del Estado -COFE-, integrada por su Presidente, el señor Pablo 


Cabrera, por el Secretario General, señor José López, por el Secretario de Finanzas, señor Leonel 
Revelese, por el Secretario de Prensa y Propaganda, señor Javier Bentos y por el señor Alejandro 
Laner. 


SEÑOR CABRERA.- Buenas tardes. 


En primer lugar, queremos agradecer a la Comisión por el espacio, ya que sabemos que los tiempos son un 
tanto complejos y que todos queremos hacer los planteos y, obviamente, cada delegación tiene su necesidad y 
su tiempo. 


Justamente, en el día de hoy, estamos con una importante actividad internacional. Se está reuniendo parte del 
Secretariado Ejecutivo del CLATE -Confederación Latinoamericana de Trabajadores del Estado y estamos 
debatiendo temas sustanciales, que tienen que ver con la construcción del Estado y con el relacionamiento de 
los trabajadores estatales a nivel latinoamericano. 


Concretamente, lo que hace a nuestra comparecencia, es que desde hace un tiempo nuevamente COFE viene 
planteando -y tenemos que reiterarlo, porque tiene que ver con la discusión antes de ir al centro de la 
construcción de la ley de Rendición de Cuentas- el tema de la negociación colectiva como tal, lo que ha sido 
el procedimiento, la construcción del proyecto y la llegada al Parlamento. Nuestro deseo es que se hubiera 
dado una discusión previa, en la que hubiéramos tenido la oportunidad de compartir con el Poder Ejecutivo la 
presentación y discusión del articulado que va a ingresar al Parlamento y al que nosotros teníamos mucho 
para aportar. A fines del año pasado, habíamos convenido en la oportunidad de trabajar en los primeros meses 
del año para llegar, justamente, con planteos que venían siendo ya de la construcción presupuestal quinquenal 
y que había retrasos que esperábamos se empezaran a visualizar en esta Ley de Rendición de Cuentas. Esto 
no fue posible; hoy se está debatiendo en el Parlamento, y nosotros nos hemos hecho de la información del 
proyecto de ley, en primera instancia, a través de la página de Presidencia. 


Asimismo, queremos hacer un agregado que tal vez sea importante porque en esto de construir herramientas, 
como es la negociación y en la cual se participa desde todos los lugares, entendemos que el Parlamento fue 
sustancial cuando elaboró la ley de negociación colectiva del sector público. Hubo un gran debate y un gran 
aporte en el que la clase trabajadora también estuvo presente y, entre todos, se logró laudar una ley 
fundamental que empezaría a regular las relaciones laborales del Estado. 


Entendemos que ante esa construcción ha faltado dar el espacio real al Parlamento, que supo ser el 
constructor de la ley y el que puso el espíritu de cómo se debía llevarla adelante, tal vez ha quedado fuera de 
una participación, para nosotros, importante porque cuando hablamos de la negociación tienen que estar 
todas las partes que tienen visión. No podemos estar ajenos y cuando existen problemas de carácter estatal, 
los unos o los otros también venimos a solicitar opinión al Parlamento, a presentar la problemática y a pedir 
la posibilidad de un nexo para ayudar. 


Por ello me refería a la importancia que tendría empezar a visualizar un cambio en cuanto a la construcción 
de esta relación y en la que el Parlamento también sea parte de lograr una negociación con otra profundidad. 
Pensamos que esto podría cambiar lo que ha sido el proceso inicial de la negociación, que estamos todos en 
este aprendizaje y que se puede volver a valorar y realizar un cambio que, para nosotros, pueda significar un 
avance sustancial. Tenemos años por delante para construir nuevas leyes de Rendiciones de Cuentas y 
creemos que sería importante ese aporte del Parlamento que nos dará un aire fresco, si se quiere, a la 
verdadera negociación. 


SEÑOR LÓPEZ.- Quisiera decir que es un gusto poder estar en esta Comisión que va a tratar todos los 
aspectos vinculados a la Rendición de Cuentas. 


A mí me toca hablar de algunos aspectos acerca de los que queremos profundizar en esta Rendición de 
Cuentas, no sin antes reafirmar lo que decía recién el compañero Presidente de la Confederación. Para ser 
claros, manifestamos que nosotros estamos muy "calientes" en función de que la ley de negociación colectiva 
se sigue incumpliendo permanentemente por parte del Poder Ejecutivo al no convocarse los ámbitos 
específicos que están previstos por la ley, para discutir todos los aspectos materia de negociación entre los 
cuales está el de la Rendición de Cuentas. 


En ese sentido, lo que agrava un poco más esta situación -por eso es nuestro malestar- es que a fines del año 
pasado -para ser más exactos, el 30 de diciembre- firmamos un convenio con el Poder Ejecutivo en el que se 
establecía la conformación de un equipo de trabajo que iba a funcionar desde el 1? de marzo al 31 de mayo 
para, entre otras cosas, discutir los aspectos vinculados a la Rendición de Cuentas. Como decía el señor 
Presidente de la Confederación, al día de hoy ni siquiera hemos tenido un contacto formal con el Poder 
Ejecutivo al respecto. 


Básicamente, me voy a centrar en dos aspectos que tienen que ver con lo netamente salarial y con los 
contratos precarios del Estado. 


En lo relativo al primer tema, el salarial, nosotros les hemos acercado una carpeta en la que figura nuestra 
aspiración máxima con relación a este tema. Allí manifestamos que lo que pretendemos es construir una 
escala salarial que permita empezar a corregir las inequidades. Al respecto, en un principio, habíamos estado 
de acuerdo con el Poder Ejecutivo pero, lamentablemente, las decisiones que ha tomado, no van en la línea 
que nosotros pretendíamos porque, si bien hay que reconocer que en la Ley de Presupuesto se adjudicó un 
salario mínimo que tampoco es suficiente para nosotros -porque lo que pedíamos para treinta horas 
semanales, el Gobierno lo adjudicó para cuarenta horas semanales-, el salario mínimo de los trabajadores que 
cumplen seis horas diarias fundamentalmente en la Administración Central quedó en $ 11.500. 
Evidentemente, esta cifra nos parece muy baja, por lo que deberíamos corregir el tema salarial. 


La tabla plantea un valor para cada grado. Evidentemente, eso es para los grados que están hoy en la carrera 
administrativa. El Poder Ejecutivo está planteando la reforma de la carrera administrativa; hasta ahora lo 
único que tuvimos fue una reunión en la Oficina Nacional del Servicio Civil donde se nos presentó una 
pantalla en "power point" donde se establecía el nuevo diseño de carrera administrativa que estamos 
analizando para dar una respuesta responsable al Poder Ejecutivo. De todas maneras, en los temas salariales 
todavía tenemos diferencias sustanciales. 


Tenemos conocimiento que el planteo que estamos haciendo generaría gastos que el Poder Ejecutivo no 
planteó en esta Rendición de Cuentas; sin embargo, sabemos que el Poder Legislativo, con los rubros 
asignados a cada uno de los Incisos, puede hacer una redistribución. Por lo tanto, planteamos un artículo que 
establece un bolsón de equiparación, con fondos de cada uno de los Incisos que permita corregir las 
inequidades, sobre todo en aquellos salarios que están más sumergidos. Si hay posibilidades de establecer 
alguna negociación en el Parlamento, entendemos que con los recursos asignados en esta Rendición de 
Cuentas hay posibilidades de establecer un artículo que permita generar un fondo de equiparación salarial 
para que a los sectores que estén más sumergidos les permita tener aumentos por encima de la inflación, que 
es lo que acordamos en el convenio firmado el 30 de diciembre. 


Por supuesto que tenemos otras aspiraciones como es el salario, el salario vacacional y el pago de 
nocturnidad en algunos sectores que hoy no lo están cobrando. Esto lo dejaremos por escrito. Queríamos 
hacer hincapié respecto a que con los recursos asignados en la Rendición de Cuentas podríamos buscar la 
vuelta para generar un fondo de equiparación que nos permita empezar a corregir las inequidades. 


Otro punto crucial refiere a los contratos precarios. En este sentido, de la misma manera que hemos señalado 
con fuerza que tenemos diferencias con la posición del Poder Ejecutivo en torno a la negociación colectiva, 
creemos que se ha avanzado en materia de regularización de contratos precarios y hay áreas sustantivas del 
Estado que hoy no están siendo contempladas. Una de ellas tiene que ver con una cantidad de trabajadores 
con contratos eventuales en el dique del Estado; trabajadores que aportan mucho al desarrollo productivo del 
Estado. Por ello acercamos una redacción de artículo porque hemos tenido una negociación con el Ministerio 
de Defensa Nacional en la que ha habido un preacuerdo. El tema es que cuando cerramos la negociación el 
mensaje ya había sido enviado al Parlamento; por tanto tenemos algunas dificultades porque no se presentó 
ese artículo, pero hay acuerdo con el Ministerio. Por ello, pensamos que debería presentarse como un aditivo, 
cosa que veríamos con agrado, ya que permitirá la regularización contractual porque los créditos ya están 
asignados al Ministerio de Defensa Nacional para que estos trabajadores tengan un vínculo laboral más 
ordenado. Se trata de personas con mano de obra calificada, que han construido las barcazas, los 
remolcadores; gente que trabaja en el aparato productivo del Estado y que, de alguna manera, tiene contratos 
que son verdaderamente leoninos. Ese es uno de los temas que nos interesa destacar en materia de contratos 
precarios. 


Además, hay una redacción que plantea dejar abierta la posibilidad de que alguna otra figura precaria que 
tiene el Estado permita en el futuro la discusión y posible regularización de esos contratos. 


He pedido expresa autorización a mis compañeros para plantear una situación que nos involucra directamente 
como sindicato del INAU; ustedes saben que soy Presidente del sindicato. Nosotros no hemos solicitado 
concurrir a esta Comisión dado que realmente hemos encontrado caminos de diálogo e intercambio en 
concordancia con la Administración actual, pero hay una situación que nos preocupa. Tenemos alrededor de 
cuatrocientas compañeras que tienen contratos muy complicados, con un vínculo contractual muy difícil con 
la institución y que no son tomadas como funcionarias estatales. Este tema ustedes lo conocen porque ya lo 
hemos planteado varias veces, pero seguimos sin resolver. Es cierto que se ha generado una cuestión judicial, 
pero la visión del sindicato -que no participa en sentencia judicial- es buscar la vuelta para encontrar algún 
vínculo contractual que genere algún tipo de beneficio a esas trabajadoras, que están las veinticuatro horas 
del día y atienden a más de mil quinientos niños en la institución a efectos de que sean regularizadas. Es justo 
decir que si ellas no los atendieran, tendríamos aún más complicaciones. Sería bueno conversar con alguno 
de ustedes para tener un intercambio más fluido, por lo que quedamos a las órdenes. Queremos dejar 
constancia que ese es un sector de trabajadores sustancial para la institución al que habría que buscar alguna 
solución porque vienen desde hace muchos años con una situación muy compleja. 


SEÑOR BENTOS.- Quería destacar dos aspectos que los compañeros han pasado por alto. Uno de ellos 
es la importancia de rescatar el horizonte de poder negociar una nueva carrera administrativa en el 
marco de la reforma del Estado que permita que la reestructura de los organismos vaya de la mano 
con esta nueva forma de organizar la carrera administrativa; no es un dato menor. Por otra parte, 
tiene que ver con la definición de lo que nosotros entendemos es un funcionario público; creo que tiene 
que ver con la definición que el Estado hace al respecto. En este momento, hay trabajadores que tienen 
derecho a la carrera administrativa y otros que no. Estos trabajadores han sido contratados a partir de 
los nuevos contratos que se han generado ahora. Hay una expectativa de que esos contratos no se 
extiendan en la Administración Pública "ad eternum", pero también hay intención de flexibilizar 
algún tipo de contratación y de utilizar los contratos de tipo laboral. 


Como la carrera administrativa es para nosotros un objetivo o un horizonte sumamente importante, 
conjuntamente con las reestructuras de los organismos en función de mejorar los servicios a la población, 
entendemos que este tema en particular, de la forma en que se está tratando, no es la correcta. Debemos 
incluir a los trabajadores en la discusión y aprovechar su conocimiento ya que son quienes vienen 
desarrollando las tareas en los organismos estatales desde hace años, para mejorar este proyecto de reforma 
de carrera administrativa que para nosotros no reúne las garantías ni las condiciones necesarias para un 
desarrollo pleno de la profesionalización de los funcionarios públicos. 


Por último, quiero agregar que en la carpeta ustedes van a encontrar una tabla salarial. Como decían los 
compañeros, esta tabla fue construida con el objetivo de que en algún momento nos pudiéramos acercar a 
esos horizontes para corregir dos situaciones: los bajos salarios y las inequidades existentes a la interna de la 
Administración Central y de los Organismos del artículo 220 de la Constitución. Inclusive, sabemos que 
algunas áreas de ciertas Unidades Ejecutoras y de organismos de la Administración Central y del artículo 220 
de la Constitución, podrían estar por encima de esta escala. No estamos llevando al extremo los salarios ni 
pretendemos que todos los trabajadores de la Administración Central o de los organismos del artículo 220 
ganen más que quienes más perciben dentro de cada grado o escalafón. Solo hicimos un promedio general y 
le dimos un sustento ideológico: la escala está construida en función de siete BPC para el salario mínimo. 
Estas siete BPC corresponden a lo que el Estado entiende que una persona debe ganar para tributar IRPF. Las 
personas que cobran salarios menores a esa cifra no tienen que pagar el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas. Por lo tanto, entendemos que esta escala parte del punto de vista filosófico de que ningún funcionario 
público -entendiendo la relevancia de la tarea que desempeña para la sociedad- pueda ganar menos de ese 
salario. 


Esto intentaba redondear algunas cosas que los compañeros dijeron de forma general. 


SEÑOR REVELESE.- Es difícil explicar las demandas de los trabajadores del Estado porque, 
lamentablemente, asistimos a una campaña de estigmatización y de tender a culpabilizarnos de cuanto 
mal existe en la sociedad. No obstante, tenemos la valentía y la dignidad —con respeto- de hablarles de 


modo de justificar lo que para nosotros tiene razón de ser, que son nuestras demandas, y que no deben 
ser tomadas exclusivamente en un sentido corporativo. 


Como trabajadores del Estado, tenemos derecho al usufructo de un salario vacacional -como lo tiene el resto 
de los trabajadores de nuestro país; conquista de larga data de nuestro movimiento sindical— y creemos que 
nos asiste la razón a la hora de demandar igualdad en el tratamiento de beneficios que perciben los 
trabajadores del sector privado, como medias para las mujeres con problemas, lentes, etcétera. Pretendemos 
que se extiendan los beneficios para quienes estamos en el FONASA. Esto también figura en las carpetas que 
dejamos a los señores Diputados. 


Más allá de este rosario de reclamos legítimos en un país en crecimiento, con el acuerdo de nuestro PPECNT, 
demandamos a la sociedad toda, a los Poderes del Estado y a los señores legisladores del Parlamento 
Nacional el inicio de una discusión franca, abierta, democrática, sobre qué papel debe tener el Estado. Una 
reforma del Estado debe sustentarse en una discusión profunda, pero vemos que por un lado o por el otro se 
incorporan elementos sin el debido análisis. Digo esto porque hoy, lamentablemente, estamos asistiendo a 
una reforma en los hechos que apunta a una reestructura de carácter mercantil, que mira mucho a Nueva 
Zelanda y a países que están padeciendo crisis brutales como pocas veces nuestra civilización ha visto. 


Por lo tanto, habría que discutir qué tipo de Estado queremos y dónde tenemos que poner el acento. Como 
PTEECNT y como COFE, pretendemos que se ponga el acento en la vivienda, en la salud, en la minoridad y 
en la educación. Estamos lejos de los planteos del Congreso del PIT-CNT, cuando se reclamó por más 
presupuesto para la educación -el 6%-, para la salud, para la vivienda y la minoridad. Estos son los temas que 
nos gustaría discutir de modo franco con ustedes, representantes legítimos del pueblo, para saber qué Estado 
nuevo queremos refundar. Nos parece que esos son los temas que la población exige discutir en este 
escenario. Esto también se enmarca en nuestros reclamos y reivindicaciones, que no son corporativas y que 
se inscriben en un cuadro de redistribución de la riqueza para los trabajadores de este país. 


Sería bueno debatir junto con toda la ciudadanía, algo que haría muy bien a toda la democracia y a todo el 
sistema político. 


SEÑOR ABDALA.- Voy a ser bien concreto sobre tres o cuatro asuntos. 


En primer lugar, el tema de la negociación colectiva no es nuevo. Lo de hoy ha sido la reedición de lo que ya 
vivimos en la instancia de la ley presupuestal el año pasado. Quiero incorporar un antecedente de cuando 
vino la Presidencia de la República con la gente de la Oficina Nacional del Servicio Civil. En esa 
oportunidad, en función del artículo 4”, que establece una nueva forma de configurar la causal de despido — 
para bien o para mal, modifica las condiciones de trabajo en el sector público-, preguntamos si sobre eso y 
sobre otros temas de similar tenor se había llevado a cabo alguna instancia de intercambio con los 
representantes sindicales. Se nos dijo que sí, que había diálogo en forma permanente. Quisiera una visión 
sobre esto porque pareciera que hubiese versiones contradictorias. Una tajante, que acabamos de escuchar; el 
señor López ha sido por demás elocuente en cuanto a cuál es el estado de ánimo. 


En apariencia, el Gobierno no asume esa circunstancia de manera tan cabal porque diálogo no es 
negociación, pero se nos dijo que había un intercambio continuo sobre estos temas. Es más: en términos de 
que no se había hablado una sola vez sino que las instancias de intercambio habían sido recurrentes. 


En segundo término, sobre la propuesta vinculada con ese fondo de equiparación salarial —que me parece 
interesante, más allá de que no conozco los contenidos porque no leímos el documento-, pregunto si COFE 
ha estudiado —supongo que sí— si están identificados los recursos en los distintos Incisos y si se puede 
echar mano a ellos. Desde ese punto de vista, me gustaría saber si también se estudió cuál sería el verdadero 
destino y si hablamos de conceptos equivalentes. Los fondos que se generarían como recursos genuinos por 
la vía de una reasignación, ¿está calculado que permiten financiar determinadas inequidades salariales en los 
distintos Incisos? ¿Esos fondos serían suficientes para cumplir con el objetivo de manera completa? 


En tercer lugar, ya se habló de los contratos precarios y se relacionó el tema con los funcionarios de los 
diques del Estado. Quiero preguntar cuántos son y si es el único caso, más allá de que se dijo que hubo 
avances. 


Por último, el tema de las cuidadoras no nos resulta ajeno y lo hemos venido siguiendo desde el período 
anterior en distintas instancias y, en particular, en la Comisión de Legislación del Trabajo de la Cámara de 
Representantes. Si bien se ha judicializado el tema, hay sentencias contradictorias; ha habido algunas 
negativas en segunda instancia y otras muy contundentes a favor de las trabajadoras en primera instancia. 
Vamos a plantear el tema al INAU que viene el lunes. Por allí dijo el señor José López que tienen una 
fórmula o una idea. Sería interesante conocerla. No sé si la tienen por escrito y si nos pueden adelantar algo 
porque así como nos la transmiten a nosotros, podemos trasladarla a las autoridades del INAUÚ. 


SEÑOR IBARRA.- Estoy solicitando que se remita la versión taquigráfica a la Secretaría de la 
Presidencia de la República, a la Oficina Nacional de Servicio Civil y a la OPP porque acá tuvimos una 
información y es importante que las autoridades estén en conocimiento de las expresiones de los 
compañeros de COFE. Además, hemos sido muy insistentes con el tema de la negociación colectiva, no 
únicamente la bancada de gobierno sino también el Parlamento en general y, en especial, esta 
Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda. Así actuamos cuando tratamos el Presupuesto 
Nacional, tratando de abrir caminos para llegar a los acuerdos máximos posible. 


No obstante, es positivo que la Oficina Nacional de Servicio Civil les haya hecho llegar el diseño de la futura 
estructura escalafonaria que, sin duda, COFE la analizará en profundidad y espero que ese diálogo de alguna 
forma permita llegar a los acuerdos correspondientes. 


En cuanto a las preguntas concretas referidas al aditivo que se presenta sobre el dique de la Armada Nacional, 
se menciona al artículo 55. Está claro que las autoridades de COFE están de acuerdo con que el pasaje al 
artículo 55 significaría un nuevo contrato con la figura de contrato temporal. Está claro que esto es así y, por 
lo tanto, hay acuerdo en ese sentido. 


Sobre el mismo artículo, COFE ha dicho que ya están asignados los recursos. Me gustaría que nos ampliaran 
un poco en qué lugar y cómo se han asignado esos recursos. No lo recuerdo porque son muchos los artículos 
a considerar. 


Por otro lado, quiero saber de cuántos funcionarios se trata, pues en este momento no tengo la cifra exacta. 
Estamos hablando nada menos que del dique de la Armada que en los últimos dos o tres años está 
cumpliendo una función esencial, la de construir barcazas. Es un orgullo que la mano de obra uruguaya logre 
construir algo que es absolutamente necesario para el desarrollo del país. 


El último punto al que me quiero referir tiene que ver con el FONASA. En efecto, en DISSE se tenían 
determinados beneficios y en FONASA estos no se recogieron. Quisiera saber en qué está el tema de las 
negociaciones o si ha habido compromisos formales por parte de alguna autoridad de Gobierno en el sentido 
de otorgar los beneficios que se tenían antes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, la Mesa quiere informar que la Comisión tuvo contacto 
con el Subsecretario del Ministerio de Defensa Nacional por este asunto, en virtud de que también 
cuando compareció se solicitó hacer algunos ajustes en la redacción. Precisamente, este es uno de los 
temas en los que se tratará de realizar un ajuste en el articulado. 


SEÑOR GROBA.- Como es natural, estamos de acuerdo en que se remitan las actas correspondientes a 
los organismos mencionados por el señor Diputado Ibarra. Al pasar quiero decir que en materia de 
negociación colectiva y del convenio pactado del 30 de diciembre de 2010 en el que se proponía poner a 
consideración de los trabajadores todos estos temas con fecha 31 de mayo, si no recuerdo mal, 
indudablemente hay que corregir esa situación. 


En nuestro caso, queremos que conste en la versión taquigráfica el planteo de la necesidad de aceitar esa silla 
de ruedas oxidada en materia de negociación colectiva de los trabajadores del Estado, a fin de que empiece a 
funcionar. 


La otra constancia que quiero dejar es que a nosotros nos agrada que la oposición o parte de ella —no quiero 
involucrar al Partido Independiente porque todavía no ha llegado al Gobierno; seguramente en algún 
momento y pronto lo hará, y veremos cómo funcionan los mecanismos de los derechos de los trabajadores; 


no está presente el Partido Colorado en este momento- entienda que los sindicatos y las organizaciones 
sindicales son necesarias así como también lo son las negociaciones tripartitas, bipartitas y los Órganos de 
negociación. Acá hay un reconocimiento y una defensa permanente de un señor Diputado de la oposición que 
seguramente en aquella época era chico. Desde 1985 que hemos estado bregando por la instalación de 
actividades de negociación colectiva tanto en ámbitos privados como públicos. Y hoy esto existe. Entonces, 
ahora yo diría lo que dije hace un rato: hay que tratar de aceitar esa silla de ruedas para que funcione. 
Naturalmente, estamos preocupados por esta situación que plantean los compañeros de COFE en materia de 
cumplimiento de la ley de negociación colectiva. 


Por último, quiero agregar algún elemento más con relación al dique de la Armada Nacional. Además de lo 
dicho, allí se procesa una capacitación especial que creo es necesario que se capitalice, viendo la posibilidad 
de utilizar la figura de contrato temporal como establecen los compañeros de COFE, como forma de 
transición a una situación más extendida en el tiempo ya que en esa área de actividad, en los diques, hay una 
especialización que es muy importante mantener, promover y profundizar. Además, creo que este es un 
camino interesante para cumplir con ese objetivo. 


SEÑOR LANER.- Simplemente me voy a referir a un punto de la primera pregunta formulada por el 
señor Diputado Abdala, que tiene que ver con la negociación colectiva. Digo esto porque además de ser 
integrante del Consejo Directivo de COFE, soy el secretario público del Secretariado Ejecutivo del 
PIE CNT y jefe de la delegación cuando se accede al primer escalón, es decir, al órgano máximo de la 
negociación colectiva, que es el Consejo Superior de Negociación Colectiva, donde allí se representan 
todas las ramas. 


Mal se puede decir que ha habido un ida y vuelta por parte del movimiento sindical y el Gobierno en materia 
de negociación colectiva cuando todos saben que en el mes de julio la Mesa Representativa de la Central del 
PIIECNT votó por unanimidad la presentación de una queja ante la OIT por incumplimiento de la ley de 
negociación colectiva. Aclaro que no fuimos contra la ley, como lo hizo el sector privado, sino que la queja es 
por el incumplimiento de la ley de negociación colectiva. 


En el acta que hiciéramos frente al Ministerio de Economía y Finanzas decíamos -y lo repetimos más de una 
vez- que ojalá que las reuniones de negociación colectiva del Consejo Superior fueran como acá que se 
pueden hacer versiones taquigráficas. De paso saludamos la propuesta del señor Diputado Ibarra porque no se 
puede venir a decir acá que hay un intercambio permanente cuando para nosotros negociación colectiva es 
debate, discusión y propuesta, un ir y venir e intercambio, lleguemos o no a un acuerdo, porque la ley no 
prevé que lleguemos a un acuerdo sino que establece que hay que negociar. 


Posiblemente, si hubiéramos negociado la Rendición de Cuentas, habríamos negociado algunos de los 
decretos dictados el año pasado por parte del Consejo de Ministros, como la mal llamada "Ley de Seis 
Horas". Se nos quiso hacer ver que era hasta inmoral discutir ese decreto porque no podíamos reivindicar el 
trabajo por menos de seis horas, cosa que los trabajadores del Estado nunca pedimos, solo decíamos que ese 
decreto incluía muchas cosas más. También hay que mencionar al decreto relativo a las ocupaciones, la Ley 
de Presupuesto del año pasado y la Rendición de Cuentas de este año. 


Por algo el movimiento sindical votó por unanimidad la presentación de una queja, que tiene dos 
componentes: la voluntad de los trabajadores públicos de seguir negociando y que ante cualquier hecho 
manifiesto de que se respetaban los ámbitos, de que íbamos a discutir, contando con la posibilidad de un 
intercambio real, ya sea la propuesta de transformación del Estado o lo que fuera, inmediatamente 
levantábamos la queja. Hoy hace treinta y cinco días que, a través de la central del PI-CNT, presentamos al 
Gobierno la convocatoria al Consejo Superior de Negociación Colectiva y todavía no hemos obtenido 
respuesta. Y también se ha solicitado la convocatoria a los consejos de rama, pero tampoco ha habido 
respuesta. 


Por tanto, mal pueden decir la Presidencia de la República, la OPP o la Oficina del Servicio Civil que ha 
habido un intercambio. Sentarse en una mesa para discutir lo que quiero, cuándo quiero, cómo quiero y en los 
tiempos que yo quiero, no es negociación colectiva; no lo es para los trabajadores. Por algo hoy el 
movimiento sindical presentó esa queja. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CABRERA.- Quiero hacer algunas precisiones. 


Tal vez este no sea el ámbito, pero quiero insistir en que deberíamos profundizar en la construcción de esta 
Ley de Negociación Colectiva, contando con una participación real del Parlamento porque cambiaría 
sustancialmente las cosas. Está lo que dice una parte y lo que dice la otra, y, más allá de que después se 
puedan remitir los dichos, con total claridad, a través de la versión taquigráfica, lo bueno es que todos 
compartamos un mismo espacio y podamos encontrar caminos, ni siquiera de acuerdo, sino de discusión real, 
contando con la presencia de todas las partes y discutiendo en un mismo momento. Entonces, para nosotros 
sería importante que el Parlamento tuviera un lugar genuino dentro de la negociación porque, como se decía 
al principio, fue donde se gestó, discutió y entendió la necesidad de tener una ley de negociación colectiva. 
Eso crearía más democracia. Entendemos que esto es profundizar democracia con la participación de un 
Poder fundamental en la construcción del Estado, como es el Poder Legislativo. 


Con respecto a la pregunta del Diputado Ibarra, quiero hacer una precisión que tiene que ver con profundizar 
derechos. Cuando se comienza a pensar en el FONASA y en la construcción de un sistema distinto de salud, 
también hablamos de derechos. Esto tiene que tener correlación con los tiempos anteriores y con la 
visualización de cómo se construyen esos derechos de salud para los trabajadores del Estado. Dentro de 
DISSE había derechos de los trabajadores privados -bien ganados, por cierto-, y en momentos en los que hay 
un aporte del trabajador y la trabajadora para la construcción del sistema, también tienen que ser trasladados 
esos derechos. Y hablamos de derechos fundamentales como los relativos a la salud ocular. También 
hablamos de la visualización de condiciones de trabajo, porque las medias de descanso, que parece algo 
menor, pueden significar calidad real de trabajo, para determinado tipo de trabajadoras, a fin de mantenerse 
en ocupación y no tener que utilizar el seguro de enfermedad por no tener garantizado elementos tan 
prácticos como estos. De ahí la preocupación que tuvo COFE y no es de este momento sino que tiene su 
tiempo. Debemos recordar que estas preocupaciones vienen de viejos tiempos. En la gestión pasada se 
discutió con el Poder Ejecutivo de aquel momento la posibilidad de que cuando comenzara la transformación 
y el aporte de los trabajadores públicos a un sistema nuevo, también tendría que haber un trasiego de estos 
derechos que involucrara a una masa mayor de gente. Lo dejamos planteado en aquel momento y en ese 
sentido seguimos insistiendo. Por eso esperábamos contar con el compromiso de recursos genuinos para 
atender estos derechos, lo que de pronto no supondría tanta erogación para el Estado, pero implicaría un bien 
fundamental para los trabajadores que están esperando esta clase de derechos. 


SEÑOR LÓPEZ.- Quiero decir que no ha habido ningún tipo de negociación en el tema de la 
Rendición de Cuentas. No tuvimos acercamiento en ningún ámbito formal con el Poder Ejecutivo para 
discutir el articulado. En esto somos claros y categóricos. 


Con respecto al artículo 4”, pensamos que hasta podría haber una intencionalidad en cuanto a que salgamos a 
enfrentar las modificaciones en las condiciones de trabajo y, básicamente en este tema en el que se habla de 
las faltas de funcionarios públicos, no queríamos entrar en ese debate, precisamente por la estigmatización 
que estamos sufriendo los funcionarios por parte del Poder Ejecutivo. Hay que tener en cuenta que no 
tenemos los espacios para comunicar a la población nuestros pensamientos con relación a esto y sí los tiene el 
Poder Ejecutivo. Si salíamos a enfrentar lo que se modifica en la Rendición de Cuentas en referencia al tema 
de las faltas, seguramente se iba a decir que los trabajadores del Estado de nuevo estábamos defendiendo esto 
porque queremos faltar y todas esas cosas que por lo general se dicen. En concreto, ninguno de los artículos 
de la Rendición de Cuentas ha sido negociado con los trabajadores. 


Respecto del Fondo de Equiparación, nosotros sabemos que hay en cada uno de los Incisos algunos recursos 
que fueron asignados en función de posibles reestructuras. El Poder Ejecutivo está desarrollando algunos 
planes pilotos en tres Ministerios, donde sí están participando los sindicatos de base, pero no se está 
discutiendo la estructura organizacional de cada uno de esos Incisos ni cómo va a quedar la estructura 
salarial. Más bien se discuten algunos aspectos fundamentales, pero que no tienen que ver con lo sustancial 
en cuanto a cómo quedará formalmente la estructura organizacional de esos Incisos, sino más bien con las 
cuestiones programáticas de cada uno de ellos. 


Entendemos que hay recursos asignados en cada uno de los Incisos que todavía no han sido ejecutados y que, 
por lo menos, deberían ponerse a consideración, además del remanente de uno de los artículos —no recuerdo 
bien el número; creo que era el artículo 754 de la Ley de Presupuesto- que establecía lo relativo al salario 

mínimo. Ahí quedó un remanente y en su momento se llegó a discutir la posibilidad de un pago de partida por 


presentismo, o algo por el estilo, lo que nunca se concretó. Se suponía que entre el 1? de marzo y el 31 de 
mayo íbamos a discutir en una comisión esto para traerlo a la Rendición de Cuentas, pero esa comisión nunca 
se convocó. 


Por lo tanto, creemos que hay algunos recursos. Habría que estudiar cuáles se podrían reasignar, sobre todo 
para incentivar los salarios muy sumergidos y lejos de la tabla que soñamos tener en algún momento. 


Con respecto a los diques del Estado y la cantidad de funcionarios que estamos planteando, cabe decir que 
están en el entorno de los cien. En realidad, hay más trabajadores, pero los que tienen más de un año de 
trabajo en tareas permanentes en el Dique y se proyecta que tendrán trabajo por un tiempo largo más son 
alrededor de cien; no sé si son exactamente noventa y seis o ciento diez, pero andan por ahí. La financiación 
correspondiente está en un artículo de la Ley de Presupuesto correspondiente al Ministerio de Defensa 
Nacional que habilita el crédito para hasta 45.000 jornales de contratación directa; quiere decir que se puede 
financiar de este modo. Teniendo en cuenta lo que hemos escuchado de algunos de ustedes, del propio 
Ministerio de Defensa Nacional y de algún integrante del Poder Ejecutivo, espero que, cuando termine esta 
Rendición de Cuentas, no tengamos que seguir discutiendo esto, porque todos estamos de acuerdo en que hay 
que encontrar una solución. 


Ojalá que cuando termine de discutirse esta Rendición de Cuentas, esa solución esté efectivamente plasmada 
en un artículo que permita regularizar la situación de estos compañeros a través de contratos temporales de 
derecho público, tal como planteamos. 


Por supuesto que no son los únicos contratos precarios que hay en el Estado; existen muchos más. Nosotros 
incluimos en la carpeta una redacción que permitiría dejar abierta la posibilidad de buscar otro tipo de 
soluciones que puedan ser negociadas. Planteamos la alternativa de que sectores de trabajadores de distintos 
Incisos que tienen contratos precarizados, pero desarrollan tareas de carácter permanente, puedan ser objeto 
de regularización. 


Según me acotan, hay una situación muy particular en este sentido en el Ministerio de Desarrollo Social, en 
el que la gran mayoría de los trabajadores tienen contratos absolutamente precarizados. 


No quiero profundizar en el tema de las cuidadoras, porque lo incluimos un poco de contrabando, con la 
autorización de los compañeros, porque no tenemos una entrevista como sindicato de base; de todos modos, 
tenemos alguna idea que podemos plantear. No vamos a referirnos a cuestiones anteriores, de carácter 
salarial, sino a la necesidad de encontrar una solución contractual hacia adelante; lo otro, seguirá corriendo 
por vía judicial. Nos parece que en esta Rendición de Cuentas debería considerarse la posibilidad de 
encontrar un vínculo contractual que les permitiera tener algunos derechos de los que hoy no gozan estas 
trabajadoras, que están muy desamparadas. 


Por último, con relación a la pregunta del Diputado Ibarra -algo ya adelantó el compañero Pablo Cabrera-, 
hemos planteado en algunos ámbitos el tema del FONASA y los beneficios de los ex DISSE. Lo hicimos ante 
el equipo de representación de los trabajadores del BPS, y nos dijeron que lo que hacía falta eran los 
recursos. Además, se lo planteamos al ex Ministro de Salud Pública, Daniel Olesker, que iba más o menos en 
la misma dirección. Inclusive, hace ya más de un año, lo conversamos en una de las reuniones que tuvimos 
en el ámbito de negociación colectiva del sector público, en el nivel de rama, pero tampoco obtuvimos 
respuesta. En definitiva, lo hemos planteado en varios espacios y por eso también lo traemos aquí, pero 
reitero que no hemos tenido una respuesta concreta. 


SEÑOR BENTOS.- Quiero hacer una puntualización sobre el artículo 4”. 


Nosotros lo discutimos ampliamente en el Consejo Directivo Nacional de COFE. Este artículo no tiene 
mayor alcance ni razón de ser; no modifica ningún aspecto operativo de las reglamentaciones que ya existen. 
Lo único que se amplía es la posibilidad de sancionar a quien haga que le marquen la tarjeta. Eso nos parece 
una cuestión de rigor. No creo que haga falta que se establezca en un artículo que es un delito que alguien le 
marque la tarjeta a otro, pero si el Gobierno entiende que necesita poner por escrito cuestiones operativas que 
nos parecen de carácter administrativo y de resorte de las oficinas de recursos humanos de cada organismo, 
está bien. 


El tema es que nosotros entendemos que incorporar un artículo de este tipo en un Presupuesto o en una 
Rendición de Cuentas a lo único que puede apuntar es que a los funcionarios públicos se nos vea peor de lo 
que se nos ve hoy en día. En todo caso ¿qué sentido tiene decir: "Vamos a sancionar a quienes tenemos que 
sancionar"? Nosotros ni siquiera queremos discutir este artículo aquí; nos parece que no tiene mayor sentido. 


SEÑOR ASTI.- Ahora puede resultar un poco fuera de contexto, pero cuando se estaba hablando de la 
negociación colectiva, el compañero Laner comentó que la Mesa Representativa del PIMCNT resolvió 
presentar una denuncia por incumplimiento de la negociación colectiva. Según nos comentaron 
compañeros del Poder Ejecutivo, ese mismo día, habían estado reunidos y, con la presencia de COFE y 
del PP-CNT, se labró un acta en la que se establecía una agenda de reuniones. Por eso, me parece 
interesante y acompaño la propuesta del Diputado Ibarra de que todo lo que se está comentando aquí 
sea trasladado al Poder Ejecutivo, a efectos de tener también su visión acerca de cómo se procesó esta 
situación que derivó en que, el mismo día en que se produjo la reunión, se hizo la denuncia de 
incumplimiento de la negociación colectiva. 


Se habían trasladado borradores sin articular, a pedido expreso de COFE y del PIT-CNT, del Estatuto del 
Funcionario, y se esperaba una respuesta que, en aquel momento, todavía no había llegado. Este no es el 
ámbito para discutir la negociación colectiva, pero quería dejar sentado lo que nosotros, como legisladores, 
conocemos el tema. En el ámbito que corresponda, se seguirá dilucidando cómo puede avanzarse en este 
sentido y cómo puede ayudar o no una denuncia por incumplimiento de la negociación colectiva ante la OIT. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa tomó recaudos ante lo planteado por el señor Diputado Ibarra y 
procederá en consecuencia. 


SEÑOR GANDINI.- Me quedan muy pocas cosas para preguntar, porque varias respuestas ya fueron 
dadas por la delegación. 


Voy a concentrarme en lo siguiente: se dijo aquí que no ha habido negociación colectiva. Queda claro que no 
la ha habido entre el Poder Ejecutivo y la Confederación, pero, según la información que hemos recibido, 
tampoco la ha habido en el nivel de los organismos, en los que uno podría suponer que podría haber otra 
relación. Aquí recibimos a la Asociación de Funcionarios del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la 
de Funcionarios del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, que dice que nunca los han recibido; 
inclusive, otros sindicatos nos han señalado lo mismo. Quiero confirmar esto, porque puede ser que en algún 
Ministerio las autoridades y los trabajadores tengan algún desencuentro, pero si no se los recibe en ningún 
lado, y no hay negociación en ningún lado es que hay una política de no recibir, de no dialogar, de no poner 
en consideración aspectos que no necesitan ley de negociación colectiva para que se den, porque con o sin 
ella, diálogo ha habido siempre 


Entonces, la pregunta es: ¿no hay diálogo o no hay negociación salarial? En algunos casos que se nos han 
planteado aquí, directamente, no hay diálogo en ningún aspecto. 


En particular, quería preguntar si no hay diálogo ni intercambio -algo se ha dicho- sobre las reestructuras, que 
son materia estrictamente presupuestal y que, desde hace un tiempo, se vienen haciendo, a pesar de nuestra 
opinión contraria, sin ley, con una facultad delegatoria del Parlamento, que habilita al Poder Ejecutivo a 
concretarlas. Luego, de ese punto en adelante, la reestructura que resuelve por decreto el Poder Ejecutivo es 
la que se aplica; no vuelve al Parlamento para que este la sancione. Por lo tanto, es bueno saber si esa 
delegación de atribuciones y de recursos para que se reorganice un servicio del Estado se hace con la 
participación del movimiento sindical, de los trabajadores, en cada uno de los organismos, porque hay 
muchos recursos para ello. Es más: permanentemente, hemos estado aprobando más recursos -Inclusive, 
están previstos en esta Rendición de Cuentas- con destino a fondos de contrataciones de contratos temporales 
de derecho público que, luego de aplicadas las reestructuras, pasan a integrar recursos de la propia 
reestructura. Es decir que, de antemano, estamos dando más recursos de los que se estaban otorgando. Por lo 
tanto, es bueno saber hasta qué punto hay una negociación real en los tres programas pilotos y en alguno más, 
porque la Oficina Nacional del Servicio Civil nos dijo que se estaba por entrar en esa etapa. 


Por último, con relación a la negociación colectiva, queremos tener una opinión de COFE respecto al 
convenio colectivo que se llevó adelante en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. A algunos, aquí, les 


llamó mucho la atención que, precisamente, en ese Ministerio, no hay negociación colectiva; hay dos 
convenios colectivos. Queremos saber si tienen opinión al respecto, y si uno de ellos tiene que ver, por lo 
menos, con la distribución de funcionarios, incluidos integrantes de la dirección sindical. 


Por otra parte, quiero hacer una aclaración con respecto al problema de los diques. La delegación está 
planteando transformar los contratos actuales en contratos temporales de derecho público. La pregunta es: 
¿cómo están contratados actualmente? ¿Siguen siendo contratos eventuales? La Ley de Presupuesto eliminó 
los contratos eventuales, por lo que no sé si estos contratos continuaron en esa categoría. Si así fuera, la 
redacción que se plantea es correcta; de lo contrario, deberíamos modificarla. El otro día, tuvimos un largo 
intercambio con la Oficina Nacional del Servicio Civil sobre este tema, y nos decían que no se eliminaban los 
cargos, sino que el último inciso del artículo 55 desaplicaba para los Incisos 02 al 15 los contratos eventuales. 
Queremos saber si estos cargos continuaron de esa forma o se transformaron en alguna otra modalidad 
establecida por la ley vigente, a efectos de dar una redacción lo más adecuada posible a la propuesta que 
plantean. 


Con respecto a las cuidadoras, creo que quedó claro que algo tenemos que hacer; se debe hacer un contrato a 
medida. Hay una relación laboral muy sui generis, muy diferente. Al Estado no le conviene quedarse para 
toda la vida con un funcionario público que cumple funciones muy delicadas y especiales, si no las cumple, 
ni al particular le sirve tener una relación laboral inestable, que encubre una auténtica relación de 
dependencia llena de problemas, como sucede actualmente. Creo que hay que hacer un contrato especial para 
regular esta actividad en el futuro. Estamos dispuestos a trabajar en ese sentido. Si tienen ideas, con gusto las 
escucharemos porque es un tema que nos preocupa y sobre el que siempre recibimos la preocupación de las 
interesadas, básicamente. 


SEÑOR LANER.- Sobre las interrogantes que planteó el señor Diputado Gandini, responderán los 
compañeros; yo voy a hacer referencia a un comentario que no podemos pasar por alto, dado que la 
versión taquigráfica de esta reunión será enviada a determinados organismos del Estado. 


En ningún momento la delegación del Consejo Superior firmó ningún tipo de acta con nadie. Vamos a aclarar 
algo. La fecha tope que teníamos para la presentación de la queja ante la OIT era el 24 de junio, si no 
recuerdo mal. Cuando los compañeros estaban en Ginebra, sorpresivamente, nos reunimos con el Poder 
Ejecutivo -por lo menos, con las delegaciones que integran normalmente el Consejo Superior: la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, la Oficina Nacional del Servicio Civil-, cinco veces en diez días, lo que no 
había pasado en el transcurso del año 2011. Eso sucedió porque se sabía que se presentaba la queja en la OIT. 
Hubo una reunión en la Torre Ejecutiva, pedida por la Central, buscando un camino para no presentar la 
queja. 


Como dijo el señor Diputado Asti, se manejó la posibilidad de labrar un acta, pero el Prosecretario de 
Presidencia, doctor Diego Cánepa, dijo que no iba a firmar acta alguna, en nombre de nadie, en la que se 
señalara que se iban a respetar los ámbitos de negociación colectiva y la discusión. Tengo como testigos a los 
compañeros que participaron. 


Los trabajadores somos los primeros en defender ese instrumento, que nunca tuvimos. En el anterior 
Gobierno, tuvimos un convenio marco, primero, y para apagar un incendio, se levantó un teléfono para 
comunicarse con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y con la Oficina Nacional del Servicio Civil y en 
cuarenta y ocho horas tuvimos instalado un ámbito. Ahora, no sabemos ni a quién llamar. 


Tenemos una dificultad. Mientras el señor Presidente tiene una línea en el sentido de que la reforma del 
Estado, la transformación de la gestión del Estado y todo lo que tiene que ver con los trabajadores se debe 
discutir con los trabajadores, para abajo; algunos son más "pepistas" que el "Pepe" y hacen lo que quieren y 
no respetan esa línea. Hay gente que no quiere negociación colectiva. Ese es el problema. Hay una 
concepción política de algunos integrantes de la infraestructura del Gobierno que no quieren discusión 
colectiva, que es diferente a lo que plantea el Presidente de la República, que lo ha planteado en el propio 
Secretariado el PIT-CNT. Ahí está el problema. 


No hay acta. Lo que hay, desde el año pasado, que fue presentado por el departamento de estatales y 
municipales, es una propuesta de agenda temática que tiene un montón de puntos que jamás pudimos discutir 
con quienes hoy son los miembros naturales del Consejo Superior de Negociación Colectiva. Es una variada 


agenda. Inclusive, llegamos a un acuerdo con el Poder Ejecutivo, con el señor Presidente, en el sentido de 
que la reforma del Estado no era un problema solo de los públicos, sino que era de toda la sociedad, por lo 
que había que conformar una Comisión técnica variada, con públicos y privados, con todos los sindicatos, 
porque para la Central, la reforma del Estado debía hacerse de cara al desarrollo productivo y al Uruguay de 
2030 que se planteaba. Pero ese es otro tema, que todavía no ha caminado. 


Lo que plantea la Ley de Negociación Colectiva -presentación de los avances de la Ley de Presupuesto y de 
la Rendición de Cuentas; estabilidad laboral; condiciones de trabajo; carrera administrativa- son temas que no 
se han discutido. 


Reitero que esa acta no existió; no está firmada por nadie. Simplemente, quedó como una propuesta que fue 
desechada por la Prosecretaría de Presidencia. Digo esto con fundamento, porque estuve en esa reunión. De 
alguna manera, como esta versión taquigráfica va a ir a algunos organismos del Estado, que cada uno asuma 
la responsabilidad que corresponda. 


Lo que no se puede decir es que los trabajadores no hemos defendido con uñas y dientes este instrumento que 
para nosotros implica la Ley de Negociación Colectiva, que nos da la posibilidad de aportar y discutir. 


SEÑOR LÓPEZ.- Quiero señalar dos o tres aspectos para complementar. 


Es claro lo que se dijo ante el planteo que formuló señor Diputado Asti. En la reunión que se hizo en la Torre 
Ejecutiva, precisamente, quien no quiso firmar el acta fue el Poder Ejecutivo. Nosotros fuimos con esa 
propuesta, pero no quisieron firmarla; dijeron que luego analizaríamos los ámbitos de negociación. 
Evidentemente, se llegó a concretar la denuncia en la OIT. 


Respecto a la pregunta del señor Diputado Gandini en cuanto a si hay negociación o no a nivel general, 
intentaré dejar claras algunas cuestiones. La Ley de Negociación Colectiva plantea, básicamente, tres niveles 
de negociación: Consejo Superior de Negociación Colectiva del sector público, Consejo de Rama y la 
Negociación Bilateral entre los Ministerios y los sindicatos. 


Con el Consejo Superior, hemos tenido grandes dificultades, muchas; creo que nos hemos reunido tres veces 
desde que ha asumido este Gobierno. Precisamente, muchas veces, nos reunimos para tratar un mismo tema: 
cómo reorganizar la negociación colectiva. Pero no pudimos avanzar en los temas de agenda, de discusión y 
de materia de negociación. 


En el Consejo de Rama hemos mantenido alguna reunión más, pero realmente, ha resultado muy dificultosa 
la negociación; no hemos podido avanzar en ninguno de los temas, sobre todo, en los sustanciales, como la 
Ley de Presupuesto o la Rendición de Cuentas. Nos enteramos de su contenido cuando ya están en el 
Parlamento, porque entramos en Internet. No hemos podido negociar ni discutir, más allá de que tenemos 
algunos convenios que complementan la ley y establecían espacios para negociar concretamente esos lugares. 


En el tercer nivel de negociación, se ha dado de todo, como en botica; ha habido sindicatos que podían 
discutir y negociar con sus Ministerios, en algunos casos, para poder llegar a acuerdos, y también se ha 
producido una situación bastante particular. No podemos decir que en los conflictos el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social no nos ha convocado para apagar los incendios que se generaban en algunos lugares y, 
articular, en algunas unidades ejecutoras. Cada vez que había un conflicto, se convocaba al ámbito y la 
Dirección Nacional de Trabajo establecía un mecanismo que podía, de alguna manera, buscarle la vuelta para 
salvar la situación. 


En el propio Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, tuvimos grandes dificultades con el relacionamiento 
de sus trabajadores, a tal punto que hay dos convenios que están incumplidos. Uno, establecía una carga 
horaria específica para un sector de trabajadores -hasta COFE fue firmante de ese convenio y no se está 
cumpliendo- y, el otro, tiene que ver con un conflicto bastante duro: a raíz del decreto de extensión horaria, 
según el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, hay un excedente de funcionarios, lo que generó una 
situación bastante complicada, porque se quería prescindir a dedo de algunos trabajadores. Ello llevó varios 
días de negociación y conflicto, y se terminó resolviendo, no de la mejor manera, pero, por lo menos, los 
trabajadores no quedaron en la calle. 


El otro problema es que al no respetarse los ámbitos de negociación, tenemos algunas dificultades. Hemos 
tenido conflictos para poner dentro un mismo Inciso los dos casos de los registros: el Registro Civil y los 
registrales. Para que se cumpliera un convenio que ya estaba establecido con el Registro Civil, tuvimos casi 
cuatro meses de negociación y se terminó encontrando una salida. Pero la salida al conflicto de los 
registrales, que pararon el país y generaron un lío bárbaro, se consiguió en menos de una semana, sin la 
participación de los ámbitos de negociación colectiva previstos por la ley. 


En la asamblea de COFE se hizo referencia a que hay que generar lío para conseguir los resultados. Creemos 
que uno de los principales elementos que plantea la ley de Negociación Colectiva es, precisamente, evitar los 
conflictos. 


Queremos plantear con mucha claridad la situación que se da, porque hay demasiados puntos de contacto. No 
se convoca a los ámbitos de negociación previstos por la ley, sobre todo, en los dos niveles superiores. 
Cuando hay lío, sí tenemos una respuesta concreta para buscar una solución al conflicto, pero eso también 
genera otra situación: al no respetarse la prevención de conflictos, se generan líos, lo que va generando una 
cadena complicada para el Poder Ejecutivo y también hace más difícil nuestra tarea, en función de nuestra 
representatividad. 


Con respecto a la reestructura, queremos ser bien claros, porque hemos tenido alguna diferencia con el Poder 
Ejecutivo. En los ámbitos en los que se está desarrollando el plan piloto, no se está hablando de lo sustancial 
de una reestructura, es decir, de cómo va a quedar el organigrama organizacional en el que se establecerán los 
niveles salariales, los niveles de Dirección, las funciones. No se habla de nada de eso en ninguno de los tres 
ámbitos en los que estamos participando. De lo que se habla es de cuestiones más programáticas, es decir, de 
cuál es la visión y misión de cada uno de estos Ministerios. Queremos dejar claramente establecido, para que 
conste en la versión taquigráfica, que, para nosotros, eso no es la negociación de la reestructura, sino que se 
trata de ámbitos en los que participamos gustosamente, porque también queremos aportar el saber de los 
trabajadores en cuanto a lo programático. Sin embargo, no es lo esencial con relación a cómo va a quedar la 
estructura organizacional de los Ministerios. 


SEÑOR BENTOS.- Con respecto al contrato de los compañeros de los diques, debo decir que están sin 
contrato. Hay un artículo que hace referencia a la relación laboral al amparo del inciso primero y 
segundo del artículo 103 de la Ley N” 17.296. Esto se paga con rubros extrapresupuestales de la 
Armada, que obtiene por los servicios del SCRA. En la Ley de Presupuestos, se le ha adjudicado una 
cantidad de cuarenta y cinco mil jornales, de los que sale la financiación para pagar el salario de estos 
trabajadores. No tienen una contratación formal. Se les paga a partir de dos artículos: uno, que 
construye la relación laboral parecida a la eventualidad y, otro, que refiere a la financiación que sale de 
los recursos extrapresupuestales que obtiene la Armada de la construcción de estos aparatos. 


También quiero dejar en claro que la denuncia que se estableció ante la OIT por parte de los trabajadores para 
defender la aplicación de la Ley de Negociación Colectiva, tiene la contracara de que COFE también 
presentó una nueva queja -esto ha sucedido en varios organismos de la Administración central-, vinculada 
con la violación de las garantías que tenemos los representantes gremiales para el desarrollo de la actividad 
gremial. Hay dos denuncias en la OT'T: una que presentamos en general con todos los trabajadores, inclusive, 
los del PP-CNT, y otra, que presentó exclusivamente COFE, que tiene que ver con la violación de los 
convenios internacionales, aprobados y homologados por ley en la República Oriental del Uruguay. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la presencia de la delegación de COFE. 
(Se retira de Sala una delegación de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Intergremial Universitaria) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de la Intergremial Universitaria, integrada por la señora Marisa Torrado y el señor Alfredo 
Alemán, integrantes de la Unión de Trabajadores del Hospital de Clínicas; por la señora Cristina Díaz y el 
señor Alfredo Peña, integrantes de la Agremiación Federal de Funcionarios de la Universidad de la 


República, y por el señor Gastón González, integrante de la Federación de Estudiantes Universitarios del 
Uruguay 


SEÑOR PEÑA.- Lamentablemente, algunos compañeros -los delegados de ADUR- tuvieron que 
retirarse porque tenían compromisos asumidos. 


Básicamente, el planteo de la Intergremial Universitaria está expresado en la declaración que se hizo llegar en 
su momento a la Comisión. 


En esta instancia nosotros apoyamos el planteo de la Universidad de la República para esta Rendición de 
Cuentas. 


Entendemos que los fondos que se pretenden asignar a través del artículo ventana del Presupuesto nacional 
no son suficientes para cubrir las necesidades que tienen los organismos de la enseñanza, tanto ANEP como 
la Universidad de la República. 


Cabe destacar que muchos programas de la Universidad de la República -esto ya fue expuesto el día de ayer 
por parte de las autoridades de la institución- no van a tener incrementos en el resto del Quinquenio. Por 
tanto, los programas de investigación, enseñanza y extensión no se van a poder desarrollar de acuerdo a lo 
planteado por la institución a través de sus Comisiones sectoriales. Además, los temas relacionados con la 
carrera de los funcionarios, tanto docentes como no docentes, van a quedar sin atender. O sea que todos los 
avances que se obtuvieron en el Quinquenio anterior quedarán relegados. En ese entonces teníamos una base 
salarial muy baja y un gran atraso en las carreras de los funcionarios docentes y no docentes, por lo que la 
institución llevó a cabo algunas políticas que fueron efectivas. Por ejemplo, en el caso de los docentes, hizo 
llamados para extensiones horarias y ascensos de grado. Asimismo, llevó a cabo una reestructura 
escalafonaria para los funcionarios técnicos, administrativos y de servicio, y se recompuso la escala salarial. 
Por tanto, todos esos temas van a quedar sin atender. 


También es necesario crear nuevos cargos, tanto docentes como no docentes, para atender el desarrollo de la 
institución. En ese sentido, también nos preocupan los salarios de los docentes y los de los funcionarios 
técnicos, administrativos y de servicio; cabe destacar que para los tres años que restan del Quinquenio está 
previsto un incremento de 5%. Nosotros habíamos previsto un incremento de la masa salarial de un 8,6% 
para el quinquenio; este año se otorgó un 3,1%, por lo que para el resto queda solo un 5,5%. Ese tema nos 
preocupa, porque con esos porcentajes se deberán atender las políticas relacionadas con las carreras y 
creaciones de cargos y no se podrá continuar con las actividades previstas. 


El tema relativo al desarrollo hacia el interior del país también fue explicado el día de ayer por las 
autoridades de la Universidad. En este sentido, queremos decir que si bien se otorgaron recursos importantes, 
fueron destinados en forma inversa a la solicitud de la Universidad. Esto va a generar, por ejemplo, que el 
año que viene se inauguren tres nuevos edificios en el interior pero no se cuente con los recursos suficientes 
como para dotarlos de los funcionarios y los docentes necesarios para llevar adelante las actividades. Tal 
como se planteo aquí, cuando se realizó el llamado para presentación de nuevas carreras en el interior, se 
presentaron veinticinco propuestas, de las cuales solo se van poder financiar cinco. 


Por otro lado, la situación del Hospital de Clínicas sigue siendo crítica. A pesar de que se asignaron recursos 
y se obtuvo una donación de Venezuela, las obras de infraestructura no están previstas en el plan de obras a 
mediano y largo plazo, por lo que quedaron sin una asignación presupuestal. 


Con respecto a la retención de los funcionarios también hay dificultades. En los últimos años, debido a las 
diferencias salariales generadas, hay mucha rotación de funcionarios, porque ni bien ingresan son captados 
otros organismos públicos o por el sector privado. 


Por tanto, si lo señores legisladores prestan atención podrán observar que de la asignación presupuestal 
otorgada a la Universidad de la República, para el año 2012, básicamente, $ 38:000.000 se van a destinar 
para el desarrollo en el interior, y $ 100:000.000 para la masa salarial, lo que representa aproximadamente un 
2%. Por tanto, para 2012 se destinarán $ 138:000.000; para 2013, se destinarán $ 85:000.000 para el 
desarrollo en el interior y $ 107:000.000 para salarios, y para 2014, $ 206:000.000, es decir, $ 143:000.000 
para el desarrollo en el interior y solo $ 63:000.000 para la masa salarial, que sería alrededor de un 1%. Por lo 


tanto, nosotros entendemos que esta asignación es muy insuficiente. Como se decía ayer, desbalancea lo que 
es el crecimiento de Montevideo respecto al crecimiento del interior. Si bien nosotros entendemos que hay 
una prioridad fijada por el país en cuanto al desarrollo en el interior, también creemos que no se puede dejar 
congelado a Montevideo; no se pueden dejar congeladas las políticas que refieren a los funcionarios ni 
tampoco el tema de los salarios. En cuanto a esto, en enero de este año nosotros tuvimos como ajuste salarial 
un 5% por inflación, porque se nos cambió la forma de cálculo. Nosotros veníamos teniendo el 100% del IPC 
pasado. Este año se cambia y se pasa al centro de la banda fijada por un acto de economía, lo cual implica un 
5%, pero tuvimos una pérdida de un 1,93% respecto a lo que fue la inflación del año pasado. Eso no fue 
contemplado por el Ministerio de Economía y Finanzas. Lo que se nos dijo a través de la Mesa de 
Negociación Colectiva es que era solo para los gremios que tenían firmado un convenio salarial con el 
Gobierno. En ese sentido, lo que nosotros planteamos es que no tuvimos oportunidad de firmar un convenio 
salarial debido a que, a pesar de las reiteradas oportunidades en las que pedimos que se reuniera la Mesa de 
Negociación Colectiva de la Universidad del año pasado, solo se nos convocó después de que ya estaba 
presentado el Presupuesto por el Gobierno al Parlamento. O sea que no tuvimos ocasión de negociar como sí 
lo tuvieron otros gremios del sector público. 


Nosotros también tenemos una diferencia importante que queremos trasladar en cuanto a la forma en que se 
calculó el artículo ventana. Entendemos que allí se tomó el cálculo del PBI 2010 y se comparó con la 
asignación 2011. Si esto se hubiera hecho PBI 2010 con asignación 2010, la diferencia hubiera sido mayor, 
alrededor de $ 2.100:000.000, y lo asignado por el artículo ventana fueron solamente $ 1.200:000.000. En ese 
sentido, creemos que hay que hacer un esfuerzo por atender estas solicitudes. 


SEÑOR ALEMÁN.- Quería profundizar un poco más en el tema del hospital universitario, que ha 
estado en el tapete en los últimos días y seguirá estándolo, porque en asamblea los funcionarios nos 
declaramos en conflicto por temas que, desde nuestro punto de vista, tendrían una solución más que 
rápida si hubiera voluntad de parte del Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. 


En la Resolución N* 20 del 29 de marzo de 2011, queremos dejar claros los números que compartimos el 
gremio del Hospital de Clínicas y la Comisión Directiva del Hospital -o sea, el órgano político de 
conducción- en cuanto a que el total de obras de mediano y largo plazo para la recuperación de la planta 
física del hospital y el equipamiento costarían, aproximadamente, US$ 49:000.000. Nosotros habíamos 
solicitado en el Presupuesto Quinquenal que esto se repartiera en $ 109:000.000 por año durante nueve años, 
porque se demostró que el Hospital puede ejecutar -con la donación de la República Bolivariana de 
Venezuela- entre US$ 4:000.000 y US$ 5:000.000 por año, con cero esfuerzo y siendo eficiente ciento por 
ciento. 


Para este año recibimos $ 36:500.000 para inversiones y obras; $ 21:000.000 por consolidación de lo 
ejecutado en el Ejercicio anterior; $ 13:000.000 por la distribución interna que hizo la UDELAR del 
incremento recibido por el artículo 686; y $ 2:000.000 de incremento por el artículo 542, destinado a 
proyectos de alto impacto docente. Esto constituye un 33% de lo solicitado al Parlamento por la Universidad 
de la República. Para completar esto, nos restan $ 72:500.000, precisamente para enfrentar las obras. Lo que 
pide la Comisión Directiva a la Comisión Programática Presupuestal en este año es que se asigne al Hospital 
$ 50:000.000 para inversiones en el Hospital de Clínicas durante el Ejercicio 2011. Esto es para que vean 
que, si bien nosotros estamos haciendo reclamos puntuales -salariales y demás- compartimos en mucho la 
visión de los órganos de co-gobierno de la institución. Inclusive, cuando se solicitó el incremento en recursos 
humanos, nosotros estábamos entre un 40% y un 50% de la plantilla de personal en el hospital universitario. 
Esto se agrava en temporada invernal, como ahora, por el ausentismo laboral provocado por enfermedades de 
la época. Nosotros necesitamos 900 funcionarios más y $ 230:000.000 de lo solicitado para el Quinquenio, 
ejecutando $ 57:000.000 anualmente para la creación de estos cargos. Lo demás viene por otros ámbitos -no 
del Parlamento-: los ámbitos de negociación colectiva. Pero está difícil reunirlos, precisamente, para lograr 
un convenio que permita que estos cambios se vayan desarrollando. 


Es importante decir también que todas estas obras en el hospital universitario -excepto en el centro 
cardiovascular, que es la parte nueva construida- fueron ejecutadas manteniendo el hospital operativo en sus 
diversos sectores, tanto cocina como emergencia y piso dos. Fue un esfuerzo para los pacientes y para el 
personal, pero se demostró que se puede hacer y que es importante que se haga esta inversión. 


En este momento son ustedes, los Diputados, quienes tienen la palabra para lograr acercarnos un poco más a 
las metas y los objetivos que necesitamos para la atención de la gente y para la formación de los recursos. 
También vale decir que el propio Estado ha invertido mucho en hospitales en el sentido, por ejemplo, de un 
canje de deuda con Italia mediante el cual se nos colocó un tomógrafo y un resonador magnético de última 
generación que muchas veces no están funcionando por falta de recursos humanos para operarlos. Esto se ve 
aumentado por la falta de egresados en el área de imagenología en cantidad suficiente para lo que requiere el 
país y, en parte, porque el sector privado se nos lleva a esta gente que está muy bien formada. Esto provoca 
que se incrementen los costos operativos del Estado, porque ASSE -que podría estar perfectamente usando 
los servicios del hospital universitario, que son mucho más baratos que los del sector privado- está pagando 
las resonancias magnéticas y las tomografías en IMPASA. Es decir que muchos de los pacientes del hospital 
se están haciendo resonancias fuera del hospital, teniendo este un resonador magnético de última generación. 


Por eso estamos diciendo que la inversión que se necesita es grande, pero es justificada; no es gasto, es 
inversión en atención a la salud y en formación de recursos humanos porque esta tecnología de última 
generación permite que los estudiantes de las escuelas de tecnología se formen y capaciten con lo último y lo 
mejor en tecnología en el país. 


SEÑOR GONZÁLEZ.- Básicamente, nosotros queríamos enmarcar nuestro planteo en el sentido de 
qué se está planteando la Universidad, qué importancia tienen estos programas de los que estamos 
hablando en la segunda reforma universitaria, cuáles entendemos que son vitales que se mantengan y 
en los que se necesita incremento y cuál es la importancia que esto tiene para el país. 


Primero, deseo comentar que nosotros enmarcamos los objetivos -que son objetivo país- dentro de la 
reforma, en cuanto a la generalización de la enseñanza terciaria a lo largo de toda la vida, conectado con el 
mundo del trabajo y en todo el país. Esa es la visión que tenemos. 


En cuanto a la educación creo que se debe hacer una apuesta muy grande por universalizar la educación 
secundaria y generalizar la educación terciaria. Estamos muy lejos aun, inclusive si nos comparamos con 
otros países de Latinoamérica, en cuanto a que la población de un rango de edad de entre dieciocho y 
veintiséis años, estudie a nivel terciario. Tenemos que hacer una apuesta fuerte para generar más oferta a fin 
de que los adolescentes y jóvenes lleguen a la educación terciaria y luego egresen. 


En ese sentido, me pregunto qué se ha hecho, qué queda por hacer y dónde hay que hacer la apuesta. 


Primero que nada, sabemos que hubo un incremento importante en la educación en el período pasado. 
Queremos plantear qué se ha hecho al respecto, qué se puede hacer con eso y cuestionar por qué no se sigue 
apostando -como creemos que no se está haciendo en este período- a la educación como una prioridad y por 
qué la necesidad de seguir con los incrementos. 


Mucho se ha hablado -y sabemos que se planteó ayer- sobre la situación de los egresos y de los ingresos en la 
Universidad. Hay un dato del año 2010, que es muy significativo, en comparación con el año 2000; los 
ingresos aumentaron 31% mientras los egresos aumentaron un 57%. ¿Qué se puede hacer para aumentar estas 
cifras, manteniendo los niveles de calidad de la Universidad de la República y mejorándolos, haciéndolos 
más equitativos, y qué se ha hecho? Para eso, hay programas muy importantes, tanto de enseñanza como de 
investigación y de extensión, que hay que seguir priorizando, a los que hay que seguir apostando. Sin duda, 
una de las políticas fundamentales en este sentido es el interior, que es donde más se ven los avances. 
Creemos que es importante que en este período nos limitemos a hacer interior que no lo estamos haciendo del 
todo bien, cuando había un proyecto bien estructurado sobre cómo era mejor hacer la apuesta al interior, al 
cual luego me voy a referir. También es importante que en Montevideo se sigan llevando a cabo programas 
que han tenido mucho éxito como el de diversificación de horarios y modalidades de estudio, que tiene 
mucho que ver con la situación del estudiante trabajador, que cada vez vemos más. En el censo 2007 
pudimos relevar que alrededor del 70% de los estudiantes activos de la Universidad, trabajan. Por ello, es 
importante hacer programas que ofrezcan modalidades nuevas de enseñanza y nuevas oportunidades para que 
los estudiantes puedan mantener las dos actividades, que les sirva como enriquecimiento y las actividades 
sean compatibles y puedan seguir estudiando. 


El desarrollo del programa de tutorías en la Universidad es algo que en las universidades de los países 
desarrollados se ve y está muy avanzado. Es muy importante el acompañamiento del estudiante. Acá estamos 


hablando del tema del tránsito del estudiante por la Universidad, de la flexibilidad, de la movilidad horizontal 
y de la importancia que eso tiene para que una cifra tan alta de egresos. Ayer los legisladores planteaban la 
relación ingresos egresos y qué se puede hacer al respecto. Yo creo que hay que avanzar en flexibilidad, en 
movilidad, en tutorías, en modalidades de estudio. 


De un tiempo a esta parte, se han generado nuevos programas que nosotros consideramos fundamentales, 
como los que mencionaba, y a los que hay que seguir apostando. Lo relativo a tutorías es algo muy incipiente 
en la Universidad. Hay que hacer una apuesta fuerte para que las Facultades en las que se comenzó a hacer 
alguna experiencia de tutorías se fortalezca y, en aquellas donde no hay nada se puedan generar nuevos 
programas. 


Hoy en día, las tutorías son en su mayoría de ingresos, es decir, un acompañamiento inicial. Hay que hacer 
tutorías de ingreso, de acompañamiento y también tutorías de egreso para que aquel estudiante que se está 
por graduar pueda asesorarse sobre cómo insertarse en el mercado laboral o en cómo seguir sus estudios de 
grado. También son importantes los programas de la Plataforma EVA y el aprovechamiento de las tecnologías 
de la comunicación incorporadas a la enseñanza para generar cursos semipresenciales. Esta es una forma 
importante de contribuir con el tránsito de los estudiantes por la Universidad. 


Todos estos programas necesitan ser fortalecidos y no necesariamente están en las líneas que son priorizadas, 
como es interior y plan de obras. 


Acá también es importante el tema de los funcionarios docentes y no docentes, porque ante un contexto de 
aumento de matrícula importante, estamos muy lejos de los estándares internacionales en términos de 
docentes por estudiante y funcionarios no docentes por estudiantes. Estamos lejos y, en algunas Facultades, 
esos números son alarmantes. Nosotros manejamos la inversión que sería necesaria para llegar a esos 
números y era un disparate. De todos modos, hay que generar un acercamiento en ese sentido. 


Creo que la inversión en recursos humanos, en una actividad como la educación -que es absolutamente 
intensiva en recursos humanos- es fundamental. Acá nosotros estamos hablando de contratación de nuevos 
docentes. La situación es bastante más preocupante porque se trata de un tema de extensiones horarias, de la 
necesidad de aumentar la dedicación de los docentes a las actividades universitarias de enseñanza, 
investigación y extensión. Hay una realidad en muchos servicios universitarios que tienen una gran cantidad 
de docentes con dedicaciones de entre cuatro y ocho horas, que son muy bajas. Poder lograr un incremento en 
la dedicación horaria de los docentes permitiría no solo una mejor enseñanza sino también que algunos 
servicios que no hacen investigación, empiecen a hacerla. Lo mismo pasa con la extensión: si no está el 
docente en la casa de estudios, no es lo mismo el proceso de enseñanza, de aprendizaje ni de investigación. 


Aprovecho para vincular el tema de la investigación en la que la contribución que hace la Universidad en este 
sentido al país, sin duda es muy importante. Asimismo, lo es seguir apostando a programas de investigación 
sino que la clave está en el tema de los docentes, no solo en extensiones horarias sino en dedicaciones totales 
donde se ha generado un incremento en las dedicaciones totales en la Universidad, que es impresionante y 
necesitamos que eso siga haciéndose porque si no, aquellos servicios postergados en términos de 
investigación, en los que no había ningún desarrollo y en los que en este período se empezó a ver, pueden 
seguir así. 


Lo mismo pasa con extensión, que era una función de la Universidad que estaba totalmente olvidada. De un 
tiempo a esta parte observamos cómo se empezaron a desarrollar programas de vital importancia, sobre todo 
en lo que hace al vínculo de la Universidad con la sociedad. Necesitamos que se sigan generando nuevos 
programas y hay una apuesta muy fuerte 


Es necesaria la aprobación de una nueva Ordenanza de grado como un mojón importante en la reforma 
universitaria, que regule los estudios de grado. Allí hay un punto fundamental: la curricularización de la 
extensión, destacado en su momento tanto por el Presidente como por el Vicepresidente en el Consejo 
Directivo Central que se hizo en Tacuarembó. Necesitamos generar programas de extensión para que no 
quede solo en un papel que diga que vamos a curriculizar las actividades de extensión. Si los estudiantes no 
tienen ofertas en el proyecto de extensión en los cuales puedan participar incrementalmente, va a quedar solo 
en el papel. 


Quería profundizar en la enseñanza en el interior. Sin duda, una de las apuestas fundamentales -no solo de la 
Universidad, sino del país; se vio en la última campaña electoral y lo marcábamos el año pasado en la 
discusión presupuestal- es llevar el conocimiento a todos los rincones del país. ¿Cuál es la situación en este 
momento? La Universidad presentó una propuesta bien elaborada, explicando de qué modo hacer las 
inversiones. Pensamos que podíamos plantear para el año que viene comenzar con veinticinco nuevas 
propuestas de carreras, pero probablemente el presupuesto dé para cinco. Esto se debe a cómo se dieron los 
incrementos -nosotros planteábamos un incremento más fuerte al principio y que luego fueran cada vez 
menores ya que queríamos llenar con carreras desde un principio y luego ir generando un incremento 
paulatino- y a que la asignación no fue la que esperamos. Esta situación se ve agravada porque la demanda de 
utilización de esa oferta estudiantil fue por encima de la que esperábamos. Por ejemplo, nosotros 
esperábamos en la Regional Este una duplicación en el número de estudiantes en el quinquenio y esa 
duplicación se dio del año pasado para este. Necesitamos canalizar esa demanda, que podamos dar a esos 
jóvenes que están saliendo de Secundaria la oferta educativa necesaria para que puedan continuar sus 
estudios. Creemos que eso es vital para el país. 


Además, existe una franja que la Universidad no está cubriendo. Me refiero a la zona Oeste, Suroeste y 
central del país. La Universidad aún no tiene ninguna experiencia. Quisiéramos plantearnos como objetivo de 
mediano plazo llegar a esas zonas. 


Hay dos áreas en las que no habíamos logrado profundizar en el período pasado, ellas son: gestión y bienestar 
universitario. Se creó un Consejo delegado de gestión donde se vienen procesando una cantidad de proyectos 
para generar una mayor eficiencia en la Universidad. Hay algo de lo que se habla mucho y es de cómo utiliza 
sus recursos la Universidad. Nosotros creemos que no se hace de mala forma. Sería bueno mostrarle al país 
que la plata que pone en la Universidad es para programas que se desarrollan en forma eficiente y que 
realmente se hace una buena utilización de recursos. 


Respecto a Bienestar Universitario, que para la Federación de Estudiantes Universitarios es un área vital para 
generar equidad tanto en el ingreso como en las posibilidades de estudio, hoy está muy alejado de lo que 
nosotros desearíamos. Estamos planteando el redimensionamiento de Bienestar Universitario. En el marco de 
descentralización de la Universidad pretendemos llegar con muchas más becas a todo el país. Algunas áreas 
se encuentran muy lejos de lo que desearíamos, como puede ser deporte, que es algo que no existe en la 
Universidad y que es deseable por todos que se mejore, así como el área de la salud. 


Creemos que es fundamental que ingresen más jóvenes a la Universidad. Además, se deberían realizar 
mejoras en Secundaria. También está el problema del interior. Nos preocupan carreras como educación física 
y tecnología médica. Se trata de carreras que creemos fundamentales. En todo el país hay una insuficiencia 
notoria de egresados de todas las carreras de tecnología médica. Queremos aumentar los cupos para las 
pruebas de ingreso. Queremos generar más ofertas en carreras de tecnología médica, pero no tenemos 
previsto un incremento que lo permita; lo mismo sucede con educación física. Hay un decreto bastante 
reciente de obligatoriedad de la educación física en determinados niveles de la enseñanza y hay una escasez 
notable de profesores. Tenemos cupos muy limitados tanto en Paysandú como en Maldonado -donde, dentro 
de todo, se puede cubrir la demanda-, pero en Montevideo no se cubre ni por asomo; muchas veces los 
estudiantes terminan recurriendo a ofertas privadas de menor calidad. Por tanto, hay una apuesta que 
precisamos hacer y ello requiere de recursos tanto docentes como en inversión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El planteo ha sido recibido. Ayer estuvo presente el Rector con la delegación 
universitaria -de la cual algunos de ustedes formaron parte-, por lo cual esta Comisión considerará los 
temas con la prioridad que tiene lo que respecta a la educación en la propuesta del Gobierno. 


(Se retira de Sala la delegación de la Intergremial Universitaria) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de la Prensa Uruguaya) 


La Comisión tiene el agrado de recibir a los señores Daniel Lema, Carlos Rodríguez y Fabián Cardoso. 


SEÑOR LEMA.- Nuestra preocupación radica en el alcance del artículo 189 de la Rendición de 
Cuentas. El sindicato tiene interés en ver la situación de unos cincuenta periodistas -incluyendo 


productores y noteros- del Canal. Nos preocupa que se pueda afectar su salario y su estabilidad 
laboral. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Queremos plantear algo que desde nuestra óptica es particularmente claro. 


La televisión pública tiene especificidades que la hacen distinta a cualquier otra dependencia del Estado; 
tiene necesidades y urgencias para solucionar problemas diarios que a veces no van de la mano con lo que es 
el estricto funcionamiento de lo público. 


En el Decreto N* 264 hay una escala salarial que, obviamente, no contempla la existencia de periodistas en el 
Estado porque no se ha hecho a lo largo de la historia. Nosotros fuimos contratados desde que el informativo 
de la televisión pública pasó a depender del Estado; me refiero a la época del Gobierno del doctor Jorge 
Batlle, con la Dirección de Juan Carlos Doyenart al frente del canal estatal. De allí para adelante, se utilizó la 
figura de la empresa unipersonal hasta este año, en el que se logró un contrato relativamente precario que iría 
hasta el 31 de marzo de 2012. 


Nos preocupa que en la escala salarial prevista en este Decreto N” 264 no se atiendan las realidades salariales 
que hoy existen en la televisión pública y que vienen desde hace muchos años. Esperamos que se entienda 
esa especificidad de la televisión pública y que se permita mantener la escala salarial que hoy existe para los 
trabajadores. Hay que dejar claro que no se está pidiendo más dinero. Pretendemos que se mantenga el dinero 
que se ha venido utilizando en las últimas Rendiciones de Cuentas y en el último Presupuesto. Nuestra 
preocupación es no perder salario. 


Otro detalle que nos gustaría plantear refiere al tipo de relación contractual que vamos a mantener. En un 
principio, se había acordado con el Ministerio de Educación y Cultura la figura del contrato laboral, en el 
marco del derecho privado. Nos interesa aclarar que no queremos ser funcionarios públicos, sino periodistas 
de la televisión pública. Teníamos determinada expectativa con esa figura contractual que finalmente no se 
vio colmada por la aparición de esta posibilidad del contrato temporal de función pública. 


Dejamos claro que el canal tiene determinadas especificidades que nos gustaría que se pudieran atender y que 
la escala salarial que maneja el Decreto N* 264 no contempla la existencia de periodistas. 


SEÑOR CARDOSO.- Quiero hacer un comentario respecto de lo que implica entrar en la categoría de 
función pública y por qué hablamos de categorías. Existe una serie de categorías: administrativo, 
técnico y profesional. Eso excluye el trabajo de los periodistas. Habría que definir en cuál de esas 
tablas ingresamos. Si hablamos de personal técnico -hasta ahora, no estábamos en esa situación- o si 
hablamos de profesionales hay que ver cuál es el concepto; claramente, no deberíamos ser tomados 
como personal administrativo. Por estas razones, cuando se habla de pisos y techos, habría que saber 
cuál va a ser la escala a ser tomada. Reitero que esa escala está pensada para otro tipo de funciones 
dentro del Estado y no para el trabajo periodístico. 


El señor Rodríguez recién hablaba del contrato que vamos a tener a partir de ahora, y hay un cambio 
importante. Éramos empresas unipersonales y no poseíamos derechos laborales. A partir de este momento, 
vamos a tener el derecho al aguinaldo, una de los beneficios que tienen los trabajadores en el país. Además, el 
hecho de pasar a contrato de derecho privado -que era lo que se había acordado primero con las autoridades 
del Ministerio de Economía y Finanzas- nos daba otro tipo de beneficios que ahora no se contemplan. Si se 
diera una posible rebaja salarial por el techo al que llega cada categoría, nos pondría en una situación de 
debilidad. 


SEÑOR ASTI.- Nos extrañaba un poco que la Asociación de la Prensa Uruguaya viniera a la Comisión 
por la Rendición de Cuentas, pero estaba enganchada con los periodistas de la televisión oficial. 


Solicitaría que se entregara a la delegación la versión taquigráfica de la exposición que sobre este artículo 
realizó la Directora de Canal 5 cuando compareció junto con el Ministerio de Educación y Cultura. Fue un 
artículo extensamente discutido en un sentido contrario al que ustedes plantean. No quiero entrar en 
discusiones político partidarias porque solo tratábamos de dar la información. 


Allí se habló de la posibilidad de abrir este vínculo laboral. Como ustedes saben, el Presupuesto quinquenal 
limitó los vínculos laborales a determinado tipo -este es uno de ellos: el contrato temporal de derecho 
público-, con la particularidad de que no se va a poder recurrir al mecanismo de selección habitual, es decir, 
el concurso, debido a las características especiales que tienen las profesiones. Además, hay alguna excepción 
en lo que tiene que ver con lo establecido por el artículo 43 de la Ley Especial N* 7 de 1983 y por el 

artículo 260 de la Ley N* 17.930, que es la de doble vínculo laboral con el Estado. Esto fue muy discutido y 
veremos qué es lo que se aprueba en el Parlamento. 


Quería que ustedes pudieran leer lo dicho por la Directora del Canal 5. Al no poder contar con los 
mecanismos usuales de contratación y reconociendo que no son administrativos, sino técnicos, profesionales 
o artistas quienes se detallan aquí, van a tener una forma de contratación distinta, dentro de los contratos 
temporales. Esa temporalidad tendrá relación con la función que realicen. 


Lo único que se excluye son algunas formas de reclutamiento y selección porque es muy difícil llamar a 
concurso para ciertos casos; no digo que no se pueda llamar a concurso, pero muchas veces el concurso no 
llena las características del personal que el Canal precisa en determinado momento. 


SEÑOR GANDINI.- Solicito que también se les acerque la versión taquigráfica de la Comisión en 
oportunidad de la comparecencia de la Oficina Nacional de Servicio Civil, ya que también entonces se 
discutió este artículo, que genera un nuevo modo de contratación -o, por lo menos, un modo 
excepcional- dentro del contrato temporal de derecho público. 


La situación actual de los trabajadores del Canal 5 que no pudieron renovar su relación laboral mediante la 
transformación de caché a contrato artístico por no ser tal es que pasaron a tener un contrato temporal de 
derecho público con una duración breve -creo que es de seis meses más seis meses- utilizando el mínimo de 
lo que la ley posibilita, es decir, tres años más tres años. Supongo que luego de eso pasarán a estar regidos 
por el artículo 159: sin concurso, el Canal 5 -esta es la excepción a la norma- puede hacer contratos 
temporales de derecho público con todas sus particularidades, y puede contratar a personas que perciban otro 
sueldo del Estado, algo que está inhabilitado para la generalidad. Mi única observación es que esto no 
resuelve el problema de fondo. 


Yo le decía a la Directora del Canal 5 que muchas veces el Canal invierte en un locutor, en un presentador o 
en un director de programa; muchas veces un periodista es la cara del Canal, es un valor para el Canal. Por el 
contrato temporal de derecho público, con suerte puede permanecer seis años porque la ley establece 
claramente que podrá ser contratado y renovado por única vez, o sea que después no puede volver. Y me dijo 
la señora Directora del Canal que la idea no es que se transformen en funcionarios públicos. Esa puede ser la 
idea en otros lugares donde, trabajadas las reestructuras, quienes tengan ese tipo de contrato, podrán 
incorporarse a la plantilla, pero no en el Canal. Acá no se plantea una reestructura en donde se van a generar 
cargos de periodistas. No hay cargos de periodistas ni habrá; serán siempre cargos de este tipo, y esto es 
válido para periodistas y para otros. 


Yo sigo insistiendo en que esta es una solución que mejora lo actual -que no tiene marco-, pero es limitada ya 
que el Canal tiene una especificidad. Se nos contestó que hay que generar una nueva institucionalidad para el 
SODRE y para el Canal 5, pero que esa no existe hoy por hoy. 


También planteamos el problema que ha generado la aplicación del decreto reglamentario en su escala 
salarial porque dentro del canal ha producido inequidades que antes no existían. En algunos casos se aplicó la 
escala máxima, y alguien que tiene un contrato temporal de derecho público, que recién ingresa, termina 
teniendo un salario superior al de un funcionario presupuestado del organismo que, en los hechos, es su 
jerarca. Esto genera muchos problemas de desaliento, de desánimo, de problemas con la estructura 
organizativa del organismo. Todas estas cosas quedaron planteadas. 


Me quedo con la preocupación de los funcionarios en cuanto a que aquí haya una posterior adecuación a la 
realidad de lo que son cargos técnicos y profesionales de un canal de televisión público, que debe tener una 
especificidad diferente a la del funcionario público. Yo habría preferido -y así se lo manifesté a la Directora 
del Canal 5- el contrato laboral. Me parece que ya que no van a ser empleados públicos, debemos caminar 
por ahí ya que hay mucha más libertad para el salario, para renovar y para no renovar los contratos. De todas 
formas, estas cosas las maneja el Canal. Se optó por este camino que tiene otras limitantes. 


Creo que con las dos versiones taquigráficas antes señaladas van a poder completar una imagen. 


SEÑOR IBARRA.- No voy a repetir exposiciones que se hicieron. De todas maneras voy a ratificar este 
artículo, que puede leerse en conjunto con el artículo 10, que tiene que ver con funcionarios zafrales de 
la Radio del SODRE. 


Interpreto el artículo 189 teniendo en cuenta los antecedentes de lo acontecido durante muchos años con el 
régimen de caché, que en su momento se distorsionó, ya que no fue empleado únicamente para ciudadanos 
vinculados a la cultura, al arte, a la radio y la televisión, sino que también se aplicó con otros fines. 


Quiero dejar constancia de que quedó claro que, más allá de tratarse de un contrato temporal o de un contrato 
laboral, el objetivo siempre fue el de regularizar una situación anormal, que estaba a contrapelo de las 
disposiciones presupuestales. En ningún momento se manejó que se corriera algún riesgo de disminución del 
salario. Dejo constancia en la versión taquigráfica de esta Comisión -si es necesario lo haremos en el plenario 
de la Cámara de Representantes- de que el objetivo de este artículo es la regularización de situaciones que 
provienen de mucho tiempo atrás y mantener la carrera administrativa de los funcionarios en la medida en 
que corresponda, pero que ello no significa de ninguna manera una disminución de los emolumentos que 
reciben los empleados. 


Habría sido muy oportuno que hubiésemos recibido antes a esta delegación a fin de poder plantear las 
preguntas y las precisiones correspondientes a las autoridades. Es más: yo creí que venían para considerar 
otro tema -los contratos del Estado en lo que refiere a las publicaciones-; inclusive, en su momento solicité la 
carta que ustedes nos enviaron. 


Reitero que cuando corresponda vamos a ser muy claros en el sentido de lo que acabo de expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se ha entregado el material sugerido por los señores legisladores a la 
delegación. Creo que queda constancia de la preocupación que hay en cuanto a este tema que en los 
próximos días se irá definiendo. 


Agradecemos la comparecencia de la Asociación de la Prensa Uruguaya y los conceptos y las preocupaciones 
que nos han planteado sobre esta Rendición de Cuentas. 


(Se retira de Sala la Asociación de la Prensa Uruguaya) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Fundación "Niños con Alas", del Liceo Jubilar y de la Fundación 
"Impulso") 


———Damos la bienvenida a los representantes de la Fundación "Niños con Alas", señora Marta Penadés, 
doctor Alvaro Tarabal y contador José Rodríguez, al representante del Liceo Jubilar, Padre Gonzalo 
Aemilius, y el Director de la Fundación "Impulso", doctor Nicolás Herrera, a quienes cedemos el uso de la 
palabra. 


SEÑOR HERRERA.- Esperamos que estos quince minutos de los que disponemos sean de los más 
interesantes por las cosas que las tres instituciones aquí representadas están haciendo. 


Me gustaría que cada una de las instituciones dijera qué está haciendo y luego nos referiríamos al motivo de 
esta reunión, que es comentar lo relativo a estos tres artículos que van del 254 a 256. 


SEÑORA PENADÉS.- Buenas tardes. 


"Niños con Alas" es una fundación que trabaja desde hace más de doce años en forma voluntaria en cinco 
escuelas de contexto crítico de Montevideo. A través de un proyecto que hemos diseñado, el sistema 
"Padrinos", por el que personas y empresas apoyan la educación de un niño en su ciclo básico, —Junto con 
otras donaciones que vamos gestionando de acuerdo con las necesidades- hemos logrado bajar los índices de 
ausentismo y repetición de las escuelas en forma sensible. Estas cinco escuelas -que, repito, están en lugares 


muy marginados de nuestra ciudad— reciben, además de la parte educativa, actividades extracurriculares, 
como ser computación —desde hace muchos años-, apoyo psicológico y de maestras psicomotricistas, clases 
de música o de cocina, huertas. A su vez, todos los niños reciben alimentación para el almuerzo y la merienda 
y en muchos casos, a veces, los propios padres concurren a la escuela a retirar víveres. 


Se han desarrollado proyectos de huertas. En muchos casos se ha capacitado también a los padres para que 
desarrollen huertas en los lugares en los que trabajan. 


Esta es la función de la Fundación "Niños con Alas". Hace casi cinco años que desarrollamos el proyecto de 
secundaria, que vienen a ser los estudios vigilados en la escuela. Quiere decir que los niños que salen de 
sexto año o los vecinos que quieran apoyo de sus materias, pueden ir a la escuela y de manera gratuita se les 
capacita para que sigan cursando el liceo. 


Solo nos resta decir que estamos deficitarios. 


SEÑOR GANDINI.- ¿No son escuelas públicas? ¿En qué barrios están y qué cantidad de niños 
atienden? 


SEÑORA PENADÉS.- Son cinco colegios con cuotas ínfimas, de $ 400 familiares, que están ubicadas 
en el Barrio Borro, Cerro Norte, La Teja, Larravide y Camino Maldonado. Esas escuelas tienen una 
alta población de niños. La fundación "Niños con Alas" está llegando a mil setecientos ochenta niños, 
lógicamente con el correspondiente impacto familiar y en los hermanitos de estos chicos. Son escuelas 
con cuotas muy bajas y, por supuesto, la mayoría de los alumnos están becados por padrinos de la 
fundación. Como están inscriptos en el BPS, están obligados a desarrollar otras actividades. Por 
ejemplo, en verano tienen que tener abierta la escuela y, por lo tanto, aumentan mucho sus costos fijos 
y Operativos para recibir a los niños. 


SEÑOR AEMILIUS.- Soy Director del Liceo Jubilar, ubicado en la cuenca Casavalle. Es un liceo de 
gestión privada, pero totalmente gratuito para los beneficiarios. En la actualidad, estamos cubriendo a 
doscientos cuarenta adolescentes y cien adultos. Los papás de nuestros alumnos, tíos y vecinos, también 
están haciendo el liceo. En un régimen de doble horario -desde la hora 8 hasta la hora 18-, nuestros 
chicos participan de este Programa, en una zona como Casavalle, en donde el 6% de las personas logra 
completar el segundo ciclo y el 30% de los padres no logra la escolarización. En ese contexto, hemos 
logrado cero deserción, cero repetición, y se pone de manifiesto el deseo de estudiar de unos trescientos 
adolescentes y hay un ingreso real, por sorteo para garantizar la equidad a todos, de setenta chicos por 
año. 


SEÑOR GANDINLI.- ¿Es doble horario? 
SEÑOR AEMILIUS.- Sí, y desayunan, almuerzan y meriendan de lunes a sábado allí. 


SEÑOR HERRERA.- Presido la fundación "Impulso", que es muy nueva. Surge tratando de replicar 
la experiencia del Liceo Jubilar. Tiene un proyecto que ya fue aprobado por el Ministerio de Economía 
y Finanzas, bajo las normas vigentes de donaciones especiales. Si todo funciona bien, se va a construir 
en la cuenca de Casavalle, relativamente cerca del Liceo Jubilar, para aprovechar ciertas economías de 
escala, de tener profesores en común, contando con el mismo tipo de estructura y tamaño, en la 
búsqueda de replicar los éxitos que el padre Gonzalo Aemilius mencionaba recién. 


Me gustaría pasar a referirme, en concreto, a los problemas que se nos plantean con los artículos 254 al 256. 


La norma que permite a estas tres instituciones recibir lo que se denominan donaciones especiales -aquellas 
deducibles de tributos para las empresas que las realizan- surgió recién en la Ley de Presupuesto pasada, 
aprobada en diciembre de 2010. Habíamos tratado de promover ese artículo, porque nos parecía una 
injusticia que las Universidades privadas tuvieran ese beneficio y este tipo de instituciones, que trabaja en 
zonas carenciadas, brindando educación primaria y secundaria, no pudiera florecer con el mismo mecanismo. 
Es un sistema muy reconocido internacionalmente, que se aplica en países como España y Estados Unidos. 
No es una exoneración, porque las empresas tienen que desembolsar el dinero, aunque no vaya a las arcas del 


Estado. De todos modos, el 18,5% sí existe como costo. Lo que hace que este mecanismo sea muy interesante 
y de mucho potencial es que, más allá de las subvenciones directas y de decisiones que toma el Estado, el 
Parlamento es el que elige el área en la que quiere que esto se aplique y, de alguna manera, el sector privado 
ejerce una labor de control y competencia por las donaciones, lo que funciona como complemento. Hay que 
tener en cuenta que el Parlamento elige de una lista o en base a una descripción de las instituciones que 
pueden recibir donaciones y que las empresas privadas por lo general asocian su nombre con proyectos de 
alto impacto, porque eso es lo que buscan cuando se trata de cumplir con su responsabilidad social. Quiere 
decir que se genera una sinergia muy positiva. 


El literal J) del artículo del artículo 79 del Título 4 del Texto Ordenado de 1996, vigente ahora en virtud de lo 
que establece la Ley de Presupuesto, incluye a las Universidades y a estas instituciones cuyo objeto es la 
educación primaria y secundaria. La norma que ahora se propone impone, en primer lugar, un tope y, para 
nosotros, el tope implica prácticamente una condena a este tipo de proyectos. Lo digo en forma rotunda 
porque, obviamente, estas instituciones no se sostienen con dineros públicos directos ni pueden mantenerse, 
como las Universidades privadas, con cuotas mensuales de los alumnos, porque son, en esencia, gratuitos y, 
como están en zonas carenciadas, no resulta fácil mantenerlas, pues tienen costos anuales importantes. 


A efectos de que tengan una idea al respecto, puedo decir que uno de estos liceos, como el Jubilar, tiene un 
costo anual de entre US$ 300.000 y US$ 400.000. El proyecto de construir un liceo requiere una inversión 
inicial muy importante y luego un mantenimiento similar al que exige el Jubilar. La idea es replicar este 
proyecto en zonas en las que en este momento no hay demasiada oferta pública; hablamos de zonas nuevas, 
que responden al crecimiento de algunos asentamientos, a las que todavía no se ha llegado con la educación 
pública, que tiene un modelo distinto, porque sus liceos son mucho más grandes y el seguimiento es distinto. 


Con la redacción del literal P) del artículo 255 se separa a estas instituciones del literal en el que figuraban las 
Universidades, lo que creemos que es bueno. Pero pensamos que no se debería establecer un tope. No se trata 
de instituciones con nombre y apellido; en este momento, estamos aquí los representantes de tres de ellas, 
pero somos apenas un ejemplo de las primeras, que forman parte de una categoría. Por ende, si se 
estableciera un tope se estaría impidiendo la aparición de nuevos proyectos o se obligaría a que los existentes 
compitieran dentro de esos límites, sin que se pudieran generar cada vez más proyectos, sin que se alcanzara 
el nivel de eficiencia que se podría conseguir. 


El objetivo de esta norma era generar proyectos educativos en aquellas zonas en las que estos pudieran 
complementarse con lo público y donde más se necesitaran. Creemos que hoy, en Uruguay, eso es una 
política de Estado; creemos que la aprobación de la referida norma en el Presupuesto pasado así lo 
demuestra. Por lo tanto, la primera solicitud que queremos hacer es que no se establezca este tope, que 
creemos que no debería existir en el sistema de donaciones especiales y específicamente con respecto al 
literal P), que es la categoría en la que estamos comprendidos. 


El artículo 255 también incorpora a la redacción del literal P) aprobado en diciembre, en la Ley de 
Presupuesto, tres elementos. El primero es la expresión "debidamente habilitadas". La razón por la que esta 
frase no fue incluida en la discusión parlamentaria pasada es que, precisamente, lo que busca esta norma es la 
existencia de proyectos nuevos. Adviértase que si en la Ley de Presupuesto se hubiera incorporado la 
expresión "debidamente habilitadas", yo no estaría sentado aquí, porque la Fundación "Impulso" no hubiese 
podido presentar un proyecto de instalación de un nuevo liceo en una zona carenciada. Sin embargo, al día de 
hoy tenemos una buena parte de los fondos para llevarlo a cabo y replicar la experiencia del Jubilar; 
inclusive, el Jubilar no podría estar realizando la ampliación que tiene proyectada, porque necesita fondos 
para mantener su funcionamiento habitual. Por lo tanto, creemos que incluir la expresión "debidamente 
habilitadas" supone cerrar la categoría a las instituciones que ya existen. Teniendo en cuenta que se parte de 
la base de que hay carencia de instituciones de este tipo, debería permitirse que con estos mecanismos 
florecieran las que pudieran tener mayor impacto. 


Más adelante, en la nueva redacción del literal P) se remite la administración de estas donaciones al 
Ministerio de Educación y Cultura, lo que también nos parece desacertado, porque este mecanismo está 
funcionando bien en la órbita del Ministerio de Economía y Finanzas y hay un instructivo muy claro que se 
aplicaba a las Universidades y que, de hecho, se está aplicando a estas instituciones; por lo menos es lo que 
hemos hecho durante este año, en los procesos que hemos tenido que tramitar administrativamente. Estas 
donaciones especiales son temas tributarios, no están vinculados necesariamente con el Ministerio de 


Educación y Cultura. Los fondos se depositan en el Ministerio de Economía y Finanzas —ahora se propone 
que se haga en el Banco de la República-, y el que controla eso es esa Cartera que, como está ligada con la 
DGI, creemos que va a controlar si las empresas han superado o no el cupo del 5% de sus rentas netas en las 
donaciones, etcétera. Por ende, agregar a este mecanismo que ha empezado a funcionar bien este año la 
intervención del Ministerio de Educación y Cultura —sobre todo, a través de una expresión como 
"administrará la donaciones"-, nos parece que le da a quien no le corresponde injerencia en un trámite que 
está vinculado con lo tributario. 


El artículo 256, por el que se agrega al Título 4 del Texto Ordenado de 1996 un artículo 79 bis, incluye un 
tercer inciso que podría ser eliminado sin que se afectara el espíritu de la norma. La razón por la cual 
creemos que ese inciso debería desaparecer es la siguiente. La primera oración establece lo obvio: "A partir 
de la promulgación de la presente ley, no se aceptarán nuevos proyectos que no cumplan con todos los 
requisitos establecidos en este capítulo". 


La segunda oración establece: "Para los proyectos en ejecución a dicha fecha," -se establecen restricciones- 
"se podrán recibir donaciones hasta el 30 de junio de 2012 sin reformular el proyecto, debiéndose cumplir 
con las normas específicas aplicables a cada caso". Esta oración transforma la norma en parcialmente 
retroactiva, afectando, por ejemplo, a nuestro proyecto, "Impulso", ya aprobado. Está prevista la construcción 
del liceo durante lo que resta del año 2011 y durante todo el año 2012. Establecer que debamos recibir las 
donaciones hasta el 30 de junio nos limita en un proyecto ya aprobado. 


La última oración establece: "Si a esa fecha," -30 de junio- "aún quedaran proyectos sin cumplir en su 
totalidad," -eso ocurrirá con la Fundación "Impulso", por definición, ya que el liceo no estará finalizado para 
junio- "se deberá presentar una adecuación al nuevo sistema". Ese nuevo sistema lo que agrega es que 
estemos debidamente habilitados, pero no podremos estar habilitados hasta que terminemos el liceo. Quiere 
decir que con esta retroactividad parcial se impediría la concreción de proyectos que están en proceso -puede 
haber otro, que no conocemos— y que fueron debidamente aprobados. 


Todos los proyectos tienen plazo; no hay que creer que los proyectos aprobados no tienen plazo. De hecho, 
todos tienen un término, y esa la forma en la que ha funcionado el instructivo. Quiere decir que no es una 
norma abierta y que el pasado dejará casos fuera de este cauce, sin tiempo; todos los proyectos aprobados 
terminan en el año 2012. Por lo tanto, creemos que ese inciso debería desaparecer. 


Esperamos que puedan entender la angustia que nos generan estas dificultades para desarrollar una actividad 
que creemos que claramente va en beneficio del país, de la educación, cuando es una política de Estado llegar 
a las zonas más carenciadas, tanto con lo público como con proyectos como este, que es semiprivado, de la 
manera más eficiente posible. 


Agradecemos a la Comisión que nos haya recibido. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una consideración con respecto a los topes. Quiero decir que el 
artículo 78 del Texto Ordenado ya establecía topes; el asunto es que los fijaba el Poder Ejecutivo, tanto 
en forma global como individualmente. Creemos que esta formulación, el hecho de que sea el 
Parlamento, a través de la iniciativa del Poder Ejecutivo, el que fije un tope global superior al que, 
como nos ha dicho el Poder Ejecutivo, se ha aplicado para el año 2010, es una garantía. 


Creo que el hecho de incluir topes individuales o en grupos de entidades de similar naturaleza —lo digo de 
forma personal, porque todavía no lo hemos discutido en la bancada-, da garantías, en especial a aquellas 
instituciones que pueden tener un gran impacto, pero que no resultan conocidas por el gran público; quizás, 
pueda interesar a las empresas que el impacto sea más conocido. Inclusive, también puede suceder que haya 
entidades que por su propia formación y dedicación, puedan tener preparados proyectos de apoyo de 
empresas y que el 1” de enero de 2012 los presenten, limitando, de alguna forma, el tope global. 


Por eso, creo que es importante que el Parlamento intervenga en este tema, de la misma manera que lo hizo 
con los subsidios y las subvenciones -reitero que es una posición personal porque lo he analizado sin 
comentarlo aún en la bancada de mi sector ni en la del Frente Amplio-, dando su opinión y preservando la 
posibilidad de que aquellas instituciones que quizá tienen menor "know how" en el funcionamiento de este 
sistema y cuentan con menor patrocinio de grandes empresas dedicadas a apoyar a aquellas entidades que 


tienen un mayor impacto global. Quizás, ese pequeño universo es el que más nos interesa por su carácter de 
ser las más desfavorecidas —en este caso, en el sector de la educación— y creo que este tipo de iniciativas va 
en beneficio de esas entidades y no de otras más grandes, que son muy importantes por su aporte científico y 
a nivel terciario, etcétera, pero que de alguna manera pueden limitar la posibilidad de que quienes más lo 
necesitan reciban este apoyo. 


SEÑOR GANDINI.- Creo que hay que destacar que el sistema funciona y lo hace bien; hasta ahora, no 
ha habido fisuras, reclamos ni desvíos. 


Se trata de fondos públicos —de alguna manera, lo son- que el Estado renuncia a recaudar -no exonera; el 
particular paga— y permite que un particular los direccione y determine que en vez de pagar a la bolsa 
grande, decidirá el destino de su aporte, colaborando dentro de lo que es la responsabilidad empresarial o 
asociándose con algún objetivo de la institución para promover investigación, generar becas, para desarrollar 
una zona a la que estoy vinculado como empresa, etcétera. 


El sistema ha funcionado y, hasta ahora, no se ha llegado al tope que se establece. Por lo que se nos dice, 
$ 100:000.000 es una cifra que está lejos de lo que se ha ejecutado. 


También es cierto que hoy tiene topes; son invisibles en el texto, pero los tiene. Ante la comparecencia del 
señor Ministro, nos enteramos aquí de los topes de algunas instituciones o de algunos tipos de actividad. Aquí 
se establece un límite que puede oficiar como un desestímulo, porque por ese límite hay que competir y, 
como en todo, hay algunos más aptos. Si el Parlamento debe establecer un tope, lo hará injustamente. Al 
final, deberá repartir los $ 100:000.000. Lo que hará es repartirlos y se llegará al tope o no. Quizás, el tope 
resulte grande para algunos y quede corto para otros. Uno deberá repartir. Entonces, nos deberemos 
preguntar: ¿Cuál es el tope que damos al INAU, una gran institución que atiende a tantos niños? ¿Cuánto le 
damos? $ 10:000.000. ¿Cuánto damos a la Teletón, que tiene ese impacto tan brutal a través de los medios de 
comunicación, está bien hecho y motiva a tanta gente? ¿Cuánto damos a la Fundación Peluffo Gigens? ¿Y a 
la Fundación Álvarez Caldeyro Barcia? ¿Cuánto damos a las fundaciones de la Universidad de la República? 
¿Y a las de las universidades privadas? ¿Cuánto damos a todos los proyectos incipientes, como las 
instituciones de nivel primario, secundario y técnico? Entonces, asignamos un tope y, al final, quizás algunos 
no lleguen a él porque no tendrán la capacidad institucional para salir a captar, ya que, de eso se trata: de 
tener una organización institucional de la que puedan derivar personal especializado y vocacional, pero, 
además, debidamente respaldado para salir a "vender" -entre comillas- el proyecto a instituciones sociales y 
convencerlas de que es bueno que las apoyen. Asimismo, las instituciones harán un análisis de cuánto 
exponen su contabilidad al Estado, porque si esto tiene una virtud para el Estado es que estas empresas 
deberán estar completamente formalizadas en su contabilidad ya que se exponen a que el Estado intervenga 
en ellas a través de las donaciones que se les hace. 


Me da la impresión de que nos metemos en un problema que hoy no tenemos; me parece que agregamos un 
problema y desestimulamos, haciendo que el Parlamento tenga un problema más: entrar en la distribución. 
Sin problemas digo lo siguiente, como ya lo he dicho antes. Somos Diputados de los departamentos y cada 
uno, además de legislar, tiene que representar, y cuando representamos, no tenemos más remedio que traer la 
voz de aquellos que nos han puesto acá. Entonces, vendrán los Representantes por Tacuarembó a tratar de 
incorporar, de pelear por el tope o por el límite y de incorporar a una institución social absolutamente 
legítima del departamento de Tacuarembó; los de Rivera pelearán por la institución de Rivera y si los de 
Cerro Largo no lo hacen, en Cerro largo van a preguntar: "¿Cómo se quedaron atrás?". Entonces, 
incorporamos a esto otra dosis de problema, que a veces es el que tenemos con los subsidios y subvenciones. 


El Poder Ejecutivo, bien intencionado —descarto que el Poder Ejecutivo no lo hace por mala intención—, 
pone un tope generoso con relación a lo que hoy se expresa y se quita una discrecionalidad que hoy tiene. No 
pienso que el Poder Ejecutivo lo esté haciendo de mala fe, sino que cree que es una buena práctica. Me 
parece que con esto generamos un problema. Deberíamos reflexionar y quizás dejarlo para otra etapa. De lo 
contrario, deberíamos dejar abierta la posibilidad, como con otras normas, para que el tope pueda ser 
ampliado hasta en un 100%, si el Poder Ejecutivo así lo establece, y en la siguiente Rendición de Cuentas, 
esa información puede ser consagrada en la ley. No quisiera que haya una suerte de competencia y los más 
aptos salgan a quedarse con todo lo que puedan, porque tienen más influencia, porque son más conocidos o 
porque tienen personal más idóneo para llegar a las empresas que toman estas decisiones. Imagino que desde 


un colegio humilde en un barrio de Montevideo, resulta mucho más difícil hacer este trabajo que desde una 
Universidad privada, cuyos egresados están ubicados en lugares estratégicos para tomar estas decisiones. 


Se trata del fondo de solidaridad privado, legítimo, pero termina siendo la manera en que colaboran los que 
se formaron en esas Universidades. Nosotros tenemos que precaver estas situaciones. 


Es más saludable no poner nada o establecer un límite, como el que se nos mandó, pero con la potestad al 
Poder Ejecutivo de llevar el tope a un 100% en el Ejercicio, si entendiera que es posible. Esa información al 
Parlamento en cada Rendición de Cuentas permite que digamos: "En este Ejercicio, se ejecutaron 140, no 
100; pongamos el límite en 150, y en el que viene, veremos qué hacemos si el Poder Ejecutivo vuelve a tener 
150 y la potestad de llevarlo a 300". Esta es una práctica más saludable. Debemos discutir el tema en estos 
días. 


Con respecto la literal P), confieso que lo de "debidamente habilitada" no lo entendí mucho, porque creo que 
tiene que estar habilitada. El Ministerio de Educación y Cultura tendrá que administrar esas donaciones. Eso 
es totalmente contradictorio con el cuarto inciso del artículo 256 que dice: "Las donaciones deberán 
depositarse en efectivo, en el Banco de la República Oriental del Uruguay, en una cuenta única y especial, 
creada a estos efectos, a nombre del Ministerio de Economía y Finanzas" 


Está diciendo que el Ministerio de Economía y Finanzas es el que administra la cuenta. Lo que se administra 
de estos fondos es la plata. ¿Y qué hace el Ministerio de Economía y Finanzas, a través del artículo 79 bis, 

. 6 . . . . 
con la nueva redacción? Un mecanismo de control que evita que pase lo que ya pasó en alguna actividad 
deportiva, cuando esto existía: "Dame un recibo de cien, que te doy veinte". Vamos a decirlo como es. 
¿Cómo se regula? "¿Me vas a dar cien? Ponelo en el banco. Hay cien. Tenés un recibo de crédito por cien, 
pero está depositado y el Ministerio de Economía y Finanzas lo vio". 


Supongo que no se va al fondo del proyecto, porque no me parece que sea el Ministerio el que deba 
supervisarlo. En todo caso, será la ANEP, que es la que tiene los servicios inspectivos y verificará que se 
cumpla con los programas, horarios, cualidades docentes, etcétera, pero no el Ministerio de Educación y 
Cultura. 


Deberíamos eliminar esa última frase del literal P), porque la administración debe tenerla el Ministerio de 
Economía y Finanzas. No entiendo qué quiere decir "administrará las donaciones de estas instituciones". 
¿Que el privado las deposita en el Banco de la República, a nombre del Ministerio de Economía y Finanzas, 
y esta Cartera da noticia al Ministerio de Educación y Cultura? ¿Le ponemos un espacio burocrático más, 
administra y le dice: "Tráigame las cuentas"? ¿El Ministerio de Educación y Cultura tiene capacidad para 
hacer eso? ¿O la tiene el Ministerio de Economía y Finanzas, que hasta tiene una unidad de contralor que nos 
hace informes muy detallados y toma los balances y las informaciones contables? 


Tenemos un muy buen informe detallado de cómo se aplicaron estas donaciones en las Universidades 
privadas. Es un repartido. Sabemos quién puso cada peso y con qué destino. Eso lo hace el Ministerio de 
Economía y Finanzas. No vamos a inventar otro aparato nuevo, si ya tenemos uno. Yo lo sacaría. 


El tercer inciso del artículo 256 al que se hacía referencia, también complica. Basta con que el cuarto 

inciso diga: "El presente régimen entrará en vigencia a partir del lo. de enero de 2012" para que quede dicho 
que todo lo nuevo entrará al nuevo régimen y todo lo anterior está amparado por la normativa anterior; hasta 
que se agote, va por la normativa anterior, como es el principio general de nuestro derecho. Eso de poner 
fechas por la mitad, puede generar alguna distorsión. El sistema ha funcionado bien, ha sido transparente y ha 
servido para que cada peso puesto se multiplique varias veces. A cada peso, se le suma voluntariado, 
esfuerzo, creatividad, cosa que, muchas veces, el Estado no tiene. 


No se puede poner límites a algo que no ha tenido problemas. Los ingleses dicen: "No cambies lo que anda 
bien". Es una buena recomendación que deberíamos tener en cuenta. 


SEÑOR RADÍO.- Estoy en la misma línea que el señor Diputado Gandini. 


La semana pasada, tratamos este tema, en oportunidad de la comparecencia del Consejo de Rectores de las 
Universidades Privadas. En principio, parecía un criterio de buena administración la fijación de un tope, 


porque las exenciones tributarias tienen el mismo formato que un gasto, en la medida en que son una 
renuncia fiscal. Entonces, el Poder Ejecutivo pregunta: "¿Y el Poder Legislativo no tiene nada que decir con 
respecto a los gastos que hacemos?" Parecía una cuestión atendible. Ese criterio, que vale para este tipo de 
contribuciones a estas instituciones, debería valer para todas las renuncias fiscales que el Estado hace. 


Por ejemplo, en las zonas francas, el Poder Ejecutivo hace renuncias fiscales mucho más grandes y nadie dice 
si tenemos que fijar límites o no. Es una pena que el Ministro exprese que está de acuerdo con el régimen de 
donaciones especiales que refieren los artículos 254, 255 y 256 del proyecto de ley de Rendición de Cuentas. 
Lo dijo el jueves pasado en esta Comisión. Entonces, ¿ por qué estamos poniendo un límite y, al mismo 
tiempo, estamos advirtiendo que es lo suficientemente alto como para que alcance? Es una trampa: "Vamos a 
poner ese límite, pero en la medida en que se traspase, damos la facultad al Poder Ejecutivo de gastar hasta 
un 100% más". Es hacernos trampas al solitario. 


Estoy seguro de que el Ministro está de acuerdo con el régimen. Más allá de que uno valora la intención del 
Poder Ejecutivo, esto nos incorpora un problema, que se agrega al del artículo 255, en el sentido de que 
algunas instituciones van a tener que optar por la subvención al subsidio. Al final, en vez de favorecer el 
asunto, lo estamos complicando. 


Vamos a tener que discutir más este tema. El Partido Independiente pondrá énfasis en que no exista el tope. 
Hay una chance. Alguien decía: "Pongamos un tope y demos la facultad al Poder Ejecutivo de aumentarlo un 
100%". Bárbaro, resuelve el problema, pero es una trampa al solitario. Más allá de que el espíritu del Poder 
Ejecutivo sea bueno, a esta altura de los acontecimientos, no resuelve cosas, sino que incorpora dificultades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero informar a los señores Diputados que se le entregó a la delegación la 
versión taquigráfica de la sesión a la que asistió el Ministerio de Economía y Finanzas y se refirió a este 
tema. 


SEÑOR HERRERA.- Obviamente, nosotros solo estamos interesados por las fundaciones que 
representamos, por lo que las decisiones políticas se nos escapan. Queremos que el régimen funcione y, 
en realidad, funciona bien. Es cierto que tiene topes, porque las empresas que hacen donaciones no 
pueden donar más que el 5%. 


De todos modos, quiero dejar como pensamiento que, independientemente de cual sea la decisión política 
final, de si se establece que cada una de las instituciones que está en la lista deben o no tener un tope, el 
literal P), que no refiere a una institución, sino a una categoría, no funciona con ningún tope, ni con uno 
gigante ni con uno pequeño, porque si se hace, nuestras tres instituciones y otras más -no sabemos cuántas- 
van a llegar al 1? de enero con sus proyectos y no sabrán si lo podrán financiar o no, ya que no podrán saber 
cuántos más se van a presentar ese año, como así tampoco, si son competitivos, quién llegara primero, o a 
quien se le adjudicará. 


Por tanto, esto es algo que el Parlamento, de hecho, no puede administrar, como así tampoco el Poder 
Ejecutivo, porque no puede juzgar en función de quien llegó primero ni de cuál es la calidad de cada uno, 
porque entraría en cosas muy sutiles y sería como licitar estos cupos. Entonces, quiere decir que el literal P) 
no puede tener un tope, porque si lo tiene, es como eliminar este mecanismo para este tipo de instituciones. 
Sabemos que, mientras no haya ninguna más, ese tope se repartirá entre las que ya están, pero la idea no es 
esa. Lo decimos, por que nosotros, por ejemplo, como Fundación Impulso, hoy construimos un liceo, y si 
podemos, queremos construir otro, pero si hay un tope, deberemos renunciar a aprovechar el "know how" 
que aprendimos en cuanto a cómo administrar, junto con el estilo que le ha puesto el señor Aemilius al liceo 
Jubilar, y decir: Uruguay no quiere dos de estos liceos, porque ha puesto un tope. 


Entonces, creo que el literal P), por ser una categoría y por lo que atiende, no debería tener un tope. 


Por último, quiero aclarar lo relativo a la expresión "debidamente habilitadas". Si esta expresión queda 
incluida en el texto, supondrá que solo se puedan presentar instituciones que ya estén habilitadas para prestar 
servicios de educación, y registradas en el Ministerio de Educación y Cultura. La Fundación Impulso, que es 
nueva, no está habilitada, lo va a estar cuando haya terminado el liceo y lo empiece a gestionar. Si esta norma 
estuviera vigente hoy, nosotros no existiríamos, porque por definición, no nos podríamos presentar. 


Entonces, se crea una limitación, porque solo las instituciones que ya existen en zonas carenciadas -que todos 
decimos que son pocas- podrán presentarse. Sin embargo, alguien que quiera empezar de cero y establecer, 
por los motivos que sean, un instituto de educación en una zona carenciada, no podrá hacerlo porque no está 
"a priori" debidamente habilitado. Por eso, creemos que esta expresión no debe estar incluida, como tampoco 
lo estuvo en la Ley de Presupuesto. Y no estuvo incluida por esa razón, ya que eso fue lo que se conversó con 
la gente del Ministerio de Economía y Finanzas y la DGI. Por eso, creo que solo debe decir: "[...] cuyo objeto 
sea la enseñanza primaria, secundaria y técnico profesional [...]". 


Hay que tener en cuenta que aquí nadie podrá hacer trampa, porque se deberá presentar un proyecto que sea 
educativo para una zona carenciada. Por lo tanto, no hay forma de eludir la norma. Por supuesto, la 
institución será habilitada cuando preste el servicio o inicie los cursos, pero hay que permitir que aparezcan 
otros proyectos. 


Agradecemos nuevamente a la Comisión por habernos recibido, y ojalá que este sistema sea muy útil para los 
niños y los adolescentes que los están esperando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación por los aportes vertidos. 
(Se retira de Sala la delegación de la Fundación Niños con Alas) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria - 
FENAPES) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de la Federación Nacional de Profesores de Enseñanza Secundaria, integrada por los señores 
Manuel Oroño y Walter Zunino. 


SEÑOR OROÑO.- El día de ayer enviamos un documento a la Comisión, simplemente, para orientar 
nuestra exposición. 


En estos pocos minutos, vamos a destacar lo que nos parece más importante. 
El artículo 867, para nosotros, es muy importante, y creemos que el Poder Ejecutivo lo ha interpretado mal. 


Por otra parte, me voy a referir a la creación de cargos y al tema salarial. El año pasado, concurrimos a esta 
Comisión y planteamos una serie de problemas que tiene la educación secundaria y resaltamos la necesidad 
de crear cargos docentes y no docentes; en aquel momento, esta necesidad estaba incluida en el artículo 3” del 
Mensaje de la ANEP. Discutimos con los señores Diputados sobre la importancia de alcanzar mejores logros 
educativos, lo que se podía obtener mejorando las condiciones de aprendizaje y de trabajo. Nosotros 
podemos tener los mejores programas y planes, o las mejores intenciones y una gran voluntad, pero si no 
logramos que esas condiciones de aprendizaje se materialicen, es como pedirle peras al olmo. 


Tenemos muchas dificultades, porque, como dije, no contamos con suficientes cargos, por ejemplo, de 
docencia indirecta. Por ello en aquel momento plantemos la necesidad de contar con adscriptos, con 
ayudantes de laboratorio y con profesores orientadores bibliográficos para las bibliotecas, pero ninguna de 
estas demandas fue tenida en cuenta en el Presupuesto Quinquenal; la solicitud de la ANEP en este aspecto 
no fue contemplada. Por lo tanto, los problemas se multiplican, pero no se proporciona la solución. 


En estos momentos, más del 50% de los grupos de educación secundaria de todo el país tienen más de treinta 
estudiantes. Uno de los lineamientos generales de la propia ANEP, y -diría- hasta del propio acuerdo 
multipartidario -que, en realidad, nosotros vimos de afuera- indica la necesidad de que haya veinticinco 
alumnos por grupo. Sin embargo, no se toman las medidas para que efectivamente pase eso, porque para que 
haya veinticinco alumnos, se necesita crear más grupos. Para crear más grupos, se necesita suministrar más 
recursos, pero los recursos no se suministran. Además, ha aumentado la matrícula en secundaria en más o 
menos cinco mil estudiantes y, por lo tanto, los grupos aumentan. 


Entonces, podemos debatir mucho sobre cuál es la calidad de la educación y cuáles son los mejores planes y 
programas vinculados a la realidad y al contexto, pero después, resulta que vamos a clases en las cuales 
tenemos treinta y cinco, cuarenta o cincuenta alumnos. Tenemos liceos que no tienen las condiciones 
necesarias para desempeñar una clase normal. Podría nombrar unos cuantos, pero lo importante no es 
nombrar puntualmente a algunos, sino que sepan que, en la mayoría de los liceos del país, no se podría estar 
dando clases. 


Por ejemplo, ahora se está cuestionando el tema de los famosos contenedores -están arrumbados en Bulevar 
Artigas y Cufré- para los muchachos del INAUÚ. Dicen que eso no es posible, pero sí se puede mandar a los 
estudiantes de educación secundaria a los contenedores. Esto nos preocupa. 


Otro ejemplo en cuanto a la seguridad: nosotros planteamos que una parte esencial para poder superar 
algunos problemas es tener personal adulto en los liceos, en particular, porteros. Se hizo una solicitud en el 
Presupuesto Quinquenal y no se tuvo en cuenta en absoluto, pero luego, se habla mucho de los problemas que 
hay con la seguridad y que no se pueden solucionar. Con esto, quiero resaltar que, en el proyecto de ANEP, 
hay una serie de artículos que están contemplando las necesidades de cargos docentes y no docentes. Por la 
vía de los hechos, se establecen políticas educativas, ya sea desde el propio Ente Autónomo o, por ejemplo, 
del acuerdo multipartidario, que en el discurso está muy lindo, pero después, en la práctica, no llega a tierra. 


El segundo aspecto es que quiero desmitificar el salario docente, porque es verdad que en el período anterior 
hubo una política de aumento sistemático del salario docente; lo reivindicamos, porque, además, formamos 
parte de la negociación en la discusión de las bipartitas; es un hecho a resaltar. Por ejemplo, para tener una 
correlación con el PBI, el salario real en el período anterior se mantuvo bastante cercano y se llegó a tener 
una especie de paralelismo entre el aumento del PBI y el salario. Sin embargo, a partir de 2010, notamos un 
estancamiento notorio. Después les voy a dejar unas gráficas -no tuvimos tiempo de enviarlas antes-, para 
que lo verifiquen. En este momento, tenemos un salario de $ 10.758 nominal para veinte horas de trabajo. 
Indudablemente, es un salario extremadamente bajo. Veinte horas de trabajo no da, por lo que cualquier 
persona normal duplica o triplica su trabajo. Entonces, la consecuencia directa es el impacto en la capacidad 
que podemos tener los docentes para poder desempeñar la tarea lo mejor posible. 


Por lo tanto, los dos elementos que nosotros remarcamos como esenciales -las condiciones de aprendizaje y 
las condiciones de trabajo- son la clave para que podamos estar hablando de otras cosas. 


En estos momentos, Educación Secundaria tiene casi doscientos cincuenta mil estudiantes, trescientos liceos 
en todo el país y está realizando una labor que, para nosotros, es muy importante, ni más ni menos que la 
formación de más del 80% de las personas de este país. Sin embargo, no se le están dando la atención y la 
prioridad necesarias. 


En el discurso se dice que hay muchos recursos y que no hay logros. En los hechos, nosotros queremos 
remarcar que, en primer lugar, habría que discutir si esos recursos se volcaron correctamente y, en segundo 
término, que muchos de ellos no llegan. 


En lo que va de la Administración, no se ha empezado una obra nueva, un liceo nuevo. Vean los señores 
Diputados que estaba pensado hacer cuarenta y dos entre sustituciones de liceos que están en estado 
calamitoso y liceos nuevos. Esto significaría, necesariamente, que estos cuarenta y dos liceos no se van a 
poder construir. Si no se construyen, seguiremos manteniendo o consolidando las condiciones actuales de 
aprendizaje que, a nosotros, nos preocupan demasiado. 


En su mensaje, el Poder Ejecutivo solamente otorga la interpretación que dio al artículo 867, que son un poco 
más de $ 900:000.000, mientras que ANEP está solicitando $ 3.000:000.000. La diferencia es bastante 
grande, y nos parece que, en todo caso, habría que generar ámbitos como para poder llegar a que no se 
discuta en blanco y negro, sino teniendo en cuenta hacia dónde van los recursos, dónde tenemos que priorizar 
y si es posible hacer algún esfuerzo por parte del Poder Ejecutivo en particular, para que eso se traduzca en 
una mejora real. 


SEÑOR ZUNINI.- Quería hacer algunas pequeñas puntualizaciones acerca de lo que ya ha 
mencionado mi compañero. 


Quería referirme, fundamentalmente, a la parte de cargos. Nosotros estamos solicitando alrededor de 
seiscientos cargos de portero, aparte de los auxiliares de servicio, auxiliares administrativos y todo lo que mi 
compañero ya mencionó. Pero vamos a hacer especial hincapié en los porteros, porque tienen relación directa 
con la seguridad, como todos sabemos 


Nosotros entendemos que los cargos de portero son absolutamente imprescindibles en este momento 
coyuntural de la educación, porque permitirían el control de ingreso y egreso de estudiantes, funcionarios, 
docentes, proveedores, padres y de todas las personas que tengan una relación con la comunidad educativa. 
Los cargos de portero son absolutamente imprescindibles para simplemente tener un control del ingreso. 


Estamos tratando de sensibilizar a la población y a los legisladores en cuanto a la necesidad de estos cargos, 
porque no queremos tener una muerte en los centros educativos. Necesitamos estos cargos de portero; se lo 
estamos implorando a la sociedad y a los legisladores, por razones estrictamente de seguridad. 


Nosotros vemos -lo recoge toda la población- que hay problemas importantes, que hay muertos en forma 
permanente, y no queremos que esto suceda en los centros educativos. Por eso, recalco e insisto, señores 
legisladores, acerca de la creación de todos los cargos, en particular los de porteros. 


Por supuesto que nosotros estamos impulsando que se otorguen mayores recursos a la educación pública 
como consecuencia de que no estamos bien. Tenemos una cantidad de carencias importantísimas. Por 
supuesto que necesitamos más recursos. Ahora, hay recursos que pueden dar los legisladores o el propio 
Parlamento por su propia voluntad, pero hay otros recursos que el Parlamento está obligado a dar, en función 
de la propia Ley de Presupuesto que se votó el año pasado. El artículo 867 de la Ley N* 18.719, dice lo 
siguiente: "Cuando, como consecuencia del crecimiento del Producto Bruto Interno -PBI-, los créditos 
presupuestales con destino a educación representaren un porcentaje inferior al 4,5% -cuatro con cinco por 
ciento- del PBI, el Poder Ejecutivo deberá incluir en el proyecto de Rendición de Cuentas correspondiente a 
ese ejercicio, una propuesta de asignación complementaria de créditos presupuestales para la Administración 
Nacional de Educación Pública y la Universidad de la República para alcanzar el mencionado porcentaje, la 
que podrá ser destinada por los organismos, teniendo especialmente en cuenta las necesidades para atender 
remuneraciones, gastos de funcionamiento e inversión". Exactamente, esto es lo que dice el artículo. Ahora, 
el tema está en qué interpretación se le da. Nosotros entendemos que la interpretación que está dando el 
Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Economía y finanzas no es la correcta. Entendemos que el 
Poder Ejecutivo tiene derecho a equivocarse, no hay duda, pero debemos ser claros y decirle que esa no es la 
interpretación correcta. Lo que ha planteado el Poder Ejecutivo es calcular esa remuneración extraordinaria 
en función del crecimiento proyectado para el año 2011. En función de esto, el Poder Ejecutivo está 
asignando una cantidad de recursos que se sitúa en $ 1.217:000.000. Vuelvo a repetir: esto está calculado 
sobre proyecciones para el año 2011. Nosotros entendemos que en la Rendición de Cuentas se está rindiendo 
cuentas de lo anterior y, concretamente, se está salteando el año 2010. En dicho año el Presupuesto fue 
elaborado sobre una proyección de 5,2% para el crecimiento del Producto Bruto Interno, o sea, para el 
crecimiento de la riqueza del país, mientras que el valor observado, el valor real, al finalizar el año y de 
acuerdo a todos los análisis e informaciones del Banco Central del Uruguay se situó en 8,5%. Esto significa 
que hay un crecimiento de más de tres puntos en la riqueza del país. Por supuesto que nosotros estamos 
felices de que el país crezca, pero creemos que esa riqueza debe ser volcada a donde más se necesita; debe 
ser volcada en función de la redistribución de la riqueza. Nosotros entendemos que una forma de redistribuir 
es volcando esos recursos o parte de ellos a la educación, por supuesto teniendo en cuenta otros elementos de 
la sociedad que son sumamente importantes. 


En este aspecto, nosotros sostenemos -hemos realizado las consultas jurídicas correspondientes a este 
artículo- que, en función de esto, tenemos una diferencia muy importante que debe asignarse por parte del 
Poder Legislativo a los entes de la educación que está situada en el entorno de los $ 2.109:000.000. Esto es lo 
que corresponde al año 2010. Por supuesto que nosotros estamos completamente convencidos y pensamos 
que estos recursos deben y son absolutamente necesarios para la educación pública, tanto para ANEP como 
para UDELAR. A nivel de ANEP hay solamente un déficit que se sitúa en más de $ 700:000.000. Esto se 
debe a compromisos que tiene la educación pública con sus trabajadores, o sea, en el rubro cero que vienen 
de años anteriores y que nunca han estado formando parte de la Ley de Presupuesto. 


Nos estamos refiriendo, concretamente, a las erogaciones que corresponden a los pasajes de grado. De 
acuerdo con el Estatuto del Funcionario Docente tenemos siete grados para los docentes que van cambiando 


cada cuatro años y no están formando parte del Presupuesto nacional. Por supuesto que los entes de la 
educación están cumpliendo y pagando esto, pero están generando déficit, así como también las 
remuneraciones especiales que corresponden a los años de actividad efectiva tanto para docentes como para 
funcionarios a nivel de la educación. En este caso, hay remuneraciones complementarias para los docentes 
efectivos y para los interinos por actividad continuada en el 7” grado que se otorgan a los veintiocho y a los 
treinta y dos años de función, y corresponden al 5% y 10% respectivamente, así como también para los 
funcionarios que tienen compensaciones en sus salarios a los veinticinco y a los treinta años de función. 


Nosotros venimos reclamando desde hace muchísimos años que todo esto forme parte del Presupuesto, que 
se agregue a la línea de base pero, sin embargo, esto no está en el Presupuesto nacional y es lo que está 
generando déficit a nivel del CODICEN de la ANEP que está teniendo un déficit muy importante que, de 
acuerdo con lo que se está manejando por parte del Poder Ejecutivo el otorgamiento de nuevos recursos a la 
educación en función de este artículo, que se ha dado en llamar artículo ventana, daría solamente para cubrir 
el déficit y no tendríamos recursos adicionales. 


Esto es lo que queríamos plantear, si bien nos gustaría, por supuesto, trasmitir muchísimo más a los 
legisladores. Reitero: concretamente, lo que queremos decirles es que lo que está otorgando el Poder 
Ejecutivo daría exclusivamente para cubrir el déficit que se ha generado hasta el momento. 


SEÑOR GANDINI.- En primer lugar, deseo dar la bienvenida a la delegación y pedirles una vez más 
disculpas por el tiempo que nos ha llevado, más allá del que teníamos previsto. 


Con respecto al tema del déficit, creo que es una hipótesis, porque ni siquiera este es el destino que el 
proyecto de ANEP piensa darle. El Poder Ejecutivo ni ANEP prevén utilizar esos recursos para el déficit que 
aquí se menciona, sino que se les da otro destino. Si existe ese déficit -del que he escuchado hablar- no creo 
que se pueda ni siquiera enfrentar parcialmente con esos recursos. 


Con relación al cálculo que se hace he escuchado la interpretación acerca de cómo se establece el monto 
diferencial por el artículo 867. De todos modos, no me queda claro el texto del acuerdo. Por ello, pedí a algún 
asesor que estudiara el tema y la conclusión es que hay más de una forma de interpretarlo y la diferencia está 
entre lo que el Poder Ejecutivo dispuso y el doble, que es lo que ustedes calculan. Esto, según el año que se 
tome y el punto de partida, si es el proyectado contra el real o es el proyectado del Presupuesto 2011 con el 
proyectado corregido para el 2011, porque este año no terminó, o si tomamos el 2010. 


Es verdad que es difícil interpretar el sentido del artículo. Yo que participé en el debate tiendo a creer que el 
espíritu que se manejó cuando el señor Diputado Mujica planteó el tema -ustedes sabrán que este fue un 
artículo que nació en el Parlamento- fue el que interpretó el Poder Ejecutivo. Pero el texto de la ley no parece 
ser tan preciso. 


Respecto a los cargos, en algunas de las manifestaciones que ustedes hacen vinculada al crecimiento, a la 
necesidad de mayor cantidad de personal docente para atender grupos más pequeños y demás, quiero 
observar que en el Presupuesto de la ANEP, Secundaria no plantea la creación de nuevos cargos docentes. 
Hay de todo en creación de cargos. Creo que es el artículo 9” que contiene una solicitud presupuestal 
importante de casi $ 400:000.000 para el año 2012, que sobrepasa los seiscientos para los años siguientes 
pero que no refiere a ese tipo de personal. Refiere a profesores o maestros comunitarios, a otro tipo de 
personal, pero no al que ustedes hacían referencia, lo cual me llamó la atención. 


Por último, quiero trasmitirles que el Partido Nacional dejó ayer establecida su voluntad de trabajar para 
reasignar algún recurso en tanto tenemos la posibilidad legal de optar por todo o parte del proyecto de la 
ANEP. Pero hay que financiarlo y, para eso hay que trabajar y reasignar, porque así como tenemos la potestad 
constitucional de votar cualquiera de los dos proyectos, también tenemos la obligación de hacerlo financiado 
y por lo tanto, nos manifestamos dispuestos a trabajar y establecimos prioridades: Profesores Cargo, porteros 
y proyectos de innovación educativa. Coincidimos con ustedes respecto a que el tema de los porteros es muy 
importante; está en un artículo más amplio que habla de porteros, auxiliares de servicio y demás y la suma de 
todos estos conceptos que están en tres artículos sobrepasa los $ 230:000.000 o $ 240:000.000. Sabemos que 
es una suma importante a los efectos de reasignar pero nos hemos manifestado dispuestos a trabajar en la 
materia porque entendemos que son prioridades que hay que cumplir de cualquier manera. 


SEÑOR OROÑO.- La discusión del año pasado, en realidad, fue un debate bastante complejo; 
entendemos que ustedes también dieron un debate muy importante al respecto. No se daba ese dinero 
pero se dejaba una ventana abierta para poder asignar recursos en función del crecimiento económico 
del país. Nosotros entendíamos que no puede ser siempre en base a proyecciones porque tenemos un 
dato concreto y real del año 2010: la proyección que se hizo en el presupuesto fue tanto, el crecimiento 
fue tanto, es eso. Nos estamos manejando con las proyecciones de 2011 al inicio y ahora la corregida. 
Entonces ¿cuándo se va a hacer el cierre de 2011? Nunca, porque el año que viene la proyección será de 
2012 y la proyección será del mismo año. Nos parece que ahí hay una trampita en el sentido de que el 
famoso 4,5% se dice y se promete pero nunca llega porque siempre estamos con las proyecciones. 


Respecto al tema de los cargos, lo que refiere a los porteros es bastante claro. Además, hay propuestas del 
Consejo de Secundaria con respecto a la cantidad de horas; cuando se desdoblan los grupos se crean horas. 
En este momento andamos en unas trescientas mil horas mensuales en Educación Secundaria que da para esa 
cantidad de grupos. Este año se crearon a déficit alrededor de 180 grupos nuevos en Secundaria. Digo a 
déficit porque, justamente, era en virtud de lo que pasaba en la Rendición de Cuentas. El rubro cero en 
Secundaria se utiliza todo y, como decía el señor Zunino, hay cosas que hay que sacar de cualquier lado para 
pagar, por ejemplo, la antigiiedad. Tal vez esto no esté bien fundamentado en el proyecto que presenta la 
ANEP. Lo que nosotros queríamos aclarar es que no podemos solucionar la mayoría de los problemas que 
estamos teniendo en muchos liceos si no solucionamos el tema de las condiciones de aprendizaje. Debemos 
apuntar a grupos más chicos y mejores condiciones de habitabilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha sido claro el planteo realizado por FENAPES. 


Hubo una larga jornada de trabajo con las autoridades de ANEP donde se recibió justamente la 
fundamentación de su presupuesto. La Comisión, tal como lo ha planteado el señor Diputado Gandini, tiene 
algunos aspectos que fueron priorizados en ese debate y alguno de ellos se reafirman con lo que ustedes han 
señalado aquí. 


Agradecemos los aportes brindados por la delegación. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 17 y 5) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


